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EDITORIAL 
 

 
 

LA PRECARIEDAD SIGUE EN PRECARIO 

 

 

Este mes se han publicado las dos sentencias del Tribunal Superior de 

Justicia de Europa que dejan sin efecto lo que se dijo en septiembre 

de 2016 en la sentencia De Diego Porras.  

 

En su día, un reputado Magistrado del Tribunal Supremo ya advirtió 

que, más allá de las críticas a la misma, si contribuía a paliar este 

nuestro gran problema de la precariedad de alguna forma, 

bienvenida sea la sentencia. No ha sido así: su criterio no ha durado 

dos años. 

 

Y con este nuevo bandazo, muchos han sido los comentarios 

jurídicos. Que si se cambia de criterio sin explicar que así se hace y 

porqué, que si es endeble el argumento, que sí lo era el de la De 

Diego Porras, que si tenía visión equivocada de nuestro derecho 

interno, etc.  

 

Y luego, quedan también aquellos llamativos titulares periodísticos 

de que habrá que mirarlo mejor, que en su día dijo el Presidente de 

ese Tribunal, cuando fue gentilmente invitado a Madrid para recibir 

las críticas por aquella sentencia previa. 

 

Pero, todo se ha movido para que todo quede igual. En efecto, por 

encima de todo lo anterior, que las hojas no nos impidan ver el 

bosque. La precariedad estaba y ahí sigue. 

 

Y sigue con sus nefastos efectos para la propia economía de muchos 

trabajadores, para su posibilidad de realizar planes de futuro, para la 

mortalidad y morbilidad laboral, para la formación de los 

trabajadores y tantos otros capítulos de la vida de muchas personas. 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

A la vista de que los negociadores colectivos no se ponen de 

acuerdo, se impone una intervención legislativa inmediata frente a 

este fenómeno que tiene dimensiones y características propias en 

nuestro país.  

 

En efecto, entendemos que es de todo punto urgente y necesario 

que se frene el empíricamente demostrado uso abusivo de la 

contratación temporal, tanto en el sector privado como en el público, 

pero que reviste una especial gravedad en este último, donde tal 

técnica es la habitual para resolver problemas estructurales 

permanentes, con olvido de normas tan imperativas como la de los 

tres años del EBEP u otras.   

 

En otros casos, simplemente sirve para reducir costes laborales, con 

olvido de otras razones, más importantes y que han sido las que han 

impuesto que el paradigma sea la estabilidad laboral. 

 

Por ello, al hilo de algunas recientes sentencias de nuestros 

Tribunales, se impone fijar límites temporales a la excesiva duración 

de los contratos precarios, volver a regular de forma más restrictiva 

las causas que permiten acudir a la temporalidad y fijar técnicas que 

impongan a nuestra propia Administración Pública que cumpla con 

las normas que le hemos dado la ciudadanía.  

 

Vemos estos casos en nuestro trabajo cotidiano y por ello, reiterando 

precedentes, volvemos a solicitar la inmediata actuación del 

legislador en pro de alcanzar estos últimos tres objetivos.  
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ARTÍCULOS 
 

 

UNA APROXIMACIÓN A LAS SENTENCIAS 
DE 5 DE JUNIO DE 2018. EL TRIBUNAL DE 

JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA, 
ASUNTOS C-574/16 Y C-677/16. 

 

Florentino Eguaras Mendiri. Magistrado del TSJ del País Vasco,               

Sala de lo Social 

 

0.  Introducción. 

 

Pretendemos con este comentario abordar el coste de oportunidad judicial de las 

dos sentencias de 5 de junio de 2018 del Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea, asuntos C-574/16 y C-677/16, Gran Sala, que han revisado y modificado 

el criterio anterior del mismo Tribunal plasmado en la sentencia de 14 de 

septiembre de 2016 (C-596/16, asunto de Diego Porras), por la que se declaraba 

el derecho de los contratados temporales españoles a percibir una indemnización 

equivalente a la de los trabajadores fijos de la empresa.  

 

No abordaremos una vertiente jurídica de la cuestión sino más bien valorativa de 

la intervención de los órganos judiciales nacionales en su actuación reactiva 

frente a la sentencia del asunto C-596/16, de Diego Porras. 

 

Para ello presentaremos la problemática realidad social concurrente de la 

contratación temporal en España y la utilidad que el derecho podía ofertar para 

su corrección. Nos adentraremos en unas valoraciones sociológicas para terminar 

ponderando la idoneidad de la actuación de los tribunales en esta cuestión, y 

postular, finalmente, las conclusiones descriptivas obtenidas. 

 

1. Unos cuantos números. 

 

En España a comienzos del año 2018 había 3.796.100 de parados de una 

población activa de 22.670.300 personas. 

 

Según Eurostat la temporalidad en España es del 27,5%, según el Ministerio de 

Empleo y Seguridad Social en el primer trimestre de 2018 era del 26.1%. En 
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cualquier caso: la media en Europa de la temporalidad es del 14.4% y España es 

el primer país en el porcentaje de temporalidad del continente. 

 

Concretemos estos datos. En 2017 se celebraron 15.572.053 contratos 

temporales, de ellos de interinidad eran 1.563.147, de los que 364.010 eran 

menores o iguales a una duración de 7 días. 

 

2. Legislación española de la temporalidad.  

 

En aras a la simplificación, en términos generales podemos decir que nuestro 

panorama legislativo agrupa un paquete de contratos temporales que son los 

que recoge el art. 15 del Estatuto de los Trabajadores (en adelante ET), y que se 

refuerzan en el desarrollo que del mismo oferta el Real Decreto 2720/1998, de 18 

de diciembre. Esta legislación básica temporal contiene los contratos de 

eventualidad (por circunstancias del mercado, acumulación de tareas o exceso de 

pedidos), los de obra o servicio determinado y los de interinidad. 

 

De estos contratos temporales al tiempo de su extinción, salvo los de interinidad, 

el resto se indemnizan con una suma proporcional al tiempo trabajado según la 

regla de 12 días por año de servicios prestados (art. 49, 1, c), párrafo 1º del ET). 

 

La fijación de una indemnización para las contrataciones temporales se estableció 

en el Real Decreto-ley 5/2001, de 2 marzo, de Medidas Urgentes de Reforma del 

Mercado de Trabajo para el incremento del empleo y la mejora de su calidad, que 

reformó el art. 49, 1, c) del ET. Hasta entonces no existía compensación alguna 

para los supuestos de extinción del contrato temporal. 

 

El Estatuto de los Trabajadores de 1980 ya recogía en su art. 15 las modalidades 

de contratación temporal que ahora previene el texto del Real Decreto Legislativo 

2/2015 de 23 de octubre, actual Estatuto de los Trabajadores. 

 

La Directiva 99/70/CE, de 28 de junio de 1999 recoge el Acuerdo Marco sobre el 

trabajo de Duración determinada, y en su cláusula 4 dispone: Por lo que respecta 

a las condiciones de trabajo, no podrá tratarse a los trabajadores con un contrato 

de duración determinada de una manera menos favorable que a los trabajadores 

fijos comparables por el mero hecho de tener un contrato de duración 

determinada, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas. 

 

3. Inercia judicial: Caso De Diego Porras. 

 

Habían de transcurrir 15 años desde que se acordó la Directiva 99/70/CE, de 28 

de junio de 1999 (unos 34 desde que se aprobó el Estatuto de los Trabajadores 

de 1980), para que un órgano judicial cuestionase con éxito ante el Tribunal de 



 

 

 

Justicia de la Unión Europea la situación de los contratos temporales y 

particularmente de interinidad. Pero llegó.  

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid en auto de 9-12-2014 suscitó una 

cuestión prejudicial por la que se peguntaba al Tribunal: 1)  ¿Ha de entenderse 

comprendida la indemnización por finalización del contrato temporal en las 

condiciones de trabajo a las que se refiere la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo 

[marco]?...2)   Si se entiende dicha indemnización incluida en las condiciones de 

trabajo, ¿los trabajadores con un contrato de trabajo o una relación laboral 

concertados directamente entre un empresario y un trabajador, en los que el final 

del contrato de trabajo o de la relación laboral viene determinado por 

condiciones objetivas tales como una fecha concreta, la realización de una obra o 

servicio determinado o la producción de un hecho o acontecimiento 

determinado, han de percibir a la finalización del contrato la misma 

indemnización que correspondería a un trabajador con contrato de duración 

indefinida comparable cuando el contrato de éste se extingue por causas 

objetivas?..3)  Si el trabajador tiene derecho a percibir la misma indemnización 

que corresponde a un trabajador indefinido al producirse la extinción por causas 

objetivas ¿ha de entenderse que el artículo 49.1.c) del Estatuto de los 

Trabajadores ha traspuesto adecuadamente la Directiva 1999/70 [...] o es 

discriminatorio y contrario a la misma vulnerando su objetivo y efecto útil?..4)   

No existiendo razones objetivas para exceptuar a los trabajadores interinos del 

derecho a percibir una indemnización por la finalización del contrato temporal 

¿es discriminatoria la distinción que el Estatuto de los Trabajadores establece 

entre las condiciones de trabajo de estos trabajadores no solo frente a las 

condiciones de los trabajadores indefinidos sino también respecto de las de los 

demás trabajadores temporales? 

 

Contestaba el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su sentencia de 14 de 

septiembre de 2016 (C-596/16, asunto de Diego Porras), a estas preguntas que:  

“1) La cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo marco sobre el trabajo de duración 

determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la 

Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo 

marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada, 

debe interpretarse en el sentido de que el concepto de «condiciones de trabajo» 

incluye la indemnización que un empresario está obligado a abonar a un 

trabajador por razón de la finalización de su contrato de trabajo de duración 

determinada…2)    La cláusula 4 del Acuerdo marco sobre el trabajo de duración 

determinada, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70, debe interpretarse 

en el sentido de que se opone a una normativa nacional, como la controvertida 

en el litigio principal, que deniega cualquier indemnización por finalización de 

contrato al trabajador con contrato de interinidad, mientras que permite la 

concesión de tal indemnización, en particular, a los trabajadores fijos 

comparables. El mero hecho de que este trabajador haya prestado sus servicios 



 

 

 

en virtud de un contrato de interinidad no puede constituir una razón objetiva 

que permita justificar la negativa a que dicho trabajador tenga derecho a la 

mencionada indemnización”. 

 

En definitiva, y abreviando, según el Tribunal de Luxemburgo, el principio de 

igualdad propugnado por la Directiva -cláusula 4- implicaba que las 

indemnizaciones por la extinción de un contrato temporal debían de ser las 

mismas que si se tratase de un despido objetivo practicado a un trabajador fijo 

comparable. En definitiva, los 12 días por año trabajado que recoge el art. 49-1, c) 

del ET pasaban a 20, y donde no existía indemnización la había. 

 

4. Revuelos. 

 

La doctrina del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su sentencia de 14 de 

septiembre de 2016 (C-596/16, asunto de Diego Porras), no parece que fuese 

bien acogida por todos, salvo, imaginamos, por los 15.572.053 de trabajadores 

que iban a celebrar en el año 2017 sendos contratos temporales. 

 

Como prueba de la aparente alarma que causó la sentencia,  veamos que en 

elEconomista.es de 20-9-2017 se recogía esta información: …Los juristas -e 

incluso el presidente de la Sala de lo Social del TS, Jesús Gullón Rodríguez- 

reaccionaron criticaron (sic) el fallo europeo, al que acusaron de no reflejar 

correctamente la realidad de la legislación laboral española. ..De hecho, ni el 

Supremo ni en Legislador han querido avanzar en la concreción de la sentencia 

hasta que un nuevo pronunciamiento del TJUE aclarara algunos de los extremos 

de la cuestión...No obstante, el propio presidente del Tribunal europeo, Koen 

Lenaerts, reconoció el pasado mes de febrero que se produjeron errores de 

interpretación en el asunto y que "no hubo entendimiento sobre el problema"… 

Destaco de esta noticia que ya se anunciaban planteamientos de cuestiones 

prejudiciales que redundaban en lo mismo: Modificar el fallo de la sentencia de 

14 de septiembre de 2016 (C-596/16, asunto de Diego Porras). 

 

5. Reacciones. 

 

Si he indicado que habían de transcurrir 15 años desde que se aprobó la Directiva 

99/70/CE, de 28 de junio de 1999, para que un órgano judicial cuestionase con 

éxito ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea la situación indemnizatoria 

de los contratos temporales, y particularmente del de interinidad, es destacable 

que, sin embargo, en menos de tres meses ya se hubiesen planteado una 

pluralidad de nuevas cuestiones prejudiciales ante el mismo Tribunal para que se 

corrigiese su doctrina, tal y como así aconteció. Se sustanciaban, entre otras, en 

auto de 14-11-2016 del Tribunal de Justicia de Galicia y en el de 21-12-206 del 

Juzgado de lo Social nº 33 de Madrid (nos consta que el Tribunal Supremo 

también había suscitado otra cuestión). 



 

 

 

En dos sentencias de 5 de junio de 2018 el Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea, asuntos C-574/16 y C-677/16, en Gran Sala, resuelve lo siguiente sobre 

las cuestiones dichas de Galicia y Madrid: 

 

a) Asunto C-677/16: se le pregunta al Tribunal: La Cláusula 4, apartado 1, del 

[Acuerdo Marco] ¿debe interpretarse en el sentido de que la extinción del 

contrato temporal de interinidad para cobertura de vacante por vencimiento del 

término que dio lugar a su suscripción entre el empresario y la trabajadora 

constituye una razón objetiva que justifica que el legislador nacional no prevea 

en tal caso indemnización alguna por fin de contrato, mientras que para un 

trabajador fijo comparable que ha sido despedido por una causa objetiva se 

prevé una indemnización de 20 días por año? 

 

La sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea responde lo siguiente: 

“La cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración 

determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la 

Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo 

Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada, 

debe interpretarse en el sentido de que no se opone a una normativa nacional 

que no prevé el abono de indemnización alguna a los trabajadores con contratos 

de duración determinada celebrados para cubrir temporalmente un puesto de 

trabajo durante el proceso de selección o promoción para la cobertura definitiva 

del mencionado puesto, como el contrato de interinidad de que se trata en el 

litigio principal, al vencer el término por el que estos contratos se celebraron, 

mientras que se concede indemnización a los trabajadores fijos con motivo de la 

extinción de su contrato de trabajo por una causa objetiva”. 

 

b) Asunto C-574/16: se le cuestiona al Tribunal:  1)  A efectos del principio de 

equivalencia entre trabajadores temporales e indefinidos ¿deben considerarse 

“situaciones comparables” la extinción del contrato de trabajo por “circunstancias 

objetivas” ex art. 49.1 c) ET y la derivada de “causas objetivas” ex art. 52 ET, y por 

tanto la diferencia indemnizatoria en uno y otro supuesto constituye una 

desigualdad de trato entre trabajadores temporales e indefinidos, prohibida por 

la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo 

Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración 

determinada?...2)    De ser así, ¿debe entenderse que los objetivos de política 

social que legitimaron la creación de la modalidad contractual de relevo, 

justifican también, conforme a la cláusula 4.1 del ante citado Acuerdo Marco, la 

diferencia de trato a la hora de indemnizar peyorativamente la extinción de la 

relación laboral, cuando el empresario opta libremente porque tal contrato de 

relevo sea de duración determinada?...3)   A efectos de garantizar el efecto útil de 

la citada Directiva 1999/70/CE, de entenderse que no hay una justificación 

razonable conforme a la Cláusula 4.1, ¿ha de interpretarse que la desigualdad de 



 

 

 

trato en la indemnización por extinción contractual entre trabajadores temporales 

y fijos en la normativa española antes referida, constituye una discriminación de 

las prohibidas en el art. 21 de la Carta, resultando contraria a los principios de 

igualdad de trato y de no discriminación, que forman parte de los principios 

generales del Derecho de la Unión? 

 

El Tribunal contesta: “La cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco sobre el 

trabajo de duración determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura 

en el anexo de la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, 

relativa al Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de 

duración determinada, debe interpretarse en el sentido de que no se opone a 

una normativa nacional según la cual la indemnización abonada a los 

trabajadores con contratos de duración determinada celebrados para cubrir la 

jornada de trabajo dejada vacante por un trabajador que se jubila parcialmente, 

como el contrato de relevo controvertido en el litigio principal, al vencer el 

término por el que estos contratos se celebraron, es inferior a la indemnización 

concedida a los trabajadores con contrato de duración indefinida con motivo de 

la extinción de su contrato de trabajo por una causa objetiva”. 

 

En definitiva: lo dicho en la sentencia de Diego Porras se ha cambiado. De la 

nueva doctrina podemos deducir que los contratos temporales siguen con la 

indemnización de 12 días por año en su extinción, según la dicción del art. 49.1,c) 

ET, los que la tuviesen, y donde no la había sigue sin haberla. 

 

 

6. Valoraciones. 

 

Ya se ha señalado que no pretendemos un análisis jurídico de las resoluciones 

dictadas por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, entre otras razones 

porque ello se lo dejamos a la doctrina. Además el resultado práctico de ellas es 

claro, no parece que tengamos mucho que valorar desde una perspectiva judicial 

que se debe aquietar -como no parece que se hizo anteriormente con la 

sentencia de Diego Porras- con la doctrina que sienta el Tribunal luxemburgués.  

Pero vamos a apuntar varias líneas discursivas y fácticas:  

 

1ª.- No es la función de los jueces el legislar, sino el aplicar e interpretar la ley en 

el caso concreto. Sí, en principio esto es cierto. No es un cometido judicial 

sustituir o enmendar al poder legislativo, menos suplantar a los actores sociales –

patronal, sindicatos, ciudadanos, Administración-. De aquí que no sea 

acomodado a la función judicial reaccionar en contra de una sentencia del 

Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Más bien corresponde aplicarla. Si 

cambia la norma o el criterio judicial sentado por ella, entonces será lo nuevo lo 

que haya derogado a lo anterior. 



 

 

 

2ª.- La temporalidad de la contratación laboral en España es un problema que 

como tal no corresponde resolver a los órganos judiciales. Será la interpretación 

de las leyes vigentes la que deban efectuar los jueces. ¡Bien, sí! ello es así, pero la 

inquietud ante la desbordante precariedad en el empleo debe presidir la 

aplicación de un derecho constitucional como es el derecho al trabajo que se 

presume estable y seguro –como lo es todo derecho subjetivo- (art. 35 de la 

Constitución Española). Por ello, si conforme a la normativa europea se había 

dictado por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea una sentencia (realmente 

eran dos) perfilando una clave de posible resolución de la problemática generada 

por la contratación temporal, restableciendo en parte la seguridad en el trabajo 

(avisando contra el abuso de la temporalidad), lo lógico parece que los jueces se 

esmeren en que sus resoluciones recojan lo sentenciado por el Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea, no en lo contrario; las especulaciones sobre el 

criterio sentado debían dejarse para los sujetos idóneos para formular una 

alternativa o respuesta, ¿qué justificación tiene el que haya una revuelta judicial 

que propugne un cambio de lo sentenciado, y que la discordancia con el criterio 

jurídico se exprese en una pluralidad de cuestiones prejudiciales planteadas? 

 

3ª.- La preocupación jurídica de los órganos judiciales porque a los contratados 

temporales se les oferte donde no la había una indemnización y donde existía se 

incremente igualándola a los fijos, resultó tardía en su aceptable planteamiento 

(15 años desde que se aprobó la Directiva 99/70/CE, de 28 de junio de 1999), y, 

sin embargo, reactivamente a la sentencia de Diego Porras se han interpuesto 

inmediatamente varias cuestiones prejudiciales. Colegir dos diferentes 

inquietudes, según a quien derive el beneficio de la medida, parece que es lo que 

se trasluce con esta actuación de los jueces. 

 

4ª.- Cuantitativamente en 2017 hubo 15.572.053 de contratos temporales. Es 

deseable que una jurisdicción como la social, en un Estado Social, se preocupe 

por la dignificación de este colectivo. Lo anómalo es que surja una inquietud 

purista del derecho por parte de los jueces para que se corrija lo que 

afecta/beneficia a tan ingente número de trabajadores temporales, 

pretendiéndose que inmediatamente se revoque la doctrina que había fijado el 

Tribunal de Justicia de la Unión Europea a su favor. 

 

Y, 5ª.- En el entretiempo desde que se dictó la sentencia de Diego Porras hasta 

las nuevas sentencias de los asuntos C-574/16 y C-677/16 del Tribunal de Justicia 

de la Unión Europea, los interlocutores sociales y el legislador debían de haber 

perfilado una solución a un problema que no es de los Tribunales, sino de la 

sociedad y de los agentes afectados. No era ni es la misión de los jueces el servir 

de cauce para solventar la dialéctica generada con aquella resolución del 

Tribunal, la de Diego Porras. 

 

 



 

 

 

7. Hay ciertos mitos que se heredan.  

 

Sí vivimos en un mundo conductista. 

 

1. En general hay un servilismo judicial a la denominada doctrina, que se encubre 

en la pretendida autoritas dogmática de los estudiosos. No participo de esa 

reverencia conceptual que se hace a la Universidad o a los autores. Al 

contrario, siempre invoco a Alf Ross que decía que la doctrina sólo pretende 

influir en los jueces para que adopten un determinado criterio o procurar que 

cambien el que tienen.  

 

2. Cuando alguna solución del derecho no se acomoda a determinados intereses 

de cierto estamento económico se alegan en su contra los que Gabraith 

llamaba postulados de los economistas clásicos. Se traslada a los jueces la 

pretendida misión de salvar la economía y reconducir a su vereda las que se 

entienden derivas de la aplicación de la norma y el Estado del Bienestar y 

seguridad. 

 

3. La asepsia y el purismo jurídico son lo más deseable. No soy utilitarista (se es 

más feliz en tanto en cuánto lo es el mayor número de personas posibles), 

pero sí que me parece aconsejable pensar que algunas veces el contemplar 

que el derecho se aplica a la mayoría y no sólo a la minoría, puede ser 

acertado; o dicho de otra forma: interpretar el derecho para el mayor número 

de destinarios de él. Los números son los que son: la temporalidad en España 

es del 27,5%. 

 

4. El holismo propugna que el todo es más importante que las partes. La doble 

lectura de este principio tiene muchas versiones: la igualdad es un principio 

del art. 1 de la Constitución. 

 

8. Algo de Sociología para acabar. 

 

Es una fuente clásica en la Sociología jurídica el estudio de JJ Toharia que 

indicaba que la carrera judicial se nutría de integrantes de la clase alta en un 60% 

y en un 30% de la media, sin prácticamente representación de otra clase. 

 

El pensamiento de la mal llamada clase menos alta siempre está presidido por 

dos premisas de crítica y recelo: a) el test de sustitución: ¿se haría lo mismo si el 

que resuelve estuviese en mi situación?; y, b) se tiende a constatar la realidad del 

que se denomina “efecto Mateo” (R.K. Merton): los que tienen cada vez acaparan 

más y los que no tienen cada vez mantienen menos. 

 



 

 

 

En fin. Mucho me temo que las sentencias dictadas por el Tribunal de Justicia de 

la Unión Europea, asuntos C-574/16 y C-677/16, sirven para aumentar algunos de 

estos prejuicios.  

 

Y es que la explicación se presenta algo confusa si preguntamos ¿Por qué tanta 

búsqueda de la finura jurídica por parte de los jueces contra el criterio de la 

indemnización que se había declarado a los contratados temporales, cuando lo 

que se había establecido en la sentencia de Diego Porras era un medio de 

compensar y restringir la contratación temporal? o ¿Por qué tanto empeño por 

los tribunales en que se modificase la doctrina fijada en la indicada sentencia 

cuando lo que se hacía con ella era compensar la pérdida del puesto de trabajo y 

la precariedad laboral del tiempo en que había durado la relación?  

 

No es fácil encontrar una respuesta al celo judicial de que se cambie la doctrina 

de Diego Porras cuando la inquietud porque se removiese la desigualdad entre 

trabajadores fijos y temporales había sido tan tardía; y, tampoco la vislumbramos 

cuando no son pocos  los que mantienen que el criterio de que concurre -se mire 

por donde se mire- una desigualdad irregular entre la extinción indemnizada de 

los contratados fijos y temporales sigue estando latente en nuestro 

ordenamiento, siendo una realidad censurable y removible. 

 

 

9. Conclusiones 

 

 La independencia judicial puede llegar a cuestionarse si se observa en el 

comportamiento judicial una tendencia favorecedora de unos intereses 

frente a otros. 

 Se resiente la función judicial si con su actuar sustituye el protagonismo de 

otros poderes del Estado. 

 El coste de oportunidad de los criterios jurídicos es de la Sociedad en su 

conjunto, y particularmente de los afectados directamente por ellos. 

 La concurrencia de subsistemas (económico y jurídico) en áreas 

compartidas no altera la funcionalidad de cada uno de ellos. 

 La protección de los intereses jurídicos se realiza atendiendo la aplicación 

del derecho. 

 

No sé si a las cuestiones que hemos suscitado J.Stuar Mill nos oferta una 

respuesta cuando dice:  

 

 

“…mejor ser un Sócrates insatisfecho que un necio satisfecho…” 
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La relativa parálisis de actividad legislativa en materia laboral hace que sea la 

jurisprudencia la que está brindando las novedades más relevantes y las 

repercusiones prácticas más trascendentales.  

 

De hecho, del TJUE han llegado en el último año las dos grandes noticias que han 

convulsionado los ámbitos jurídicos españoles: de un lado, las SSTJUE en materia del 

mercado de crédito hipotecario y, de otro, la célebre Sentencia “De Diego Porras”, a 

la que nos vamos a referir en detalle más adelante. 

 

Pero no son las únicas resoluciones del TJUE con relevancia, pudiendo también 

recordarse, para los tres últimos años también las Sentencias de 22 de mayo de 2014, 

C-539/12, asunto Lock y de 12 de junio de 2014, C- 118/13 asunto Bollacke, la de 26 

de noviembre de 2015, asunto C-509/14 (caso ADIF o Aira Pascual) o la de 1 

diciembre 2016 - C-395/15 -, Asunto Daouidi, entre otras muchas. 

 

Algunas de estas Sentencias proceden de cuestiones prejudiciales planteadas por 

diversos órganos judiciales españoles “críticos” o disconformes en las materias de 

referencia con la situación creada por la jurisprudencia interna de interpretación de 

las normas objeto de la cuestión.  

 

Todas las Sentencias citadas tienen impacto en nuestra jurisdicción. Además, la STJUE 

De Diego Porras va a tener unos efectos extraordinarios en relación a las 

consecuencias económicas generales y también en cuanto al enorme número de 

personas afectadas. 

V
o

lv
e
r 

a
l 
in

ic
io

 



 

 

 

Este panorama, meramente aproximativo, pone de relieve el gran espacio que se ha 

abierto para nuevas posibilidades de control e interpretación de nuestra normativa y 

la percepción de la de la UE y de su jurisprudencia como último clavo al que 

agarrarse para una nueva eficacia de nuestro Derecho. 

 

Sentencias del TJUE con incidencia directa – ya veremos en qué términos – en el 

trabajo judicial, habiendo sido ya objeto de algunos pronunciamientos relevantes del 

TS y encontrándonos a la espera de otras resoluciones. 

 

Por ello, recogiendo la incidencia de esta jurisprudencia europea y de su repercusión 

en el derecho laboral español, haremos las reflexiones que siguen. 

 

Partiendo, claro está de las consideraciones relativas a la relación entre el Derecho de 

la Unión Europea y el Derecho interno de los Estados miembros – entre ellos, España 

– y teniendo en cuenta las reglas que rigen esta relación y, más concretamente, los 

principios de primacía, aplicabilidad directa, efecto directo e interpretación conforme.  

 

Los casos más relevantes que comentaré, de recepción de la jurisprudencia del TJUE 

en nuestra jurisdicción social, lo serán tanto en nuestra Sala de lo Social como en el 

Tribunal Supremo 

 

El interés de estas resoluciones radica, no solamente en la solución que a cada litigio 

se haya dado una vez aplicada – o no – la doctrina del TJUE, sino, especialmente, en 

los razonamientos seguidos para tal aplicación o rechazo. 

 

 

 

1.- SUCESIÓN DE EMPRESA: REVERSIÓN DE CONTRATAS EN EL SECTOR 
PÚBLICO, a la luz del artículo 44 ET y de la Directiva 2001/23/CE: a propósito 
de la Sentencia TJUE de 26 de noviembre de 2015, asunto C-509/14 (caso ADIF 
o Aira Pascual).  

 

La gran trascendencia de esta Resolución viene dada por el hecho de ser la abordada 

por el TJUE una cuestión en la que entre el TS y la jurisprudencia comunitaria ha 

habido desajustes importantes. 

 

Lo planteado es, acerca del objeto del concreto litigio, la interpretación a dar al 

artículo 44 ET a la luz de la Directiva 2001/23/CE, de 12 de marzo. 

 

La Sala de lo  Social del TSJ del País Vasco acuerda, mediante Auto de 9 de 

septiembre de 2014 – Rec. 1285/2014 – plantear cuestión prejudicial ante el TJUE 

acerca de la adecuación a la directiva de una interpretación de la legislación española 

que “excluya del deber de subrogación por el hecho de que una empresa del sector 

público, titular de un servicio inherente a su propia actividad y que precisa relevantes 



 

 

 

medios materiales, que ha venido realizando mediante contrata, imponiendo al 

contratista el uso de esos medios de su propiedad, decide no prorrogar la contrata y 

asumir directamente su realización, valiéndose de personal propio, excluyendo al que 

la contratista empleaba, de tal modo que el servicio se sigue llevando a cabo sin más 

cambio que el que proviene de la sustitución de los trabajadores que desarrollan la 

actividad”.  

 

El TJUE dictó su Sentencia de 26 de noviembre de 2015, asunto C-509/2014, según la 

cual “el artículo 1, apartado 1, de la Directiva 2001/23/CE del Consejo, (…) debe 

interpretarse en el sentido de que está comprendida en el ámbito de aplicación de 

esa Directiva una situación en la que una empresa pública, titular de una actividad 

económica de manipulación de unidades de transporte intermodal, confía mediante 

un contrato de gestión de servicios públicos la explotación de esa actividad a otra 

empresa, poniendo a disposición de ésta las infraestructuras y el equipamiento 

necesarios de los que es propietaria, y posteriormente decide poner fin a dicho 

contrato sin asumir al personal de esta última empresa porque en lo sucesivo va a 

explotar esa actividad ella misma con su propio personal”. 

 

En consecuencia, la Sala de lo Social del TSJ del País Vasco dictó la   

 

A.- Sentencia de 22 de diciembre de 2015 – Rec. 1285/14 -. Ponente: Sr. Díaz de 
Rábago. 

 

En esta Sentencia se desestima el recurso de ADIF y se confirma la Sentencia del 

Juzgado de lo Social nº 10 de Bilbao que estimó una demanda por despido, 

declarándolo improcedente y condenando a ADIF, por entender que la negativa de 

ADIF a subrogarse en un trabajador de ALGEPOSA – empresa contratista del servicio 

de manipulación de cargas – al asumir el servicio directamente y cubrirlo con 

personal propio, despidiendo a tres trabajadores – sólo ha demandado uno de ellos – 

es un despido. 

 

Al analizar el recurso de ADIF, la Sala razonó como sigue: 

 

.- recuerda el artículo 44 ET y la interpretación dada por el TJUE a la luz de la Directiva 

2001/23/CE, de 12 de marzo y, en particular la STJUE de 26 de noviembre de 2015 – 

Asunto C-509/14, dictada en respuesta a la cuestión prejudicial planteada por esta 

Sala;  

 

.- en el caso, no estamos ante un supuesto de transmisión de empresa en su vertiente 

de sucesión de plantillas por una doble razón: de un lado, que en el desarrollo del 

servicio se revela esencial la aportación de medios patrimoniales significativos como 

son las grúas con las que se manipulan las cargas y, de otro lado, que ADIF no ha 

asumido a los trabajadores de ALGEPOSA que realizaban el servicio ni existe un título 



 

 

 

jurídico que le impusiera esa obligación, más allá del que pueda devenir por el art. 44 

ET; 

 .- se da el supuesto de transmisión de empresa en su vertiente en su vertiente de 

sucesión patrimonial, pues para ello es decisivo que el medio patrimonial relevante 

para llevarlo a cabo son las grúas, que ADIF había puesto a disposición de ALGEPOSA 

y que las mantiene tras asumir directamente el servicio, sin que a ello obste que en 

este caso no haya un nuevo concesionario; que el servicio de manipulación de cargas 

subsiste en su identidad y que se realiza con los mismos medios patrimoniales 

relevantes  

 

.- que, en consecuencia, ADIF fue quien despidió al trabajador al no subrogarse en la 

posición de empresario. 

 

 

B.- La respuesta del TS a esta STJUE del caso ADIF.  

 

Hay que preguntarse si el TS ha recibido y aplicado adecuadamente la doctrina de la 

STJUE de referencia, dictada en el Caso ADIF. 

 

Y la respuesta no puede ser exactamente afirmativa. 

 

Así, podemos citar dos Sentencias: 

 

.- de un lado, la STS de 12 de julio de 2016 – Rcud. 349/2015 – en la que se refirió a 

dicha STJUE, pero concluyendo que no era de aplicación al supuesto enjuiciado por 

no haber habido asunción de los medios patrimoniales por parte del titular público 

del servicio. El caso era el de una reversión del servicio de comedor de un centro 

educativo en el que su titular no utiliza ya los medios patrimoniales muy relevantes 

que utilizaba la contratista saliente, ya que las comidas se hacían en las instalaciones 

de ésta, ni tampoco utiliza los medios personales, pues no los ha asumido, por lo que 

puede entenderse bien inaplicada la STJUE de referencia; 

 

.- de otro lado, en sentido distinto, la STS de 9 de diciembre de 2016 – Rcud. 

1674/2015 – en el que se trataba de una reversión del servicio también de comedor 

de un centro público de enseñanza secundaria que éste pasa a asumir directamente y 

que hasta entonces había sido prestado por una empresa contratista, sin hacerse 

cargo el centro público del personal empleado por aquélla y recuperando, por el 

contrario, todos los elementos materiales que previamente había puesto a 

disposición de la contratista, como instalaciones de cocina, mobiliario y menaje. El TS 

afirma conocer la doctrina del caso ADIF, pero entiende que no es aplicable porque 

no ha habido transmisión de elementos materiales relevantes ni tratarse de supuesto 

de sucesión de plantillas, al no haberse asumido al personal.  

 



 

 

 

Habrá que prestar atención a lo que va ocurriendo en los siguientes 

pronunciamientos del TS en litigios similares. 

 

 

 

2.- RETRIBUCIÓN DE LAS VACACIONES: STJUE de 22 de mayo de 2014, C-
539/12, asunto Lock y de 12 de junio de 2014, C- 118/13 asunto Bollacke. 

 

Sentencias que versan sobre la retribución ordinaria y la correspondiente comparable 

en los períodos de vacaciones. 

 

A.- EL CASO TELEFÓNICA MÓVILES: STS de 8 de junio de 2016, RC 207/2015. 
(Pleno, con dos VP concurrentes). Ponente: Sr. De Castro.  

 

El litigio: Se presentó ante la Sala de lo Social de la AN demanda de conflicto 

colectivo en la que se solicitaba se reconociera a los trabajadores de Telefónica 

Móviles España a que su retribución por vacaciones incluyera la remuneración normal 

o media anual y complementos retributivos del VI Convenio Colectivo.  

 

La SAN estimó la demanda argumentando con base en la doctrina de la STJUE 

22/05/2014 [  C-139/12 ; asunto «Lock»], afirmando que el  art. 7.1 de la Directiva 

2033/88/CE , «interpretado por el TJUE en los términos ya expuestos, ha de 

prevalecer necesariamente en virtud del principio de primacía del derecho 

comunitario frente a las legislaciones o prácticas nacionales que lo contradigan», de 

forma que «si un convenio colectivo se opone a lo dispuesto en el  art. 7.1 Directiva 

2003/88/CE , en los términos establecidos por la jurisprudencia comunitaria ya 

expuestos anteriormente, debe prevalecer lo dispuesto en el artículo mencionado, 

según la interpretación de la STJUE 22-05-2014,  C-539/12 , sobre el convenio 

colectivo, que ha de subsumirse necesariamente entre las disposiciones y prácticas 

nacionales». 

 

La empresa recurre en casación ordinaria ante el TS. 

 

La Sala IV (constituida en Pleno) sistematiza la normativa de aplicación (Convenio 132 

OIT, Normativa comunitaria y derecho interno), la jurisprudencia de la Sala sobre las 

vacaciones y la comunitaria sobre la cuestión STJUE 22-07-2014 (asunto Lock) y 12-

06-2014 (asunto Bollacke), y tras analizar el juego de la normativa comunitaria y el 

principio de eficacia directa y de primacía del Derecho comunitario revoca 

parcialmente la sentencia de instancia (para no incluir en la retribución el bonus del 

art. 35 del Convenio Colectivo) y concluye que ello se extiende a los Reglamentos y 

de forma limitada a las Directivas, debiendo interpretarse la normativa interna 

conforme al Derecho comunitario, para añadir que tiene que rectificarse la 

jurisprudencia que determinó que el convenio colectivo podía limitar los elementos 

salariales de la jornada ordinaria que hayan de retribuirse en vacaciones apartándose 



 

 

 

la normal o media, para concluir que debe atenderse a la retribución normal o media 

calculada en la forma que acuerde la negociación colectiva, debiendo examinarse 

caso por caso.  

 

La discrepancia fundamental del TS con la AN radica en la que el TS considera 

errónea aplicación del principio de primacía del Derecho de la Unión Europea. 

 

La argumentación del TS. 

 

a.- La normativa definitivamente aplicable.    

 

El régimen retributivo de las vacaciones ha de tener en cuenta: la remisión que al 

convenio colectivo y al contrato hace el  art. 38.1 ET; conforme al  art. 96.1 CE,  los 

Tratados internacionales válidamente celebrados pasan a formar parte del 

ordenamiento jurídico español tras su publicación oficial, por lo que el Convenio 132 

OIT ha pasado a ser Derecho interno, por haberse ratificado por España y publicado 

en el BOE; las Directivas, que únicamente entran en acción si los diversos Estados 

miembros no efectúan en plazo la debida transposición o lo hicieren de manera 

incorrecta, de forma que su posible eficacia – lo que se verá más adelante - cesa 

cuando el Estado miembro procede a ejecutar correctamente la respectiva Directiva y 

ni tan siquiera se produce si la ejecución de la Directiva resulta innecesaria porque la 

legislación interna ya lo contempla. 

  

b.- La jurisprudencia existente sobre la cuestión litigiosa. 

 

Recuerda la doctrina del TS sobre la retribución correspondiente al periodo de 

vacaciones, mayoritariamente argumentada en interpretación del art. 7.1 del 

Convenio 132 OIT, que ha sido prolija. De acuerdo con estos cánones interpretativos 

... el convenio colectivo puede apartarse de tal regla de remuneración normal o 

media del período de vacaciones, siempre y cuando se respeten en cómputo anual 

los mínimos indisponibles de derecho necesario" (STS 20/01/92 -rec. 792/91  -, y 

reproducida -en mayor o menor medida- por las  SSTS 25/04/06 -rcud 16/05  -; ...  

26/07/10 -rco 199/09  -; y  06/03/12 -rco 80/11  -). 

 

c.- El planteamiento de la discrepancia del TS con la argumentación de la AN. 

 

Razona que no podría llegarse a la misma e íntegra conclusión por la vía aplicativa 

del principio de primacía del Derecho UE, aunque coincidamos en el favorable 

cómputo - en la retribución de vacaciones- de dos de los conceptos en discusión - 

Carrera Comercial  plus de disponibilidad -.  

 

Explica que han de tratarse por separado las varias cuestiones diferenciables: a) la 

doctrina sentada por el TJUE el asunto «Lock»; b) la primacía del Derecho UE; c) el 



 

 

 

alcance aplicativo de las Directivas; y d) las soluciones al problema que suscita la falta 

de «eficacia directa» del instrumento jurídico de que tratamos [Directiva 2003/88]. 

 

Conviene resaltar que esta Sentencia contiene toda una lección de Derecho 

Comunitario y parte de algunas conclusiones que ya se contenían en la STS de 23 de 

marzo de 2015 – Rcud. 2057/14 -.  

 

d.- Sobre la doctrina “Lock” del TJUE. 

 

Recuerda que la STJU de 22 de julio de 2014 realiza importantes afirmaciones que 

han de tenerse en cuenta:  

 

.- el derecho a disfrutar de vacaciones anuales retribuidas - art. 31 de la Carta de los 

Derechos Fundamentales de la Unión Europea – es un principio del Derecho social de 

la Unión de especial importancia, sin excepciones y cuya aplicación por parte de las 

autoridades nacionales competentes únicamente puede efectuarse respetando los 

límites establecidos expresamente por la propia Directiva 93/104, codificada por la 

Directiva 2003/88; 

 

.- que la expresión "vacaciones anuales retribuidas" del art. 7.1 de la Directiva 

2003/88 significa que debe mantenerse la retribución ordinaria por dicho período de 

descanso; 

 

.- que la obligación de retribuir las vacaciones tiene como objetivo colocar al 

trabajador en una situación que, desde el punto de vista del salario, sea comparable a 

los períodos de trabajo; 

 

.- que la disminución de la retribución en las vacaciones anuales puede disuadir de su 

disfrute, lo que es contrario al objetivo perseguido por la Directiva 2003/88; 

 

.- que, en principio, la retribución de las vacaciones debe calcularse de manera que 

corresponda a la retribución normal del trabajador (con cita de la Sentencia Williams); 

pero que, cuando la retribución percibida por el trabajador está compuesta por varios 

elementos, la determinación de esta retribución ordinaria, y, por tanto, del importe al 

que dicho trabajador tiene derecho durante sus vacaciones anuales, necesita un  

análisis específico. 

 

e.- La reafirmación de esta doctrina en el asunto «Bollacke».- 

 

Recuerda el TS que los criterios que se acaban de exponer han sido reiterados en 

gran parte por la STJUE 12 de junio de 2014,  C-118/13, asunto Bollacke. 

 

f.- Sobre la primacía del Derecho de la UE. 

 



 

 

 

Lanza el TS una admonición al referirse a una práctica que entiende incorrecta, que 

consiste en la confusión entre la prevalencia general de las normas de la UE – 

principio correcto - y la errónea atribución de eficacia directa – horizontal - a 

disposiciones que carecen de ella. El TS se hace eco, además, de que la propia Sala ha 

hecho ocasional aplicación de aquel principio en circunstancias que bien pudieran 

comportar la exclusión de la referida eficacia. 

 

A este apartado dedicamos especial atención: 

 

 

La primacía del Derecho de la Unión Europea. 

 

a.- Primera aproximación. 

 

El TS recuerda su precedente de la STS de 23 de marzo de 2015 – Rcud 2057/14 -, en 

la que se puso de manifiesto que “el principio -la primacía del Derecho de la Unión 

Europea- «forma parte del acervo comunitario incorporado a nuestro ordenamiento 

... y su efecto vinculante se remonta a la doctrina iniciada por el entonces Tribunal de 

Justicia de las Comunidades Europeas con la  Sentencia de 15 de julio de 1964, 

asunto Costa contra Enel ..., habiéndose aceptado la primacía del Derecho de la 

Unión Europea ...por la propia  Constitución Española en virtud de su art. 93  » (  STC 

145/2012, de 2/Julio , FJ 5).”. 

 

A ello añade que dicha primacía tiene tres manifestaciones: 

  

.- la prevalencia del Derecho originario sobre el Derecho interno en términos 

absolutos y globales, de manera que en caso de contradicción entre las normas 

nacionales infraconstitucionales y el Derecho de la Unión, el Juez nacional tiene la 

obligación de inaplicar la ley interna por su propia autoridad, sin esperar a su previa 

depuración por el propio legislador o la jurisdicción constitucional;  

 

.- como se razonó en la precitada STS de 23 de marzo de 2015, “no ofrece dudas la 

prevalencia o primacía de la jurisprudencia comunitaria sobre la doctrina o 

jurisprudencia de los tribunales de los países miembros en la interpretación o 

aplicación de los preceptos y disposiciones del Derecho comunitario, porque de 

conformidad con el  art. 234 del Tratado de la CE  -anterior art. 177-, la doctrina 

establecida por el TJUE, al resolver cuestiones prejudiciales, es vinculante para el 

Tribunal Supremo y ha de acatarla”; 

 

.- la primacía se manifiesta igualmente en la obligada interpretación de la normativa 

interna a la luz de la legislación y jurisprudencia comunitarias, que es la llamada 

“interpretación conforme”.  

  

b.- Normativa que goza del principio de eficacia directa “horizontal”.   



 

 

 

 

Es en este extremo en el que el TS rectifica la Sentencia de instancia, esto es, en lo 

que ésta aceptó el efecto directo de la Directiva. 

Se recuerda que, frente a la superioridad general de todo el Derecho Comunitario 

ante los Derechos nacionales, también existe una concreta manifestación de la 

primacía en su aplicación a la relación entre particulares – la llamada eficacia directa 

“horizontal” -, que no puede predicarse de todo el Derecho de la UE, sino tan sólo del 

“Derecho originario europeo”, eficacia horizontal que alcanza igualmente al Derecho 

derivado con directa eficacia, en concreto los Reglamentos, puesto que los mismos 

gozande “alcance general” y serán “obligatorios” en todos sus elementos y 

directamente aplicable en cada Estado miembro desde su publicación en el DOUE. 

  

Por el contrario, recuerda el TS que el privilegio de eficacia “horizontal” no beneficia - 

con carácter general y en términos absolutos - al Derecho derivado carente de 

eficacia directa, y singularmente a las Directivas, que “obligarán al Estado miembro 

destinatario en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejando, sin embargo, a 

las autoridades nacionales la elección de la forma y de los medios”. 

 

Y esto es lo que se trata de dilucidar en el caso presente. 

 

c.- Los precedentes de la sala respecto de la eficacia normativa de las 
Directivas. 

 

Recuerda el TS que la limitada eficacia de las Directivas de la UE ya se ha abordado 

por abundante jurisprudencia. 

 

d.- Confirmación de la eficacia vertical / ineficacia horizontal.   

 

El TS mantiene la misma doctrina y la explica detenidamente por ser contraria a la 

sostenida en la SAN recurrida. La resume del siguiente modo: 

 

.- limitación de la “eficacia directa” del Derecho de la UE a los Reglamentos; 

 

.- a partir de la STJCE de 4 de diciembre de 1974, asunto  C- 41/74 “Van Duyn”, esta 

posibilidad de eficacia “directa” se va a extender también, aunque en forma muy 

limitada, a una parte del Derecho derivado, respondiendo al criterio de que las 

Directivas pueden ser directamente aplicadas en los Estados miembros en los 

supuestos de falta de ejecución o ejecución incorrecta – eficacia “reaccional” -, con 

varias precisiones: el contenido de la Directiva ha de ser incondicional y 

suficientemente claro y preciso - posteriormente el TJUE ha eliminado la exigencia de 

claridad y requiere tan sólo que las Directivas sean “incondicionales y suficientemente 

precisas”, STJCE de 19 de enero de 1982, asunto “U. Becker”, de forma que impongan 

“una obligación en términos inequívocos” - STJCE de 23 de febrero de 1994, asunto 

“Difesa della Cava”; la operatividad de esta eficacia reaccional se limita al marco de 



 

 

 

las relaciones verticales - poderes públicos/particulares - y en sentido unilateral - sólo 

los particulares pueden invocar la Directiva frente a los poderes públicos -; 

finalmente, dado el trasfondo sancionador de la eficacia directa de las Directivas, se 

excluye de las relaciones privadas y no puede ser invocado en el plano “horizontal”, 

pues la Directiva por sí misma no crea obligaciones a cargo de un particular.  

 

e.- Los sujetos pasivos de la eficacia vertical.   

 

Según las SSTJUE de 24 de enero de 2012, asunto “Domínguez” y de 12 de diciembre 

de 2013, asunto “Portgás”: 

 

.- sentido amplio del sujeto frente al que invocar las disposiciones comunitarias, al 

afirmar que pueden deducirse frente a un Estado, ya sea actuando como autoridad 

pública o, incluso, como empleador; 

  

.- las Directivas son invocables con efecto directo asimismo frente organismos, 

cualquiera que sea su forma jurídica, a los que un acto de la autoridad pública ha 

encomendado la prestación de un servicio de interés público bajo el control de esta 

última; 

 

.-  aunque un particular esté comprendido en el ámbito de aplicación subjetivo de 

una Directiva, las disposiciones de ésta no pueden invocarse como tales en su contra 

ante los tribunales nacionales. 

 

f.- Supuestos de “eficacia directa” y “horizontal”.   

 

El TJUE ha admitido la aplicación directa del derecho regulado por una Directiva, con 

posible invocación por y frente a particulares.  

 

Pero ello no consagra la “eficacia horizontal” e la Directiva, sino la “eficacia directa” 

del derecho que la misma regula y en tanto que el mismo está dotado de cualidad de 

derecho fundamental de la UE; que esto sólo ha operado en cuatro ocasiones – 

SSTJUE de 22 de noviembre de 2005, asunto “Mangold”, de 19 de enero de 2010, 

asunto “Kücükdeveci”, de 13 de Septiembre de 2011, asunto “Prigge” y de 19 de abril 

de 2016, asunto “Dansk Industri” -, todas ellas referidas al principio general de no 

discriminación por razón de edad, objeto de la  Directiva 2000/98/CE y consagrado 

por el art. 21.1  de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. 

 

Se pregunta el TS si, estando el derecho a las vacaciones retribuidas igualmente 

consagrado en el  art. 31 de la Carta, su regulación en la Directiva 2003/88 y su 

interpretación por el TJUE gozan de eficacia directa y horizontal. Pregunta a la que el 

propio TS responde negativamente. Concluye que, para que el derecho contenido en 

una Directiva ostente eficacia directa entre particulares, no sólo es preciso la inclusión 

de tal derecho en la CDFUE, sino que no se vea necesitado de una expresa regulación 



 

 

 

legal y sea “suficiente por sí mismo para conferir un derecho subjetivo”, lo que no 

cabe predicar de la expresión “vacaciones anuales retribuidas” del art. 31.2 CDFUE, al 

no tener la debida concreción, al menos en lo que al importe de la retribución se 

refiere, para generar su eficacia directa como derecho fundamental, al menos en ese 

aspecto retributivo. 

 

g.- Corrección – limitada - de la falta de “eficacia directa” y “horizontal”. 

 

Razona el TS que los daños que la falta de aplicabilidad directa de la Directiva tendría 

sobre los particulares, se suaviza con dos matices: 

 

.- la eficacia interpretativa de las Directivas, en la aplicación del Derecho nacional, 

conforme al principio de “interpretación conforme”; 

 

.- la responsabilidad del Estado incumplidor por los daños y perjuicios que pueda 

causar su incumplimiento de la Directiva. El TS advierte que este aspecto no lo va a 

abordar, al ser ajeno al caso enjuiciado. 

 

h.- Significado de la “interpretación conforme”.   

  

El TS recuerda que es el primer instrumento corrector frente a las indeseadas 

consecuencias de la inaplicabilidad “directa” e “inter privatos” de las Directivas. 

 

i.- Los límites del principio de la “interpretación conforme”. 

 

Recuerda que el TJUE rechaza se pueda forzar de modo indebido la normativa interna 

ni considerar que una Directiva pueda crear por sí misma, sin norma interna de 

adaptación, obligaciones para los particulares – STJUE de 5 de julio de 2007, asunto 

“Kofoed” – y que ello no puede servir para una interpretación contra legem del 

Derecho nacional – SSTJUE de 15 de abril de 2008, asunto “Impact” y de 24 de enero 

de 2012, asunto “Domínguez” -. 

 
j.- La solución al caso. 

 

Acude el TS al art. 7.1 del Convenio nº 132 OIT, de aplicación directa. que establece la 

necesidad de garantizar la retribución normal o media también durante las 

vacaciones anuales. 

 

Concluye que, si bien el TS había venido manteniendo que el Convenio Colectivo 

puede válidamente limitar los elementos salariales de la jornada ordinaria que hayan 

de retribuirse en vacaciones, apartándose así de la “remuneración normal o media”, 

siempre que en cómputo anual se respetasen los mínimos indisponibles de Derecho 

necesario, este criterio ha de ser rectificado - y se rectifica por esta sentencia -, 

atendiendo a que tanto la doctrina del TJUE -. 



 

 

 

 

Entiende que debe excluirse de la retribución vacacional el “bonus”, al ser concepto 

de devengo anual y ya retribuye de por sí las vacaciones y por ser extraordinario. Por 

el contrario, entiende que han de incluirse los otros dos conceptos reclamados – el 

de “Carrera Comercial” por ser concepto fijo y de devengo mensual, y el plus de 

“disponibilidad”, que se abona mensualmente y con carácter fijo. 

 

 

B.- SECTOR CONTACT CENTER: STS de 8 de junio de 2016 – RC 112/2015 – 
(Pleno). Ponente: Sr. Gilolmo. 

 

En litigio de conflicto colectivo, la SAN declaró el derecho de los trabajadores del 

sector de Contact Center a los que resulta de aplicación el CC de ámbito estatal, a 

incluir dentro de su retribución de vacaciones todos los complementos que han 

venido recibiendo habitualmente en el desempeño de su puesto de trabajo, 

especialmente comisiones por ventas e incentivos a la producción. 

 

La empresa recurre en casación ante el TS, que lo desestima. En el concreto extremo 

de la cuantía de la retribución a percibir en el período de vacaciones, razona el TS 

rectificando jurisprudencia anterior, siguiendo la reciente doctrina del TJUE – Casos 

LOCK y BOLLACHE -, por lo que concluye que la retribución normal o media que ha 

de ser abonada a los trabajadores durante su período de descanso anual y que debe 

fijar la negociación colectiva en cada caso, según los artículos 7.1 del C. 132 OIT y 7 

de la Directiva 2003/88, ha de atender no obstante a la finalidad de descanso efectivo 

que tienen las vacaciones retribuidas y no pueden disuadir su disfrute. Por eso, 

entiende ahora que la negociación colectiva no podría limitar válidamente los 

conceptos salariales ordinarios a incluir en la retribución de vacaciones, a diferencia 

de su doctrina anterior. En el caso de las empresas de Contact Center un concepto 

como el de comisiones y/o incentivos recibido con cierta habitualidad debe ser 

incluido en la retribución normal o media a percibir en vacaciones. 

 

 

C.- CONVENIO COLECTIVO DE LA ONCE. STS de 25 de enero de 2017 – RC 
96/2016 -. Ponente: Sra. Calvo.  

 

XV Convenio Colectivo de la ONCE. Impugnación de la modificación de los artículos 

que regulan el pago de comisiones en vacaciones para su adaptación al artículo 7 de 

la Directiva 2033/88 CE. 

 

La SAN dicta Sentencia desestimando la demanda de conflicto colectivo de CCOO – 

se adhirieron los Sindicatos CIG, UGT, ELA y LAB - en la que solicitaba la declaración 

de nulidad del Acuerdo de Modificación del XV Convenio Colectivo de la ONCE y, 

subsidiariamente, la nulidad de los artículos 46 ter y 46 quarter del mismo, 

declarando el derecho de los trabajadores a percibir en vacaciones el promedio de las 



 

 

 

comisiones recibidas en los últimos once meses. La SAN rechazó plantear cuestión 

prejudicial ante el TJUE. 

 

El TS desestima el recurso de casación entendiendo, en esencia, que el Acuerdo de 

Modificación del Convenio cuestionado no vulnera la doctrina comunitaria sobre la 

retribución de los períodos de vacaciones respecto al percibo de comisiones, pues no 

se desprende el efecto perjudicial alegado, ya que ha habido un pago a cuenta del 

90% y solamente finalizado el año la liquidación definitiva mostrara la cuantía total. 

Invoca la doctrina de las SSTS de 8 de junio de 2016. 

 

 

 

3.- DESPIDO COLECTIVO. ÁMBITO – EMPRESA O CENTRO DE TRABAJO –: 
SSTJUE de 30 de abril de 2015, C-80/14, asunto Wilson y de 13 de mayo de 
2015, C-392/13, asunto Rabal Cañas.  
 
EL CASO ZARDOYA OTIS: La Sentencia del TSJ del País Vasco, de 21 de mayo 
de 2015 y la  STS de 17 de octubre de 2016, RC 36/2016. 
 
A.- Sentencia de 21 de mayo de 2015 - Demanda 5/15 -. Ponente: Sra. Biurrun. 
Voto particular: Sr. Eguaras. 

 

La Sala analiza actuando en instancia una demanda de despido colectivo frente a 

ZARDOYA OTIS y otras empresas. 

Hechos: la empresa tiene centros de trabajo en Mungia – Bizkaia -, Madrid y otros 

lugares del Estado; en Mungia la plantilla era de 77 personas; en el conjunto de la 

empresa la plantilla es de alrededor de 3.100 personas; además de otras vicisitudes, 

en el centro de trabajo de Mungia se han extinguido por causas objetivas 12 

contratos; en el conjunto de la empresa se han producido, entre el 26-11-14 y el 24-

2-15, un total de 33 extinciones de contratos, incluidos los 12 de Mungia, de las 

cuales 6 extinciones han sido por “cumplimiento de contrato”, esto es, por 

vencimiento del término pactado. 

 

La Sala aplica directamente la STJUE de 13-5-15: hay 12 despidos en centro de 

trabajo de 77 personas, por lo que se alcanzan los umbrales numéricos del art. 51.1 

ET. 

 

B.- STS de 17 de octubre de 2016, RC 36/2016 – Ponente: Sr. Moralo -. (PLENO). 

 

Sentencia de gran interés doctrinal, por el análisis que se hace de las siguientes 

cuestiones: la adecuación del art. 51.1 ET a la Directiva 98/95, conforme a la doctrina 

del TJUE; el concepto de centro de trabajo según dicha doctrina; el estudio de la 

primacía vinculante del Derecho de la Unión y sus límites en un litigio entre 

particulares y, finalmente, la aplicación sobre la norma interna del principio de 

interpretación conforme al Derecho de la Unión. Y todo ello, teniendo en cuenta que 



 

 

 

existe un pronunciamiento previo sobre esta cuestión litigiosa, en la STS de 18 de 

marzo de 2009 – Rcud. 1878/2008 -. 

 

El TS centra su análisis en los siguientes aspectos: 

.- responder a la cuestión de si las SSTJUE obligan a considerar que la regulación del 

art. 51.1 ET es contraria a la Directiva 98/59 en situaciones similares a las del supuesto 

enjuiciado; 

 

.- en caso afirmativo, establecer las circunstancias y características que, conforme a 

las previsiones del art. 1.1. de la Directiva, ha de reunir el centro de trabajo a efectos 

del despido colectivo, para determinar si concurren en el caso analizado; 

 

.- la primacía vinculante del Derecho de la Unión y sus límites en un litigio entre 

particulares; 

 

.- finalmente, decidir si cabe la posibilidad de aplicar nuestra legislación interna 

conforme a la regulación de la Directiva, para concluir que en estas especiales 

circunstancias debe ser el centro de trabajo la unidad de referencia en el cómputo de 

los umbrales que distinguen el despido colectivo del objetivo, completando en tal 

sentido el pronunciamiento de la STS de 18 de marzo de 2009, o bien, por el 

contrario, que no hay margen para dicha interpretación y que ha de estarse a la 

regulación literal del art. 51.1 ET, en tanto el legislador no proceda a su modificación; 

 

.- la interpretación del artículo 51.1 ET conforme a la Directiva 98/59. 

 

Analicemos la argumentación del TS sobre estos aspectos: 

 

a.- Las razones por las que el art. 51.1 ET es contrario a la Directiva 98/59, 
conforme a la doctrina del TJUE. 

 

El TS destaca que nadie niega este extremo en sede de casación, pues el recurso lo 

acepta de manera pacífica.  

 

Recuerda que el legislador español ha mezclado parámetros cuantitativos y 

temporales de las dos opciones que la Directiva brinda y que, además, ignora alguno 

de sus criterios – el del centro de trabajo – e introduce otros que la norma de la UE 

no contempla – el marco de la totalidad de la empresa -. 

 

Añade que ello no tiene por qué ser en sí mismo y en todos los casos, contrario a la 

Directiva, pues su art. 5 dispone que los Estados miembros tienen la facultad de 

aplicar o introducir disposiciones normativas o convencionales más favorables para 

los trabajadores. 

 



 

 

 

Se recuerda que la STS de 18 de marzo de 2009 argumentó que la norma nacional es 

más favorable a los trabajadores en aquellos casos en los que permite calificar como 

despido colectivo la extinción de contratos individuales en diferentes centros de 

trabajo, que aisladamente considerados no superarían los límites cuantitativos del 

artículo 1.1 de la Directiva, pero que en consideración al marco global de la empresa 

exceden su escala. 

 

Ahora bien, el TS se hace eco igualmente de la posibilidad de que se presenten 

supuestos en los que se produzca el resultado contrario, esto es, que la regulación de 

la Directiva ofrezca mayores garantías que la norma interna, como ocurre en el caso 

enjuiciado, en el que las extinciones afectantes a un centro de trabajo superen los 

límites cuantitativos del art. 1.1 de la Directiva que reproduce el art. 51.1 ET, pero no 

lo excedan en el marco global de la empresa. 

 

El TS remarca que la norma nacional no destaca por su precisión a la hora de 

transponer la Directiva. 

 

b.- El concepto de centro de trabajo a efectos del despido colectivo, conforme 
al art. 1.1 de la Directiva 98/59. 

 

Se analiza por el TS cuáles son las características que debería reunir la unidad 

productiva de la empresa a la que afectan las extinciones de contratos, que lleven a 

calificarla como centro de trabajo conforme a lo dispuesto en la Directiva, para que 

resulte aplicable el régimen jurídico de los despidos colectivos. 

 

Se parte, a estos efectos, de las SSTJUE de 30 de abril de 2015 y de 13 de mayo de 

2015 y se concluye que solo puede aplicarse la normativa del despido colectivo en 

los centros de trabajo que empleen habitualmente más de 20 trabajadores, 

descartando la posibilidad de extender estas garantías a centros en los que presten 

servicios un número inferior. 

 

Se entiende que el legislador nacional no está obligado a reconocer el carácter de 

centro de trabajo a estos efectos de garantías de los despidos colectivos a los centros 

que empleen menor número de personas trabajadoras, pues lo contrario supondría 

admitir que la normativa del despido colectivo fuese de aplicación en cualquier 

centro de trabajo, por reducido que éste fuese. 

 

De ahí que, curiosamente, la STJUE en el caso Rabal Cañas concluyera que, en el caso 

planteado por la cuestión prejudicial, no se alcanzaba ningún umbral de la Directiva 

para la aplicación de las garantías de los despidos colectivos, pues el centro de 

trabajo de referencia no ocupaba más de 20 personas. 

 

c.- La primacía vinculante del Derecho de la Unión y sus límites en un litigio 
entre particulares.  



 

 

 

 

Razona el TS que, una vez establecido que, en una situación como la analizada, la 

regulación del artículo 51.1. ET resulta contraria a la Directiva 98/59, se trata ahora de 

decidir las consecuencias jurídicas que de ello se derivan para resolver el concreto 

litigio, con las singularidades que comporta el hecho de tratarse de pleito entre 

particulares. 

 

En tal sentido, resume su doctrina de cómo ha de actuarse cuando una Directiva no 

ha sido transpuesta en plazo o lo ha sido indebidamente, recordando las 

posibilidades existentes: 

 

.- la “eficacia vertical”, esto es, la aplicación directa de la Directiva en los litigios entre 

particulares y la Administración Pública del Estado; 

 

.- en supuestos de “eficacia horizontal” o entre particulares, entra en juego el 

principio de “interpretación conforme”; 

 

.- de no ser factible una interpretación conforme del ordenamiento interno con la 

Directiva, el particular perjudicado no tiene otra vía que la de acudir a reclamar una 

indemnización de daños y perjuicios al Estado infractor. 

 

d.- La aplicación de esta doctrina al caso analizado. 

 

Destaca el TS la concluyente literalidad del artículo 1.1 de la Directiva 98/59 sobre el 

centro de trabajo como unidad de referencia del despido colectivo, de modo que el 

precepto es categórico, claro, preciso e incondicional en este aspecto. 

 

Continúa razonando que el legislador español ha extendido a la totalidad de la 

empresa, en cómputo global, los umbrales numéricos que pudieran no concurrir en 

consideración individual a alguno de los centros de trabajo de aquélla, pero que, al 

no otorgar la protección a los centros de trabajo que lo requieren, esta regulación se 

opone a la Directiva, tal como concluyó el TJUE en la Sentencia de referencia. 

 

Razona también que, si se hubiera tratado de una situación en la que estuviera en 

juego la eficacia vertical de la Directiva, procedería sin duda su aplicación directa a 

favor del particular frente al Estado incumplidor que ha transpuesto incorrectamente 

aquel categórico mandato, invocando a tal fin la STC 232/2015.  

 

Pero, en el caso enjuiciado, es litigio entre particulares, por lo que la Directiva 

incorrectamente transpuesta no admite su eficacia directa. 

 

De ahí que el TS se plantee si es posible aplicar en este caso sobre la normativa 

interna el principio de interpretación conforme al Derecho de la UE, dentro del 

margen de actuación que tiene y con los límites ya conocidos y lo dispuesto en el 



 

 

 

artículo 4 bis LOPJ – introducido por la L.O. 7/2015, de 21 de julio -, según el cual, 

“Los jueces y Tribunales aplicarán el Derecho de la Unión Europea de conformidad 

con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea”, lo que revela el 

carácter vinculante de esta jurisprudencia. 

 

e.- El principio de interpretación conforme. 

 

Plasma el TS su doctrina al respecto para averiguar si es posible una interpretación 

del artículo 51.1 ET que resulte conforme al mandato de la Directiva 98/59 y que 

permita concluir que el precepto resulta igualmente aplicable a los supuestos en los 

que, de utilizarse como referencia el centro de trabajo, los despidos decididos por la 

empresa deberían calificarse como despido colectivo. 

 

Determina la doctrina al respecto, según la STJUE de 19 de abril de 2016, C-441/2014, 

asunto Dansk Industri y otras anteriores: 

 

.- los órganos jurisdiccionales han de asegurar la protección jurídica que para los 

justiciables se deriva de las disposiciones del Derecho de la Unión y garantizar su 

pleno efecto;  

 

.- la obligación de los Estados miembros de alcanzar el resultado previsto en una 

Directiva y su deber de adoptar las medidas generales o particulares apropiadas para 

cumplir tal obligación, lo que se impone a todas las autoridades, incluidas las 

judiciales; 

 

.- el órgano judicial nacional está obligado, al aplicar el Derecho interno, a tomar en 

consideración el conjunto de normas de ese Derecho para tratar de alcanzar el 

resultado perseguido por la Directiva;  

 

.- de ahí que surja un principio de especial y singular relevancia en la actuación del 

órgano judicial nacional, que impone la búsqueda de una interpretación de la 

normativa interna conforme al Derecho de la Unión, sin que ello pueda servir de base 

para una interpretación contra legem del Derecho nacional; 

 

.- la exigencia de interpretación conforme incluye la obligación de los órganos 

jurisdiccionales nacionales de modificar, si fuera necesario, su jurisprudencia reiterada 

si ésta se basa en una interpretación del Derecho nacional incompatible con los 

objetivos de una Directiva, lo que, en el caso presente, obligaría al TS a completar el 

criterio de su Sentencia de 18 de marzo de 2009 – Rcud. 1878/2008 -. 

 

f.- La interpretación del artículo 51.1 ET conforme a la Directiva 98/59. 

 



 

 

 

El TS razona que la aplicación del principio de interpretación conforme al Derecho de 

la Unión exige algo más que un mero análisis de la ley nacional que conduzca a un 

resultado puramente declarativo de su literalidad. 

 

Añade la necesidad de contrastar la legislación interna con la Directiva para ver si es 

posible encontrar una solución interpretativa que permita compatibilizar el sentido 

de la norma interna con la finalidad y resultado perseguidos por la Directiva. Y ello, 

sin exceder el órgano judicial los límites de su propia competencia para arrogarse 

funciones de otros poderes del Estado que no le corresponden, debiendo 

mantenerse en todo momento dentro de la actividad estrictamente jurisdiccional, sin 

incurrir en interpretación contra legem ni arrogarse competencias del poder 

legislativo. 

 

Aplica los criterios interpretativos del artículo 3.1 del Código Civil para reseñar que ha 

de ponerse el acento y dar la mayor relevancia al elemento teleológico, pues ha de 

estarse a la finalidad de conseguir el resultado previsto en la Directiva. Desde esta 

perspectiva, entiende el TS que la pretensión del artículo 51.1 ET ha sido la de dar 

cobertura a una situación más favorable con carácter general para los trabajadores 

que la prevista en la propia Directiva, pues no pretende excluir la protección en el 

nivel de los centros de trabajo. 

 

Recuerda que los conceptos de empresa y centro de trabajo se asimilan y vinculan y 

equiparan en muchas ocasiones, no siendo excluyentes en modo alguno, sino que, en 

muchos casos, se utilizan de modo indistinto. 

 

De ahí concluye el TS que la interpretación conforme del artículo 51.1 ET lleva a 

entender que su objeto no es otro que extender a la empresa la unidad de cómputo 

de los umbrales para el despido colectivo, pero sin excluir en modo alguno a los 

centros de trabajo que reúnan los requisitos numéricos, aunque ello se haya hecho 

con una confusa redacción.  

 

Añade que otra interpretación daría lugar a un desigual, injustificado e irrazonable 

tratamiento de los trabajadores de aquellas empresas que cuentan con un solo 

centro de trabajo respecto a las empresas que disponen de varios, permitiendo a 

éstas despedir individualmente a un número incluso superior a las otras, 

concentrando las extinciones en un solo centro de trabajo. 

 

Una última reflexión – coherente con sus planteamientos anteriores relativos a la 

diferencia de trato de personas trabajadoras en empresas o centros de trabajo de 

plantillas distintas – hace el TS. Argumenta que, aunque no se le escapa que, al 

aplicar el artículo 51.1 ET, puede producirse un tratamiento jurídico distinto entre las 

empresas que disponen de varios centros de trabajo y las que tiene uno solo que no 

emplea a más de 20 trabajadores, el resultado no es contrario a la Directiva, ya que 



 

 

 

supone una mejora a favor de los trabajadores de estas empresas con único centro, 

del mismo modo que, en sentido contrario, es más favorable a los trabajadores el 

cómputo de las extinciones en las empresas que cuentan con varios centros de 

trabajo. 

 

g.- La ratificación de la doctrina de la STS de 18 de marzo de 2009 – Rcud. 
1878/2008 -. 

 

El TS ratifica y completa el criterio de esta Sentencia, en el sentido de que deben 

calificarse como despido colectivo y respetar, en consecuencia, el régimen legal 

aplicable, tanto las situaciones en las que las extinciones de contratos computables 

superen los umbrales del artículo 51.1 ET tomando la totalidad de la empresa como 

unidad de referencia, como aquellas otras en las que se excedan esos mismos 

umbrales, pero afectando a un único centro de trabajo que emplee habitualmente a 

más de 20 trabajadores. 

 

 

h.- Comentarios críticos a esta Sentencia. 

 

No han sido pocas las críticas jurídicas que se han vertido en relación con esta 

Sentencia, mayormente en cuanto a la aplicación hecha de la Directiva 98/59 y del 

mecanismo de interpretación conforme seguido al respecto, entendiendo que no era 

aplicable en este caso.  

 

Las razones que se dan contra el razonamiento de la STS son: 

 

.- todos los elementos de interpretación llevaban a una conclusión contraria a la 

sostenida por la Sentencia: el sentido propio de las palabras, el contexto, los 

antecedentes históricos y legislativos y los criterios teleológico y sistemático 

invocados por el TS; 

 

.- sentido propio de las palabras: el art. 51.1 ET se refiere hasta tres veces a la 

“empresa” como ámbito para la comparación entre el número de extinciones y la 

plantilla de personal, lo que parece cerrar el paso al “centro de trabajo” para el 

cálculo en cuestión; 

 

.- antecedentes históricos y legislativos: desde la reforma del ET en 1994, en la que se 

establecieron los límites actuales para diferenciar entre despido colectivo y objetivo, 

se ha mantenido la misma redacción que se refiere a la “empresa” y así ha seguido 

también la doctrina jurisprudencial de manera  pacífica, hasta la Sentencia del TJUE 

de referencia; 

 

.- criterio teleológico: no es creíble que el legislador español haya tratado con la 

redacción del art. 51.1. ET de lograr la consecución del resultado previsto en la 



 

 

 

Directiva a transponer; tampoco es lógico entender que, mediante la referencia a la 

“empresa”, se esté en realidad pretendiendo asegurar un resultado más beneficioso 

que el de la Directiva; 

 

.- hay que partir de la experiencia, que revela que en muchas ocasiones, los Estados 

se resisten a transponer las Directivas o lo hacen incorrectamente, sin que quepa 

adivinar la razón del legislador español para hacerlo como lo hizo; quizá pensaba que 

daba una protección mayor a los trabajadores, dado que también en su 

consideración global la legislación española es más beneficiosa que la europea en la 

materia de los despidos colectivos; 

 

.- la STS de 18 de marzo de 2009, ya comentada, abordó, precisamente, esta cuestión, 

y es muy ilustrativa: se trataba de un caso en el que el despido afectaba a toda la 

plantilla del centro de trabajo en un total de 27 trabajadores, en tanto que el 

conjunto de la empresa era de 291; si se hacía un cómputo por centro de trabajo, el 

despido era colectivo; si se hacía el cómputo por empresa, no lo era, al no llegar al 

umbral mínimo del 10% de plantilla afectada; pues bien, en aquella ocasión, el TS 

confirmó la Sentencia recurrida que había negado la consideración de despido 

colectivo; en aquella STS se razonó que, aunque en el caso enjuiciado el cómputo por 

empresa es desfavorable para los trabajadores, con carácter general la regulación del 

artículo 51.1 ET es más favorable – no solo respecto a la unidad de referencia para el 

cálculo de los umbrales numéricos, sino también sobre los aspectos sustantivos del 

despido -; 

 

.- en el caso que la STS de 18 de marzo de 2009 enjuició, la aplicación de la STJUE 

habría llevado a estimar el recurso y a declarar la nulidad de los despidos, por no 

haber seguido la empresa los trámites del despido colectivo, habiendo debido 

hacerlo;  

 

.- ello supone que la STS comentada no “ratifica y completa” la STS de 18 de marzo 

de 2009, como afirma ahora el TS, sino que la rectifica en realidad, pues el resultado 

habría sido el contrario en la aplicación de la STJUE; 

 

.- en el caso, no se podía aplicar la STJUE al caso enjuiciado, al no concurrir efecto 

vertical, al ser una empresa privada;  

 

.- tampoco la interpretación conforme, sin perjuicio de que la solución del TS elimina 

dudas y da seguridad jurídica; 

 

.- la solución estricta habría sido la de entender que no hay efecto directo ni posible 

interpretación conforme, por lo que habría responsabilidad del Estado por 

transposición incorrecta de la Directiva 98/59.  

 

C.- SSTS de 6 de abril de 2017 – Rcud. 3566/15 –. Ponente: Sr. Sempere. 



 

 

 

 

Sigue la senda de la precitada STS de 17-10-2016 (R. 36/2016). 

 

 

D.- STS de 13 de junio de 2017 – RC. 196/16   . Ponente: Sr. Gullón.   

 

Se discute si hay o no despido colectivo en un supuesto en el que se produce la 

extinción de los 12 contratos de los trabajadores que prestan servicios en un mismo 

centro de trabajo de una empresa que cuenta con más de 20.000 trabajador@s, 

suponiendo estas extinciones el cierre del centro, sin que la empresa haya acudido a 

los mecanismos previstos para el despido colectivo.  

 

La Sala de lo Social del TSJ apreció incompetencia objetiva, por entender que no se 

había producido despido colectivo alguno. 

 

El TS confirma esta Sentencia, teniendo en cuenta para ello los umbrales numéricos 

previstos en los arts. 51.1 ET y 1.1 Directiva 98/59 CE, en relación con el artículo 124 

LRJS, por no superarse los umbrales numéricos establecidos, siendo irrelevante que 

se haya procedido al cierre del centro de trabajo, a la extinción de todos los contratos 

de trabajo de quienes allí prestaban sus servicios, pues el  art. 51.1 ET se refiere en 

estos casos a la "cesación total de la actividad empresarial", no del centro, concepto 

propio de derecho interno que mejora las previsiones de la Directiva 98/59 CE. 

 

 

 

4.- CONTRATACIÓN TEMPORAL. INDEMNIZACIÓN A LA EXTINCIÓN. Las tres 
SSTJUE de 14 de septiembre de 2016,  en particular, la del asunto C-596/14, 
Ana De Diego Porras.  

 

La finalización de contratos de duración determinada no presentaba, en relación con 

la indemnización correspondiente, litigiosidad especial antes de las Sentencias 

referidas.  

 

De la regulación interna se desprendía, por otra parte, como es bien sabido, que los 

contratos de interinidad carecían, a la extinción regular del contrato, de derecho a 

indemnización alguna. Situación pacífica hasta que la Sala de lo Social del TSJ de 

Madrid planteó cuestión prejudicial en el litigio del que deriva la STJUE comentada. 

 

Hay que recordar que el mismo día 14 de septiembre de 2016 el TJUE dictó tres 

distintas Sentencias, según las cuales, resumidamente expresado, con carácter 

general, la normativa interna española sobre la extinción de los contratos o 

nombramientos de personal interino no es acorde a la Directiva precitada, pues no 

puede tratarse de manera distinta a estas trabajadoras que a las vinculadas por 



 

 

 

relación laboral indefinida comparable. Y ello, además de considerar injustificada la 

contratación interina prolongada en el tiempo. 

 

Estas Sentencias, particularmente la del Asunto Ana De Diego Porras – pues las otras 

dos se refieren a supuestos de interinidad conocidos en la jurisdicción contencioso-

administrativa, precisamente procedentes de sendas cuestiones prejudiciales 

planteadas por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del País Vasco -, plantean 

cuestiones que han sido objeto de encendido debate en la jurisdicción social y 

aledaños desde el primer momento de haber sido conocidas. 

 

A destacar que se esperan nuevas resoluciones del TJUE, dado que, en relación con 

esta cuestión, se han planteado nuevas cuestiones prejudiciales: Sala de lo Social del 

TJS de Galicia sobre si es de aplicación o no a la extinción del contrato de relevo y 

Juzgado de lo Social nº 33 de Madrid sobre la extinción de un contrato de interinidad 

por vacante que se adjudica a otra persona tras las pruebas correspondientes, en una 

entidad pública. 

 

 

A.- Las cuestiones decididas por las SSTJUE de 14 de septiembre de 2016. En 
especial, la protección de las personas trabajadoras temporales en caso de 
extinción del contrato. 

 

Muy resumidamente expresado, estas Sentencias resuelven tres cuestiones 

prejudiciales: dos planteadas, como ya se ha dicho, por la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del TSJ del País Vasco, en litigios en los que se demandaba al 

Ayuntamiento de Gasteiz y a OSAKIDETZA, y la tercera, por la Sala de lo Social del TSJ 

de Madrid. 

 

Las dos primeras cuestiones prejudiciales se resuelven en el sentido de que procede 

la asimilación del personal interino al personal indefinido no fijo, con arreglo a la 

jurisprudencia nacional existente, como medida apta para sancionar la utilización 

abusiva de los contratos de duración determinada y eliminar las consecuencias de la 

infracción de lo dispuesto en el Acuerdo marco. 

 

La cuestión debatida que ha dado pie al mayor debate jurídico es la relativa a la 

indemnización que procedería al extinguirse una relación laboral temporal indefinida 

de manera regular. 

 

El caso analizado por el TSJ de Madrid, remitido vía cuestión prejudicial al TJUE: una 

trabajadora contratada por el Ministerio de Defensa desde el año 2003 mediante 

sucesivos contratos de interinidad, viendo extinguida su relación laboral en 2012, 

contratos que tenían como objeto la sustitución de una trabajadora fija de plantilla 

en situación de excedencia con reserva del puesto de trabajo por ocupación de cargo 

de representante sindical. A la finalización del contrato, por extinción de la situación 



 

 

 

de reserva del puesto de trabajo de la sustituida, el Ministerio de Defensa no le 

abonó ninguna indemnización, siguiendo así la normativa española vigente. 

 

Repárese que la STJUE no parte de la consideración de trabajadora indefinida de la 

demandante, pues la solución a la cuestión habría sido otra – la que, sin duda, se 

habría adoptado de entrada en cualquier tribunal social español, de declarar la 

extinción como despido improcedente con la indemnización legalmente prevista -.  

a.- La argumentación del TJUE. 

 

.- incluye la indemnización a abonar a una persona trabajadora a la finalización de su 

contrato dentro del concepto de “condiciones de trabajo” a que se refiere la cláusula 

4.1 del Acuerdo Marco – con anterioridad había respondido igualmente respecto a 

los trienios -;  

 

.- el Acuerdo Marco aplica y concreta el principio de no discriminación únicamente en 

relación a las diferencias de trato entre trabajadores con contrato de duración 

determinada y trabajadores con contratos por tiempo indefinido que se hallen en 

situación comparable; 

 

.- las diferencias de trato entre distintas categorías de personal con contrato de 

duración determinada no se incluyen en el ámbito del principio de discriminación del 

Acuerdo Marco; 

 

.- se pregunta el TJUE si la normativa española contiene diferencia de trato entre 

trabajador@s interin@s e indefinid@s al momento de la extinción del contrato, a lo 

que se responde afirmativamente, pues quien tiene vínculo de interinidad no tiene 

derecho a indemnización alguna, mientras que quien lo tiene indefinido, percibirá 

indemnización si su contrato finaliza por las causas objetivas del artículo 52 ET; 

 

.- TJUE analiza el término de la comparación, para responder a si estamos o no en 

presencia de un trabajo “idéntico o similar”, esto es, si es una “situación comparable” 

entre quien tiene contrato interino y quien lo tiene indefinido; el TJUE dice que esta 

cuestión compete al Tribunal nacional, pero da casi repuesta afirmativa por la 

duración de su último contrato de interinidad – de 2005 hasta 2012 – y por las tareas 

desempeñadas; 

 

.- el TJUE plantea que, ante situaciones comparables, la diferencia de trato estará 

justificada solamente si existe razón, causa o justificación objetiva que la permita, lo 

que se plantea en este caso y responde que en modo alguno esta diferencia estará 

justificada por la existencia de norma nacional general o abstracta;  

 

.- el TJUE concluye que debe abonarse la indemnización de 20 días por año de 

servicio que se abona a las personas trabajadoras indefinidas que ven extinguido su 

contrato por causas objetivas. 



 

 

 

b.- Las cuestiones más debatidas tras la STJUE de referencia. 

 

.- si la indemnización a abonar por la extinción regular de un contrato de interinidad 

ajustado a derecho ha de ser la de 12 días prevista en el artículo 49.1.c) ET para la 

extinción del resto de contratos temporales o si, por el contrario, ha de ser la de 20 

días por año de servicio de la extinción objetiva del contrato indefinido; 

 

.- si la STJUE referida es o no aplicable a toda la contratación temporal que se 

contempla en la regulación española – artículo 15 ET y otra - o solamente a la 

contratación por interinidad. Es claro que, de entender que lo es a toda la 

contratación temporal, la indemnización prevista en el artículo 49.1.c) ET, de 12 días 

por año de servicio en la actualidad, habría de sustituirse por la de 20 días; 

 

.- qué ha querido significar el TJUE cuando se ha referido a que la diferencia de trato 

esté justificada “por razones objetivas”. En este sentido, la pregunta también es la de 

si cabe entender que una finalización de contrato interino puede constituir una causa 

objetiva en los mismos términos que la extinción objetiva del contrato del artículo 

52.c) ET. 

 

c.- La posición del Tribunal Supremo. 

 

A la fecha, aún no hay ninguna Sentencia del TS que se refiera directamente a la 

STJUE de referencia. 

 

Sin embargo, cabe citar las dos que siguen. 

 

c’.- STS de 7 de noviembre de 2016 – Rcud. 755/2015 -. Ponente: Sra. Arastey.  

 

Supuesto de extinción de contrato de interinidad por vacante por cobertura de la 

plaza, que no constituía despido, el TS se plantea el derecho a la indemnización por 

la extinción de tal contrato. 

 

El TS, tras explicar que no procede pronunciarse sobre los efectos que tiene la STJUE 

14-09-2016 (Asunto de Diego Porras C-596/14), puesto que quien recurre es el 

Ayuntamiento y no se suscita la cuestión del importe de la indemnización, confirma la 

sentencia de suplicación, porque la extinción del contrato por cobertura de la plaza 

no puede ser calificado de despido. 

 

c’’.- STS de 28 de marzo de 2017 – Rcud. 1664/15 -. Ponente: Sr. López. 

 

Se aborda cuestión relativa a la extinción de contrato indefinido no fijo por cobertura 

reglamentaria de la plaza, determinando que la indemnización a reconocer es la de 

20 días del art. 53 b) ET y no la del art. 49.1 c) ET prevista para la extinción de 

contratos temporales. 



 

 

 

 

Hasta esta Sentencia – de Pleno y sin VP -, el TS consideraba que si la extinción del 

contrato se producía por cobertura reglamentaria de la vacante, nos hallábamos ante 

un supuesto extintivo del artículo 49.1.b) ET con derecho a la indemnización prevista 

en el artículo 49.1.c) ET – STS de 6 de octubre de 2015, Rcud. 2592/14 -. 

 

El litigio: tras presentar demanda la actora como consecuencia de la finalización del 

contrato indefinido no fijo por cobertura reglamentaria de la plaza – plaza que fue 

ocupada por tercera persona -, en instancia y suplicación se entendió que existió 

válida extinción contractual con derecho a la indemnización prevista para los 

contratos indefinidos en el art. 53 b) ET.  

 

La Sala IV confirma dicha sentencia y reconoce la indemnización de 20 días de salario 

por año de servicio prevista para los supuestos de extinción por causas objetivas, tras 

rechazar el recurso presentado por la actora en que planteaba que no consta que la 

plaza fuera sacada a concurso y fuese cubierta, por no apreciar contradicción con las 

sentencias invocadas de contraste.  

 

Argumenta el TS que aunque existe reiterada jurisprudencia que determina que la 

indemnización por cese de trabajadores indefinidos no fijos, es la del art. 49.1 c) ET, 

es necesario rectificar dicha jurisprudencia para reconocer la indemnización del art. 

53 b) ET por cuanto que: de un lado, la figura del indefinido no fijo aparece recogida 

en los arts. 8 y 11 EBEP, en que se distingue de la contratación temporal, por lo que 

es insuficiente reconocer la indemnización por terminación de contratos temporales; 

de otro lado, aunque la situación no es un supuesto de despido por causas objetivas, 

sí que la situación es asimilable a las que el legislador considera circunstancias 

objetivas que permiten la extinción indemnizada del contrato. 

 

No aclara sobre la que pueda ser la posición del TS respecto a la estricta cuestión – y 

similares – abordada por el TJUE en la Sentencia Ana de Diego Porras.  

   

c´´´.- STS de 12 de mayo de 2017 – Rcud. 1717/15 -. Ponente: Sra. Virolés. 

 

Reitera la doctrina de la precitada STS de 28 de marzo de 2017. 

 

 

d.- La posición de la Sala de lo Social del TSJ del País Vasco. Varios 
pronunciamientos. 

 

d´.- Sentencia de 18 de octubre de 2016 - Recurso 1690/16 -. Ponente: Sr. 
Asenjo.  
 
CRITERIO DE PLENO NO JURISDICCIONAL. 

 



 

 

 

Extinción contrato trabajo de investigación: equivale a contrato para obra o servicio 

determinado. 

Extinción del contrato por llegada del término pactado: válida extinción y no despido; 

no fraude en la contratación. Indemnización procedente: 20 días, según STJUE de 14-

9-2016, en Caso Ana de Diego Porras. 

 

Sobre la aplicabilidad de la STJUE de 14-09-2016, Caso Ana de Diego Porras, 

recuerda la primacía de la jurisprudencia comunitaria al resolver cuestiones 

prejudiciales y la prevalencia del Derecho de la Unión Europea frente al Derecho 

interno y la obligación de la Sala de lo Social, como juez nacional, de aplicar ese 

Derecho; que esta STJUE no crea un nuevo derecho a una indemnización, sino que lo 

que recuerda la interpretación auténtica de la Directiva 1999/70/ CE; se recuerda 

también la eficacia vertical del Acuerdo Marco y su aplicación directa a este pleito, ya 

que nos hallamos en una relación laboral en Administración Pública – a ello equivale 

la FUNDACIÓN demandada -, por lo que se entiende plenamente aplicable la 

doctrina de la STJUE de 14-9-2016. 

 

d´´.- Sentencia de 18 de octubre de 2016 – Rec. 1872/16 -. Ponente: Sr. Asenjo. 
CRITERIO DE PLENO NO JURISDICCIONAL. 

 

Despido. COD que finaliza por fin de contrata, contratando la principal a otra 
empresa sin coincidir plenamente el objeto. Convenio aplicable. Extinción 
contrato: válida y no despido. Indemnización: 20 días y no 12 días, por 
aplicación STJUE de 14-9-2016, en Caso Ana de Diego Porras. Eficacia 
horizontal de la Directiva. 

 

Se aplica la STJUE de 14-9-2016 en cuanto a la indemnización, que se fija en 20 días 

de salario por año de servicio, entendiendo que la misma es de aplicación a los 

Contratos para obra o servicio determinado y que ha de predicarse la eficacia 

horizontal directa de la Directiva respecto de una empresa privada, si bien en el caso 

se entiende que hay una razón más clara para tal aplicación y es que el elemento 

fundamental es la discriminación constatada por el TJUE entre trabajadores fijos y, a 

su vez, frente a los que tienen un contrato de duración determinada, por lo que no se 

puede aplicar una norma interna que merezca ese calificativo tan negativo y ello con 

base en jurisprudencia del propio TJUE y en el artículo 21.1 de la Carta Europea de 

Derechos Fundamentales de la UE, que prohíbe toda discriminación y que es 

directamente aplicable en un litigio entre particulares. 

 

d´´.- Sentencia de 15 de noviembre de 2016 – Rec. 1990/2016 -. Ponente Sr. 
Iruretagoyena. VP: Sr. Sesma. 

 

Despido improcedente o válida extinción de contrato de interinidad. 
Indemnización por extinción contractual -considerando únicamente el último 
contrato de interinidad- en aplicación STJUE de 14-9-2016. Eficacia horizontal 
de la Directiva.  



 

 

 

 

De oficio, y sin otorgar traslado a las partes, reconoce la indemnización por fin del 

contrato de interinidad, recordando el criterio de la Sala expuesto en las sentencias 

de 18.10.2016 (recursos 1690/16 y 1872/16), siguiendo el criterio anterior de la 

aplicabilidad directa horizontal o entre particulares de la cláusula 4 del Acuerdo 

Marco, porque el TJUE considera que constituye una plasmación del principio de no 

discriminación, un derecho fundamental (art.21 CDFUE) y, por tanto, un principio 

general del Derecho Social de la Unión que ha de tener eficacia no solo vertical, sino 

también horizontal o entre particulares.  

 

 

.- Sentencia de 6 de junio de 2017 - Rec. 909/17 -. Ponente: Sra. Molina. Voto 
Particular: Sr. Sesma. 

 

Contratos temporales. Contrato de puesta a disposición a través de ETT. 
Extinción regular. Doctrina TJUE en Asunto De Diego Porras. Aplicación de 
indemnización de 20 días/año: procede. 

 

**Criterio de Pleno no jurisdiccional. 

 

Se aborda la cuestión de si es o no extensible la doctrina de la  STJUE de 14 de 

septiembre de 2016 y lo dispuesto en el artículo 5.1 de la Directiva 2008/104, de 19 

de noviembre, del Consejo de Europa a los contratos de puesta a disposición a través 

de ETT. Se concluye que hay que aplicar la indemnización de veinte días por año 

también en los casos de terminación regular de estos contratos.  

 

.- Sentencia de 13 de junio de 2017 – Rec. 1108/17 -. Ponente: Sr. Iturri. 

 

Contratos temporales. Contrato de relevo. Extinción regular. Doctrina TJUE en 
Asunto De Diego Porras. Aplicación de indemnización de 20 días/año: procede.  

 

**Criterio de Pleno no jurisdiccional. 

 

Se concluye que hay que aplicar la STJUE de 14 de septiembre de 2016 y la 

obligación de abono de la indemnización de veinte días por año también en los casos 

de extinción de los contratos temporales de relevo.  

 

 

e.- Algunas cuestiones procesales. 

 

.- En las precitadas Sentencias del TSJ del País Vasco, implícitamente – en alguna 

ocasión más explícitamente – se ha considerado que se debía entrar a analizar esta 

cuestión aunque ninguna de las partes la hubiera suscitado, ni en la instancia, ni en la 

suplicación. 

 



 

 

 

 

e´.- Auto de 13 de junio de 2017 – Recurso 969/17 -. Ponente: Sr. Díaz de 
Rábago.   

 

Recurso de queja. Reclamación de diferencia indemnizatoria por aplicación 
STJUE en Asunto De Diego Porras, en cuantía inferior a 3.000 euros. Procede 
suplicación por afectación general. 
 
**Criterio de Pleno no jurisdiccional. 

 

La Sala aborda la cuestión del acceso a la suplicación en estos supuestos, en los que 

la cuestión debatida es inferior a los 3.000 euros, concluyendo que procede recurso 

de suplicación por la vía de la afectación general en todos los procesos de 

reclamación de indemnización por fin de contrato (cuantía total o diferencias en su 

importe) en los que se discuta si procede o no la misma en base a la doctrina fijada 

en la dicha STJUE, aún y cuando su importe total no alcance los 3.000 euros.  

 

 

 

5.- EL TRATAMIENTO DE LA ENFERMEDAD Y LA DISCAPACIDAD EN 
RELACIÓN CON LA EXTINCIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL POR DESPIDO: 
STJUE 1 diciembre 2016 - C-395/15 -, Asunto Daouidi. 

 

Esta Sentencia ha tenido también eco en la doctrina judicial, como en la Sala de lo 

Social del TSJ del País Vasco en las Sentencias que a continuación se referencian: 

 

 

A.- Sentencia de 9 de mayo de 2017 – Recurso 906/17 -. Ponente: Sra. Biurrun. 

 

Despido: improcedencia y no nulidad. Situaciones de IT: no consta que haya 
limitación duradera.  

 

Se argumenta que en la STJUE de 1 de diciembre de 2016, C-395/15, Caso Daouidi, se 

respondía a la cuestión prejudicial planteada por el Juzgado de lo Social nº 33 de 

Barcelona; esta cuestión consistía en plantearse si entraría en el concepto de 

“discriminación directa por discapacidad”, como motivo de discriminación 

contemplado en los artículos 1, 2 y 3 de la Directiva 2000/78, la decisión empresarial 

de despedir a un trabajador, hasta entonces bien conceptuado profesionalmente, por 

el solo hecho de estar en situación de incapacidad temporal de duración incierta por 

causa de un accidente; el TJUE responde con base en el concepto de “discapacidad” 

de la Convención de la ONU, como limitación a largo plazo o de larga duración, 

carácter que no cabe excluir por la temporalidad de la incapacidad, sino que ha de 

analizarse respecto al estado de incapacidad del interesado en la fecha del despido, 

tomando como indicios de que la limitación es duradera el que la incapacidad no 

presente una perspectiva bien delimitada en cuanto a su finalización a corto plazo y 



 

 

 

que dicha incapacidad pueda prolongarse significativamente antes del 

restablecimiento de la persona, concluyendo el TJUE que, si se aprecia que la 

limitación de capacidad es duradera, un trato desfavorable por motivos de 

discapacidad es contrario a la protección que brinda la Directiva 2000/78 y constituye 

la discriminación de su artículo 2.1: 

 

.- en el caso, se concluye que, aunque se considerara que han sido estas situaciones 

de IT en que se ha hallado el demandante desde junio hasta septiembre de 2016, el 

despido debiera ser calificado de improcedente, incluso aunque la causa simulada 

ocultara la verdadera de enfermedad y baja, pues ningún dato consta acerca del 

carácter “duradero” de la limitación de la capacidad del demandante, ni siquiera de 

manera meramente previsible, lo que impide considerar una situación de 

“discapacidad”, en el sentido antedicho, que podría dar lugar a una consideración de 

discriminación. 

 

B.- Sentencia de 26 de septiembre de 2017 – Recurso 1734/17 -. Ponente: Sra. 
Biurrun. 

 

Despido objetivo: nulo y no improcedente, con extinción a fecha Sentencia. 
Situación de IT por EP por alergias y asma ocupacional: equiparable a 
discapacidad.  

 

Se estima el recurso, siguiendo la STJUE de 1 diciembre 2016, C-395/15, Caso 

Daouidi: se razona que la situación del demandante, de un asma ocupacional y 

alergias, en relación con el contacto con sustancias en el desempeño de su profesión 

habitual, equivale a una  situación de “discapacidad” que ha dado lugar a una 

consideración de discriminación, al no haber la empresa siquiera intentado acreditar 

la realidad de las causas económicas invocadas para el despido.  

 

 
 



 

 

 

ARTÍCULOS 
 

 

LA ADMINISTRACIÓN Y LA INTERVENCIÓN 
JUDICIALES EN EL PROCESO LABORAL (ART. 

256 LRJS) 

 

Jaume González Calvet. Magistrado de lo Social. 

 0. INTRODUCCIÓN 

 

Existen casos en el ámbito del proceso ejecutivo en que las medidas de afectación 

patrimonial habituales como son la traba de embargo de bienes y derechos (arts. 254 

y 255 LRJS) así como la orden de depósito de bienes del ejecutado (art. 257 LRJS) 

pueden resultar ineficaces para garantizar el cobro del acreedor que ha instado la 

ejecución. Para tales supuestos el legislador introdujo en el procedimiento laboral 

dos nuevas figuras procesales, ya conocidas en el proceso civil aunque escasamente 

reguladas. En efecto, el art. 1450 LEC/1881 establecía en su párrafo primero que: 

Cuando se embarguen frutos y rentas, se constituirá una administración judicial, que 

se confiará a la persona que el acreedor designe. Esta parca regulación de la 

LEC/1881 fue suplida por el Decreto-ley de 20 de octubre de 1969, que regulaba el 

supuesto específico de embargo de empresas, o de acciones o participaciones que 

representaran la mayoría del capital social o de la mayoría del patrimonio común de 

la sociedad o de los bienes o derechos adscritos a su explotación, y que facultaba al 

juez para mantener al administrador en sus funciones, nombrar uno o varios 

interventores con la función de fiscalizar las operaciones normales de tráfico 

realizadas por el ejecutado, o para sustituirlo por una o varias personas que, con la 

potestad delegada del juez, se encargase de su administración y, como complemento 

de esta, facultando al juez para el nombramiento de uno o varios interventores 

designados por los interesados. También la LEC/1881 preveía en su art. 1419, en 

litigios sobre la propiedad de minas, montes, plantaciones, o de establecimientos 

industriales y fabriles, que pudiera solicitarse como medida cautelar la intervención 

judicial de la administración de las cosas litigiosas1.  

 

                                                 
1 CORDÓN MORENO, F.: “Administración e intervención judicial en el proceso laboral”, publicado en la obra 

colectiva Incidencia de la Ley de Enjuiciamiento Civil en el Procedimiento Laboral. AA.VV. Ed. Aranzadi, El Cano, 

2001. Pág. 573.  

V
o

lv
e
r 

a
l 
in

ic
io

 



 

 

 

La administración y la intervención judiciales aparecen en la Ley de Procedimiento 

Laboral con el Texto articulado aprobado por el RD Legislativo 521/1990, de 27 de 

abril. El art. 253 LPL/1990 (renumerado como art. 254 en la LPL/1995) introdujo una 

regulación novedosa y que se ha mantenido vigente –casi sin variación- hasta 

nuestros días. En el momento en que fue promulgada la LPL/1990, el precepto laboral 

supuso una novedad respecto al proceso civil 

 

El carácter modernizante de la regulación de la administración judicial recogida en el 

art. 253 de la LPL/1990 y, posteriormente, en el art. 254 LPL/1995, quedó puesto en 

evidencia con el hecho de que la nueva Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil se hizo 

eco de dicha redacción, plasmándola casi literalmente en su art. 631 relativo a la 

constitución de la administración judicial como garantía del embargo2. Este precepto 

laboral ha tenido una importante influencia en la regulación posterior de la LEC/2000, 

lo cual ha constituido un acierto puesto que la norma laboral contiene algunas 

previsiones lo suficientemente válidas como para ser mantenidas en el texto civil y, al 

mismo tiempo, se dota de un tratamiento uniforme a una institución que no debería 

tener diferencias aplicada a los distintos órdenes jurisdiccionales3. 

 

El vigente art. 256 LRJS, que tiene como rúbrica Administración judicial de los bienes 

embargados, ha transcrito literalmente las previsiones del último texto de la LPL, que 

incorporó la reforma introducida por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, para la 

implantación de la nueva oficina judicial, disponiendo en su apartado 1 que: Podrá 

constituirse una administración o una intervención judicial cuando por la naturaleza 

de los bienes o derechos embargados fuera preciso. En los apartados 2, 3 y 4 se 

regulan diferentes aspectos de ambas instituciones, tales como la tramitación 

procesal que deberá seguirse para el nombramiento de dichos cargos, la exigencia o 

no de fianza, la fijación de la retribución procedente así como la rendición de cuentas 

al final de su gestión. 

 

A pesar de las recíprocas influencias entre el texto procesal laboral y la vigente Ley de 

Enjuiciamiento Civil, hay que advertir, como subraya Salinas4, que los términos 

administrador e interventor utilizados en la LEC no coinciden con los conceptos 

clásicos de estas figuras, pues el contenido del cargo de administrador admite gran 

amplitud y flexibilidad de funciones asignadas, no debiendo necesariamente sustituir 

a los administradores preexistentes, y la figura del interventor judicial se reserva para 

nominar a las personas designadas por los afectados del embargo para controlar y 

colaborar en la actuación del administrador judicial (arts. 631.1 y 2, 632 y 633.2 y 3 

                                                 
2 VELÁZQUEZ MARTÍN, A.: La intervención judicial de bienes y empresas. Ed. Thomson Aranzadi, Cizur Menor, 2009. 

Págs. 157 y 160-161.  

3 ESCALER BASCOMPTE, R.: La administración judicial. Ed. Atelier, Barcelona, 2004. Págs. 200 y 201.  

4 SALINAS MOLINA, F.: Ley de Procedimiento Laboral. Comentada y con jurisprudencia. AA.VV.  Coordinada por L.E. 

De la Villa. Editorial La Ley, Madrid, 2006. Pág. 1743.  



 

 

 

LEC), sin que contemple la LEC expresamente la intervención de los trabajadores 

afectados, aunque ello sería defendible en base a los arts. 150.2 y 631.1 LEC.   
 

 

I.- Conceptos de administración y de intervención judiciales. 

 

Para Ríos Salmerón y Cavas Martínez, por administrador suele entenderse la persona 

a la que directamente se confía una gestión y por interventor aquella que controla las 

actividades de otro5. La administración judicial tiene como función la de garantizar la 

conservación de los objetos gestionados, hasta que llegue el momento de atender 

con ellos (o con su valor dinerario) el pago del acreedor ejecutante, por ello cabe 

afirmar que es una institución procesal dirigida básicamente a una finalidad 

conservativa, pues se trata de que el bien embargado no pierda valor de mercado, 

asegurando su funcionamiento regular y tratando de evitar que actuaciones u 

omisiones de los propietarios de la empresa o de titulares de las acciones o 

participaciones embargadas, puedan eludir la afectación a la ejecución de frutos y 

rentas producidos por el bien embargado6. Esta actividad de conservación exigirá 

ejercitar todos aquellos actos que resulten necesarios para evitar el deterioro o la 

pérdida física o jurídica del elemento patrimonial gestionado, debiéndose llevar a 

cabo aquellas actuaciones que sean idóneas para hacer rendir un bien o derecho 

productivo7. 

 

No obstante, también tiene la administración judicial una segunda finalidad: la 

satisfactoria, es decir, si con el dinero obtenido con la venta de los frutos de la finca o 

empresa embargada se aplica de inmediato a la paulatina extinción de la deuda 

ejecutada, se cumple una función satisfactoria8.  

 

En la administración judicial se desplaza la posesión del bien que produce los 

rendimientos del ejecutado al administrador, al cual se le encomienda no sólo la 

función de conservar dicho bien, sino también la de exigir el pago o percepción de 

sus rendimientos y la de llevar a cabo cuantas actuaciones sean necesarias para 

mantener su productividad y rentabilidad; y constituyendo misión del administrador 

judicial el que los bienes rindan, sus atribuciones no se limitan a la simple percepción 

de frutos y rentas que vayan dándose, sino que también alcanza a todas aquellas 

actividades necesarias para asegurar que los frutos se percibirán en el futuro y que 

aumenten9.  

                                                 
5 RÍOS SALMERÓN, B. y CAVAS MARTÍNEZ, F.: Curso de Procedimiento Laboral. 10ª edición. Ed. Tecnos, Madrid, 

2014. Pág. 605.   

6 RÍOS SALMERÓN, B. y CAVAS MARTÍNEZ, F.: Curso de Procedimiento Laboral. Ibidem.    

7 ESCALER BASCOMPTE, R.: La administración judicial. Op. cit. Pág. 37.  

8 RÍOS SALMERON, B.: Comentarios a las leyes laborales. La nueva Ley de Procedimiento Laboral (Real Decreto 

Legislativo 521/1990, de 27 de abril). Tomo XIII, volumen 2º. Ed, Edersa, 1990, Madrid. Págs. 1589 y 1590.  

9 CORDÓN MORENO, F.: “Administración e intervención judicial en el proceso laboral”. Op. cit. Págs. 574 y 575.  



 

 

 

Tal como sostiene Escaler Bascompte10, la finalidad del administrador judicial hay que 

buscarla en su propia esencia, en virtud de la cual cabe calificar dicha figura como 

auxiliar del juez, ya que debe tenerse presente que el ejercicio de una administración 

judicial requiere de una atención activa hacia los objetos gestionados, que puede 

derivar en la realización de actuaciones de los más diverso, en ocasiones de enorme 

complejidad, actuaciones todas ellas que no puede llevar a cabo el órgano 

jurisdiccional que ha decretado su constitución, motivo por el cual se justifica la 

necesidad de ayuda de un auxiliar que asuma la administración judicial. En efecto, tal 

y como razonaba la STS (Social) de 11 de mayo de 1984, RJ 1984\3016: […] la 

construcción jurídica del «administrador judicial» es la de mandatario y delegado del 

Juez, independiente de las partes en cuyo beneficio, presente y futuro, actúa; y lo 

corrobora el D.-Ley de 20 octubre 1969 cuyos arts. 2 y 4 se invocan en el motivo que 

se examina, pues en el mismo -sobre administración judicial en el embargo de 

Empresas- se asigna un valor prepotente al Juez al que corresponde decretar si 

continúa la administración de la empresa, o si ésta sea sustituida,[…] 

 

Tal y como da a entender el Tribunal Supremo en la resolución reproducida, la 

administración judicial permite una distinta modulación de sus funciones, siendo 

posible la completa sustitución de los administradores mercantiles por parte del 

administrador judicial, en cuyo caso resultará de aplicación supletoria el art. 632 LEC, 

que dispone que: …los derechos, obligaciones, facultades y responsabilidades del 

administrador judicial serán los que correspondan con carácter ordinario a los 

sustituidos, aunque necesitará autorización del secretario judicial para enajenar o 

gravar participaciones en la empresa o de ésta en otras, bienes inmuebles o 

cualesquiera otros que por su naturaleza o importancia hubiere expresamente 

señalado el secretario judicial.  

 

Y conforme a lo establecido en el art. 631.3 LEC, el nombramiento del administrador 

judicial será inscrito, cuando proceda, en el Registro Mercantil, anotándose 

igualmente la administración judicial en el Registro de la Propiedad cuando afectara a 

bienes inmuebles. En este sentido, hay que precisar que cuando se produzca la 

sustitución del administrador de la sociedad ejecutada por un administrador judicial, 

de conformidad con el art. 148 del RD. 1784/1996, de 19 de julio, por el que se 

aprueba el Reglamento del Registro Mercantil, la separación y desapoderamiento del 

administrador societario deberá inscribirse en el Registro Mercantil mediante 

comunicación a dicha oficina de la resolución judicial testimoniada que ha dispuesto 

la suspensión y separación en el cargo del administrador de la empresa y el 

nombramiento en sustitución del administrador judicial.   

 

Por el contrario, la intervención judicial consistirá en el desarrollo de un conjunto de 

actividades que suponen una injerencia menos intensa, puesto que su contenido es 

                                                 
10 ESCALER BASCOMPTE, R.: La administración judicial. Op. cit. Pág. 48. 



 

 

 

esencialmente fiscalizador de la actuación del ejecutado (aunque a veces se le 

encomienda la adopción de decisiones de diferente contenido y alcance)  y, en 

consecuencia, no implica el desapoderamiento del deudor11.  

 

Para una mejor comprensión de las diferencias subsistentes entre la administración y 

la intervención judiciales del art. 256 LRJS, la doctrina12 ha recordado el paralelismo 

existente con los dos tipos de administraciones concursales previstas en la Ley 

Concursal, una para el supuesto de concurso voluntario (art. 40.1 LC), en cuyo caso el 

deudor conserva las facultades de administración y disposición sobre su patrimonio, 

quedando sometido a la simple intervención de los administradores concursales, y 

para el caso de concurso necesario (art. 40.2 LC), en el que se constituye otro tipo de 

administración concursal, que comportará la suspensión del deudor en sus facultades 

de administración y disposición sobre su patrimonio, siendo sustituido por los 

administradores concursales.  

 

Por tanto, la principal diferencia subsistente entre la administración y la intervención 

judiciales del art. 256 LRJS radica en que en la intervención judicial siempre subsisten 

los órganos de administración de la empresa, aunque los mismos pasan a ser 

controlados y supervisados por el interventor judicial en cuanto a la realización de 

diferentes actos13. En consecuencia, la diferencia entre ambas instituciones no reside 

ni en la finalidad con la cual se adoptan ni en el objeto sobre el que se aplican, 

factores bastante importantes y comunes a ambas figuras, centrándose la diferencia 

en el hecho de que la administración judicial implica que la parte procesal que sufre 

la medida resulta limitada o privada de las facultades de gestión de los bienes y 

derechos productivos objeto de la misma, cosa que no sucede con la intervención 

judicial, medida que permite al ejecutado seguir administrando los elementos 

patrimoniales intervenidos, si bien bajo la fiscalización de un tercero que ejerce de 

interventor judicial14. 

 

De lo expuesto se deduce que la administración judicial se convierte, sin lugar a 

dudas, en una medida mucho más gravosa que la intervención judicial, dato que 

debe tenerse en cuenta a la hora de constituir una u otra figura, debiendo valorarse 

en cada caso concreto y en función del escenario existente cuál de ambas 

instituciones resulta aconsejable constituir y cuál de ellas es la más idónea frente a las 

circunstancias concurrentes, sin que pueda descartarse la posibilidad de substituir 

una por otra en función de la evolución del estado de las cosas15. Y dada la identidad 

del ámbito de aplicación de ambas figuras y de la posibilidad de sustituirse entre 

                                                 
11 CORDÓN MORENO, F.: “Administración e intervención judicial en el proceso laboral”. Op. cit. Pág. 575.  

12 CORDÓN MORENO, F.: “Administración e intervención judicial en el proceso laboral”. Ibidem.   

13 ANDINO AXPE, L.F.: Ejecución en el orden jurisdiccional social. 2ª edición. Ed. Comares, Granada, 1996. Pág. 128.  

14 ESCALER BASCOMPTE, R.: La administración judicial. Op. cit. Págs. 43 y 44.  

15 ESCALER BASCOMPTE, R.: La administración judicial. Op. cit. Pág. 44. 



 

 

 

ellas, puede resultar muy adecuado que dichas medidas puedan solicitarse de forma 

alternativa por la parte ejecutante16. 

 

De todas formas, si se parte de la premisa de que el art. 256 LRJS establece una 

regulación abierta y flexible de ambas instituciones, es perfectamente defendible la 

existencia de una administración judicial sin que se acuerde el desapoderamiento del 

ejecutado17.  

 

 

II.- Diferencias con respecto a otras figuras próximas. 

 

 1) Administración judicial y administración para el pago. 

  

La administración judicial regulada en el art. 256 LRJS y, supletoriamente, en los arts. 

630 a 633 LEC, debe distinguirse de la denominada administración para el pago 

prevista en los arts. 676 a 680 LEC. Como destaca la doctrina18, desde un punto de 

vista legal y conceptual, la administración judicial ex art. 256 LRJS tiene como función 

la de garantizar la conservación de los objetos gestionados hasta que llegue el 

momento de atender con ellos (o con su valor dinerario) el pago del acreedor 

ejecutante, y esta institución no debe confundirse con la administración para el pago, 

la cual puede significar o equivaler al pago mismo, pues esta última figura comporta 

que la cosa se entregue al acreedor para que este cobre con sus rendimientos.  

 

En otras palabras, si la administración judicial es una medida de garantía del embargo 

acordado y que pretende mantener la productividad de lo embargado, la 

administración para el pago es una medida de realización, cuyo objeto no es otro 

que la satisfacción directa del ejecutante, al cual se le entrega la posesión del bien 

embargado para que aplique sus rendimientos al pago de la deuda reclamada19.  

 

Además, como subraya Achón Bruñén, en la administración para el pago, se pone al 

ejecutante en posesión de los bienes (salvo que él decida que la administración la 

ejercite otra persona), siendo requisito previo la realización de un inventario; y por el 

contrario, en la administración judicial será puesto en posesión del cargo un tercero 

designado administrador, que en modo alguno es un mandatario del ejecutante sino 

un auxiliar judicial, sin que se prevea en la ley la confección de un inventario previo20.  

 

                                                 
16 ESCALER BASCOMPTE, R.: La administración judicial. Op. cit. Pág. 45. 

17 VELÁZQUEZ MARTÍN, A.: La intervención judicial de bienes y empresas. Op. cit. Pág. 164. 

18 RÍOS SALMERÓN, B. y CAVAS MARTÍNEZ, F.: Curso de Procedimiento Laboral. Op. cit. Pág. 605. 

19 ACHÓN BRUÑÉN, M.J.: Tratado práctico de ejecución forzosa. 1039 preguntas y respuestas. Ed. Sepín, Madrid, 

2012. Pág. 559.  

20 ACHÓN BRUÑÉN, M.J.: Tratado práctico de ejecución forzosa. Ibidem.  



 

 

 

Si se tiene en cuenta la naturaleza jurídica del administrador judicial –auxiliar del juez-  

y la finalidad esencial perseguida con su nombramiento –garantizar la conservación 

del bien afecto a la ejecución-, habrá que convenir que esta institución es 

incompatible con la administración para el pago, que supone poner en manos del 

deudor la posesión del bien embargado para que satisfaga directamente su crédito.  

 

Sin embargo, también habrá que reconocer cierta semejanza entre ambas 

instituciones procesales en el siguiente aspecto: si la administración para el pago 

tiene –como mecanismo de realización- la finalidad exclusiva de satisfacción del 

crédito que se ejecuta, también la administración judicial ex art. 256 LRJS, además de 

la finalidad conservativa, puede tener -y en realidad tiene- un objetivo satisfactorio, 

implementándose en el proceso ejecutivo laboral no sólo como una herramienta 

garantista para la conservación de la empresa o unidad productiva embargada sino 

también como instrumento dirigido a la satisfacción de la deuda ejecutada, 

aplicándose parte de sus rendimientos, frutos o rentas al pago del crédito reclamado. 

Dicho de otra forma, la administración judicial se asemeja a la administración para el 

pago en el sentido de que también puede constituirse con una finalidad satisfactoria 

y, por tanto, como un mecanismo de realización en el procedimiento de apremio.  

 

 2) La intervención judicial del art. 256 LRJS y el interventor designado por el 

titular de la empresa o por los afectados previsto en el art. 631.2 LEC.  

 

Dispone el art. 631.2 LEC que si se acuerda la administración judicial de una empresa 

o grupo de ellas, el secretario judicial deberá nombrar un interventor designado por 

el titular o titulares de la empresa o empresas embargadas y si sólo se embargare la 

mayoría del capital social o la mayoría de bienes o derechos pertenecientes a una 

empresa o adscritos a su explotación, se nombrarán dos interventores, designados, 

uno por los afectados mayoritarios, y otro, por los minoritarios.  

 

Como fácilmente puede deducirse del texto legal, esta figura de interventor de los 

afectados por el embargo y que está prevista en el art. 631.2 LEC nada tiene que ver 

con la del interventor judicial regulado en el art. 256 LRJS, definido como sujeto 

auxiliar del juez y fiscalizador de la administración de la empresa ejecutada. Tal y 

como se infiere de la norma positiva, la LEC reserva el término interventor para 

nominar a las personas designadas por los afectados del embargo a fin de controlar y 

colaborar en la actuación del administrador judicial21. Por otra parte, la LEC guarda 

silencio sobre el régimen jurídico de la intervención, esencialmente fiscalizadora, 

ordenada por el juez22. Estas y otras importantes diferencias subsistentes entre las 

normas civiles y las laborales hacen concluir a Salinas en que los preceptos civiles 

sobre administración judicial no son aplicables al proceso laboral al contar este 

                                                 
21 SALINAS MOLINA, F.: Ley de Procedimiento Laboral. Comentada y con jurisprudencia. Op. cit. Pág. 1743. En el 

mismo sentido, VELÁZQUEZ MARTÍN, A.: La intervención judicial de bienes y empresas. Op. cit. Pág. 164.  

22 CORDÓN MORENO, F.: “Administración e intervención judicial en el proceso laboral”. Op. cit. Pág. 581.  



 

 

 

último con reglas específicas y más amplias23. En este mismo sentido se expresan Ríos 

Salmerón y Cavas Martínez, afirmando que, en realidad, parece que las normas civiles 

deben ceder ante las específicas previsiones de la norma social24. 

 

En síntesis, es conveniente acotar correctamente la institución procesal de la 

intervención judicial, prevista en el procedimiento laboral como instrumento en 

manos del juez para fiscalizar y controlar el funcionamiento de la empresa ejecutada 

y en aras a garantizar la efectividad del embargo acordado, de la figura de los 

interventores de la parte ejecutada, institución prevista en la LEC como contrapeso de 

la parte ejecutada frente a la constitución de una administración judicial.      

 

 3) La administración y la intervención judiciales del art. 256 LRJS y la 

intervención o la administración judiciales cautelares del art. 727, 2ª LEC.  

 

El art. 727.2ª LEC dispone que podrán acordarse como medidas cautelares la 

intervención o la administración judiciales de bienes productivos cuando se pretenda 

sentencia de condena a entregarlos a título de dueño, usufructuario o cualquier otro 

que comporte interés legítimo en mantener o mejorar la productividad o cuando la 

garantía de esta sea de primordial interés para la efectividad de la condena que 

pudiere recaer.  Por otra parte, el art. 79.1 LRJS dispone que las medidas cautelares 

que resulten necesarias para asegurar la efectividad de la tutela judicial que pudiera 

acordarse en sentencia se regirán por lo dispuesto en los arts. 721 a 747 LEC, con la 

necesaria adaptación del texto civil a las particularidades del proceso social.  

 

Consecuentemente, es claro que en el proceso declarativo laboral pueda decidirse la 

constitución de la administración o la intervención judiciales como medida cautelar 

aunque, como señala la doctrina civilista25, los supuestos para su adopción en base al 

art. 627.2ª LEC resultan más restrictivos que las amplias posibilidades que ofrece el 

art. 256 LRJS para ser empleadas dichas instituciones como medidas asegurativas de 

la traba en la ejecución laboral. 

 

No obstante, a pesar de que se trata de las mismas instituciones, aunque acordadas y 

constituidas en momentos procesales muy distintos, y aunque la finalidad de las 

mismas es prácticamente idéntica –función conservativa-, lo cierto es que deben 

diferenciarse claramente cuando dichas figuras procesales se emplean en el ámbito 

de la justicia cautelar o en el ámbito del proceso ejecutivo, y ello por cuanto que 

subsisten por dicha causa importantes diferencias en su régimen jurídico. 

Ciertamente, los supuestos que pueden dar lugar a su constitución no son 

                                                 
23 SALINAS MOLINA, F.: Ley de Procedimiento Laboral. Comentada y con jurisprudencia. Op. cit. Pág. 1743. 

24 RÍOS SALMERÓN, B. y CAVAS MARTÍNEZ, F.: Curso de Procedimiento Laboral. Op. cit. Pág. 605. 

 

25 ESCALER BASCOMPTE, R.: La administración judicial. Op. cit. Pág. 202. 



 

 

 

coincidentes, resultando los motivos contemplados en el art. 727.2ª LEC bastante 

distintos y más restrictivos que los previstos en el art. 256.1 LRJS. También aparecen 

diferencias importantes en lo que se refiere a las causas de su terminación, así el 

alzamiento de la administración o intervención judiciales acordadas como medida 

cautelar se producirá por unas circunstancias que poco tienen que ver con las causas 

extintivas en el trámite ejecutivo. El alzamiento de estas medidas cautelares se 

acordará cuando el órgano judicial haya aceptado su sustitución por una caución 

suficiente (art. 746 LEC), o cuando el juicio declarativo se haya suspendido por más 

de seis meses por causa imputable al solicitante (731.1 LEC), o cuando el actor haya 

desistido de su demanda o haya renunciado a la acción, o cuando se dicte sentencia 

absolutoria firme (art. 745 LEC), etc.26 Por el contrario, la administración o intervención 

judiciales constituidas en el proceso ejecutivo terminarán cuando finalice la misma 

ejecución con la completa satisfacción del acreedor ejecutante (art. 570 LEC), o bien 

por cualquier otra de las causas legalmente previstas.  

 

Por tanto, aunque las instituciones procesales de la administración y la intervención 

judiciales puedan ser las mismas en el proceso ejecutivo y en el ámbito de la justicia 

cautelar desplegada en el proceso laboral declarativo, resulta muy conveniente 

distinguir claramente los diferentes momentos procesales, y ello por el hecho de que 

su régimen jurídico varía sustancialmente en uno y otro caso.  

 

 

III.- Supuestos en los que podrá constituirse la administración o la intervención 

judiciales ex art. 256 LRJS.  

 

El apartado 1 del art. 256 LRJS dispone textualmente que: Podrá constituirse una 

administración o una intervención judicial cuando por la naturaleza de los bienes y 

derechos embargados fuera preciso. Este enunciado abierto y genérico ha sido 

elogiado unánimemente por la doctrina, sobre todo cuando se compara con la 

regulación más circunscrita y, por tanto, restrictiva que se contiene en el art. 630 LEC.  

 

A partir de este precepto puede inferirse que el órgano ejecutante podrá constituir 

una administración judicial más o menos intensa o una intervención judicial más o 

menos fiscalizadora en función de las circunstancias que caractericen la ejecución. En 

efecto, el precepto laboral confiere al órgano judicial una capacidad amplia para 

decidir27 el grado invasivo en el patrimonio del ejecutado que deberá tener la medida 

asegurativa y todo ello ponderando adecuadamente el escenario existente. 

 

Sobre esta dicción genérica del art. 256.1 LRJS, Escaler Bascompte afirma que es 

justamente la presencia de esta amplia formulación, otorgando la suficiente 

cobertura legal a cualquier supuesto en que se entienda aplicable estas figuras como 

                                                 
26 ACHÓN BRUÑÉN, M.J.: Tratado práctico de ejecución forzosa. Pág. 572. 7 

27 CORDÓN MORENO, F.: “Administración e intervención judicial en el proceso laboral”. Op. cit. Pág. 376.  



 

 

 

medidas asegurativas de la traba en el proceso laboral, la que descarta la posibilidad 

de que existan supuestos de administración o intervención judiciales operando como 

medidas de garantía de la traba no previstos en la ley procesal laboral28. 

 

Además, el legislador también atribuye al juez social la posibilidad de adoptar 

cualquiera de las medidas asegurativas comentadas en el grado que se considere 

conveniente cuando por la naturaleza de los bienes y derechos embargados fuera 

preciso, sin más precisión, lo que supone otorgar al órgano jurisdiccional también 

amplias facultades decisorias respecto a los tipos de bienes y derechos embargados 

sobre los que constituir dichas medidas de garantía.  

 

A pesar de la amplia casuística subsumible en el art. 256 LRJS, en la práctica forense 

se reitera un supuesto habitual en el que el juez social se decanta decididamente por 

la intervención o la administración judiciales. Y este supuesto fáctico que suele 

aconsejar la adopción de estas medidas de garantía en el proceso ejecutivo laboral es 

precisamente el que se recoge en el art. 254.2 in fine LRJS, es decir, cuando se 

comprueba que la parte ejecutada, a pesar de mantener su actividad empresarial y 

disponer de ingresos regulares, no cumple con la orden de retención o ingreso. Este 

es precisamente el supuesto paradigmático en que se justifica plenamente la 

constitución de una administración judicial que sustituya o limite las funciones 

dispositivas de los administradores mercantiles o, en su caso, el nombramiento de un 

interventor judicial que fiscalice los ingresos y practique retención sobre una parte de 

los mismos para atender la deuda ejecutada.   

 

Y aunque los supuestos fácticos que pueden justificar que el órgano ejecutante opte 

por constituir una administración o una intervención judicial en el proceso laboral son 

amplísimos, la doctrina sugiere que ello no significa que acogerse a los supuestos de 

la LEC sea incorrecto sino todo lo contrario, dado que son los casos más típicos en los 

que puede resultar necesario constituir estas medidas y su enumeración puede 

contribuir a esclarecer las hipótesis de su aplicación29.  

 

En art. 630 LEC es el precepto civil que recoge la relación de casos en que procede la 

constitución de una administración judicial. En base a este precepto, la doctrina 

civilista30 sostiene que la administración judicial podrá acordarse en los siguientes 

supuestos: 

 

   a) Empresas o grupos de empresas embargados que son propiedad del 

ejecutado. En estos casos, junto al nombramiento del administrador judicial, se 

                                                 
28 ESCALER BASCOMPTE, R.: La administración judicial. Op. cit. Pág. 201.  

29 ESCALER BASCOMPTE, R.: La administración judicial. Op. cit. Pág. 201.  

30 CACHÓN CADENAS, M.: La ejecución procesal civil. Atelier, Barcelona, 2014. Págs. 187 y 188.   



 

 

 

deberá completar con el nombramiento de un interventor por parte del ejecutado 

que controle la actuación del administrador judicial. 

 

  b) En supuestos en que el ejecutado, sin ser propietario exclusivo de la 

empresa, tenga el control efectivo de la misma por pertenecerle acciones o 

participaciones sociales que representen la mayoría del capital social, del patrimonio 

común o de los bienes o derechos adscritos a la explotación de la empresa. Si se 

embargan esas acciones o participaciones sociales del ejecutado, el art. 630 LEC 

permite que se pueda constituir una administración judicial, para asegurar el 

embargo, nombramiento que deberá acompañarse también de la designación de dos 

interventores, cuya función es controlar la gestión del administrador judicial.  

 

  c) También podrá constituirse una administración judicial para asegurar 

el embargo de frutos y rentas, esto es, garantizar la traba del embargo que recae 

sobre los rendimientos económicos que puedan producir en favor del ejecutado 

determinados bienes y derechos, y ello cuando resulte ineficaz la retención judicial 

(art. 622 LEC).   

 

Sin embargo, tal y como se ha indicado anteriormente, atendiendo al carácter amplio 

y abierto del art. 256.1 LRJS, para la doctrina laboralista (Salinas Molina, Ríos 

Salmerón, Cavas Martínez, etc.) difícilmente puede sostenerse el carácter supletorio 

del art. 631 LEC, precepto civil bastante más restrictivo y cerrado.  
 

Finalmente, debe mencionarse un último supuesto previsto por el legislador laboral 

para constituir una administración judicial como medida de garantía del embargo 

trabado sobre bienes y derechos. Si bien la administración y la intervención judiciales 

ex art. 256.1 LRJS vienen implícitamente referidas a trabas acordadas sobre 

patrimonio del ejecutado, en el art. 254.2 in fine LRJS se dispone, como destaca la 

doctrina31,  que también podrá acordarse la administración judicial, en los términos 

del art. 256, […] cuando se comprobare que la entidad pagadora o perceptora no 

cumple la orden de retención o ingreso, sin perjuicio de las demás responsabilidades 

que procedieran según lo dispuesto en el aparatado 3 del art. 241 por falta de 

colaboración con la ejecución y efectividad de lo resuelto. En este mismo sentido, 

Salinas considera que la LRJS posibilita, incluso, de forma singular, que en la 

ejecución social se pueda decretar la administración judicial de los bienes de tercero 

obligado a prestar la colaboración judicialmente requerida y que incumpliere las 

obligaciones impuestas; lo que se regula cuando se incumple el deber de 

colaboración de las entidades pagadoras o perceptoras de dinero o saldos 

embargados, como medida especial más gravosa para el obligado a cumplir la orden 
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de retención o ingreso, y consistente en poder acordarse la administración judicial de 

dichas personas o entidades conforme a las reglas generales del art. 25632.  

 

Aunque como “entidad pagadora o perceptora” podría entenderse aquella que 

ostenta la condición de parte ejecutada, es incuestionable que el legislador también 

ha querido incluir a terceros a partir del momento en que invoca el art. 241.3 LRJS, 

precepto que regula la imposición de multas por parte del órgano judicial a aquellos 

sujetos que, sin ser parte en la ejecución, incumplan injustificadamente sus 

requerimientos tendentes a lograr la debida y completa ejecución de lo resuelto.  

 

En consecuencia, por expresa previsión del art. 254.2 in fine LRJS, es indudable que 

existe un último supuesto en que también es posible la constitución de la 

administración judicial ex art. 256 LRJS, aunque en este caso el sujeto que sufre el 

gravamen no es la parte ejecutada sino el que, sin ser parte en la ejecución, ha sido 

requerido por el órgano ejecutante a colaborar en el procedimiento de apremio y no 

cumple la orden de retención o ingreso. Y, además, dicha norma aclara que este 

gravamen sobre el patrimonio jurídico del tercero es perfectamente compatible –

acumulable- con la imposición de multas coercitivas previstas en el art. 241.3 LRJS.  

 

 

IV.- Régimen jurídico de la administración y la intervención judiciales. 

 

 1) Tramitación procesal para su constitución.  

 

Dispone el apartado 1 del art. 256 que podrá constituirse una administración o una 

intervención judicial cuando por la naturaleza de los bienes o derechos embargados 

fuera preciso. Con esta finalidad, prevé el apartado 2 del mismo artículo que: […] el 

secretario judicial citará a comparecencia ante sí mismo a las partes para que lleguen 

a un acuerdo y, una vez alcanzado en su caso, establecerá mediante decreto los 

términos de la administración judicial en consonancia con el acuerdo. 

 

El apartado 3 del art. 256 establece que para el supuesto que no se alcance un 

acuerdo, […] el secretario les convocará a comparecencia ante el juez o magistrado 

que dictó la orden general de ejecución, a fin de que efectúen las alegaciones y 

pruebas que estimen oportunas sobre la necesidad de nombramiento de 

administrador o interventor, persona que debe desempeñar el cargo, exigencia o no 

de fianza, forma de actuación, rendición de cuentas y retribución procedente, 

resolviéndose mediante auto lo que proceda.  

 

La ley procesal laboral reglamenta en los términos reproducidos la tramitación del 

incidente para la designación de administrador o interventor judiciales en la 
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jurisdicción social. Ya se ha indicado que este diseño del incidente, incorporado a 

partir de la LPL/1990, ha sido calcado por la LEC/2000 en su art. 631. Y de esta 

arquitectura incidental debe destacarse, como subraya Salinas, una primera 

caracterización: en la constitución de la administración o intervención judiciales la 

norma legal tiende, en primer lugar, a obtener un acuerdo entre las partes sobre las 

esenciales cuestiones que se planteen, y en que se regulen estas con una 

participación activa del secretario judicial33.  

Y aunque es clara esta primera opción que ofrece el legislador, hay que advertir que, 

en la práctica, tiene escaso éxito, lo cual es bastante lógico si se tiene en cuenta que 

se trata de adoptar medidas de garantía adicionales frente a una parte –la 

apremiada- que obstaculiza la ejecución, puesto que si colaborara con ella sería 

innecesario el establecimiento de más controles; de manera que difícilmente la 

ejecutada se avendrá a pactar limitaciones complementarias a su disponibilidad 

patrimonial. Y en los casos en los que se acepta la constitución pactada de una 

intervención judicial es con la finalidad de evitar una fiscalización mayor o la simple 

sustitución de la administración mercantil por una judicial. Sin embargo, de darse 

dicha eventualidad, en el decreto de constitución y nombramiento de administrador 

o de interventor judiciales deberán acotarse todos aquellos extremos necesarios –

básicamente precisar las funciones atribuidas- para que el cargo sea operativo y 

pueda ejercerse adecuadamente. 

 

Cuando en el proceso de ejecución la parte ejecutada no se avenga a constituir 

ninguna de las medidas de garantía adicionales del art. 256 LRJS, cabe interrogarse si 

la iniciativa para el nombramiento del interventor o del administrador corresponde 

tan solo a la parte ejecutante o si también podrá acordarse de oficio por el órgano 

jurisdiccional. La duda se responde por el propio art. 256 LRJS, cuyo tenor literal -

podrá constituirse- permite una interpretación abierta que incluya también la 

posibilidad de acordar de oficio estas medidas de garantía. Además, si se tiene en 

cuenta que, una vez iniciada la ejecución, […] la misma se tramitará de oficio, 

dictándose al efecto las resoluciones necesarias (art. 239.3 LRJS), no cabe duda de 

que el juzgado ejecutante podrá adoptar estas medidas de garantía adicionales al 

embargo si considera que ello fuera preciso por la naturaleza de los bienes o 

derechos embargados.  

 

Naturalmente, el nombramiento del cargo correspondiente deberá ir precedido del 

trámite incidental del art. 238 LRJS. En consecuencia, a partir de la solicitud de parte o 

de la decisión del órgano ejecutante de implementar alguna de las medidas de 

garantía del art. 256, deberá procederse por el letrado de la administración de justicia 

a citar a las partes a su presencia al efecto de intentar un acuerdo sobre la 

constitución de una administración o intervención judiciales, emplazándose en la 
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misma citación a las partes acto seguido y para el caso de no alcanzarse un acuerdo, 

a presencia ante el juez o tribunal.  

 

De no producirse acuerdo sobre el nombramiento de un administrador o interventor, 

las partes habrán de comparecer ante el titular del órgano jurisdiccional al efecto de 

ser oídas, formulándose en este acto las alegaciones y practicándose las pruebas que 

se consideren oportunas sobre la necesidad del nombramiento, de la persona que 

deba desempeñar el cargo, de la exigencia o no de fianza, de la forma de actuación, 

de la rendición de cuentas y de la retribución procedente, resolviéndose sobre la 

constitución de la administración o intervención y del resto de cuestiones apuntadas 

mediante auto. Contra esta resolución cabrá interponer recurso de reposición (art. 

186.2 LRJS) y frente al auto que resuelva la reposición podrá interponerse, de reunirse 

las exigencias del art. 191.4, d) LRJS, recurso de suplicación.   

 

De haberse acordado la administración judicial, dispone el art. 633.1 LEC que: […] el 

Secretario dará inmediata posesión al designado, requiriendo al ejecutado para que 

cese en la administración que hasta entonces llevara. La aplicación supletoria de este 

precepto civil al procedimiento laboral parece evidente y ello por cuanto que la LRJS 

nada dice sobre estas cuestiones y por cuanto que las reglas transcritas son 

plenamente compatibles con los principios rectores del proceso social. Además, es 

bastante obvio que el nombramiento del cargo judicial está condicionado a la 

aceptación y toma de posesión del mismo por parte de quien ha sido nombrado para 

ello. Por otra parte, en caso de la plena relevación de funciones del administrador 

mercantil por parte del judicial, parece absolutamente necesario el requerimiento 

formal del letrado de la administración de justicia al ejecutado para que cese en la 

administración que hasta entonces llevara a fin de cederla a quien ha sido nombrado 

judicialmente. Es por ello que ha de considerarse aplicable supletoriamente a la 

ejecución laboral esta previsión contenida en el apartado 1 del art. 633 LEC.  

 

 2) Funciones atribuidas al administrador o al interventor judiciales. 

 

El art. 256 LRJS no describe qué funciones podrán ser atribuidas al cargo nombrado 

judicialmente, aunque sí se alude a que el juez que adopte el acuerdo deberá 

pronunciarse, entre otras cuestiones, sobre la “forma de actuación” del designado. Y 

la forma de actuación del administrador o del interventor dependerá de aquellas 

atribuciones que le sean conferidas en el momento de su nombramiento.  

 

Si el órgano jurisdiccional decide la máxima afectación de la disponibilidad 

patrimonial de la ejecutada, deberá disponer la sustitución de la administración de la 

ejecutada por el administrador judicial, en cuyo caso cabrá aplicar supletoriamente lo 

previsto en el art. 632.1 LEC34: Cuando sustituya [el administrador judicial] a los 
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administradores preexistentes y no se disponga otra cosa, los derechos, obligaciones, 

facultades y responsabilidades del administrador judicial serán los que correspondan 

con carácter ordinario a los sustituidos, pero necesitará de autorización del Secretario 

judicial responsable de la ejecución para enajenar o gravar participaciones en la 

empresa  o de esta en otras, bienes inmuebles o cualesquiera otros que por su 

naturaleza o importancia hubiere expresamente señalado el Secretario judicial.   

 

Si se produce una sustitución de administrador, parece claro que, conforme a lo 

previsto en el art. 148 del Reglamento del Registro Mercantil, si la empresa ejecutada 

tiene forma de sociedad mercantil, procederá inscribir la separación del 

administrador mercantil y el nombramiento del administrador judicial, lo cual se 

acreditará ante la oficina registral mediante testimonio de la resolución por la que se 

constituya la administración judicial.  

 

De todas formas, no siempre el órgano ejecutante deberá optar por la garantía más 

gravosa para el ejecutado y por la constitución de una administración judicial que 

sustituya la administración de la empresa ejecutada, pudiéndose adoptar medidas de 

garantía de menor intensidad, dependiendo ello de las incidencias que surjan en el 

procedimiento de apremio, fundamentalmente de la resistencia que oponga la parte 

apremiada a la realización de bienes, derechos, frutos y rentas embargados y, por 

tanto, afectos a la ejecución.  

 

En definitiva, el órgano ejecutante podrá graduar, en función de las circunstancias, las 

medidas de garantía, pudiéndose acordar limitaciones menos gravosas para el 

apremiado, como pueda ser la intervención judicial que se circunscriba a fiscalizar o a 

retener parte del cobro de frutos y rentas embargados de la empresa. Y en este 

sentido, ha de subrayarse la importancia que cobra la relación detallada de funciones 

que se atribuyen al cargo nombrado, listado de funciones que necesariamente 

deberá recoger con suficiente detalle el auto o decreto que acuerde constituir una 

administración o una intervención judiciales. 

 

 3) Incidencias en el desarrollo del cargo. 

 

El apartado 2 del art. 633 LEC dispone literalmente que las discrepancias que surjan 

sobre los actos del administrador judicial serán resueltas por el Secretario judicial 

responsable de la ejecución mediante decreto, tras oír a los afectados y sin perjuicio 

del derecho a oponerse a la cuenta final que habrá de rendir el administrador. Para 

Salinas35, las diversas cuestiones que se susciten posteriormente sobre la 

administración o intervención judiciales constituidas, sea cual fuere la forma de 

nombramiento, incluso las relativas a la rendición de cuentas, se sustanciarán por el 

trámite incidental común regulado por el art. 238 LRJS. En este mismo sentido se 

                                                 
35 SALINAS MOLINA, F.: Comentarios a la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social. Op. cit. Pág. 978.  



 

 

 

pronuncia Montero Aroca36, que considera que frente al silencio de la ley procesal 

laboral sobre esta cuestión, parece lógico que las divergencias que se susciten 

deberán sustanciarse por el trámite incidental común.  

 

El decreto que resuelva estas discrepancias y que pondrá fin a dicho incidente será 

susceptible de recurso directo de revisión ante el juez ejecutante, conforme a lo 

previsto en el art. 188.1, párrafo segundo LRJS. 
 

 4) Retribución del administrador o del interventor judiciales. 

 

En el apartado 3 del art. 256 LRJS se prevé que el administrador o interventor pueda 

ser perceptor de una “retribución procedente”. En este sentido, hay que elogiar el 

realismo del legislador al regular estos cargos auxiliares del juez puesto que sin una 

remuneración previamente establecida los cargos nombrados no serían ni operativos 

ni eficaces. 

 

Aunque la norma no va más allá de la mención reproducida, sobre la retribución de 

los administradores e interventores judiciales habrá que tener en cuenta las 

siguientes consideraciones. En primer lugar, hay que partir de la premisa, tal como 

previene el art. 539.2 LEC, que las costas en el proceso ejecutivo son a cargo del 

ejecutado, y ello sin necesidad de expresa imposición, pero, hasta su liquidación, el 

ejecutante deberá satisfacer los gastos y costas que se vayan produciendo, salvo los 

que correspondan a actuaciones que se realicen a instancia del ejecutado o de otros 

sujetos, que deberán ser pagados por quien haya solicitado la actuación de que se 

trate. De esta regla general, plenamente aplicable al proceso social, puede deducirse 

que el ejecutante deberá avanzar la remuneración de administradores e interventores 

judiciales si han sido nombrados a su instancia, lo cual puede suponer un dilema 

insuperable para el trabajador ejecutante.  

 

El legislador ha tenido en cuenta esta (in)capacidad económica del trabajador 

ejecutante a la hora de regular la administración y la intervención judiciales, así como 

otras figuras como el depósito y la peritación de bienes embargados, y ha previsto en 

el art. 253.1 LRJS que el FOGASA y las entidades gestoras o Servicios Comunes de la 

Seguridad Social, cuando estén legitimados para intervenir en el proceso, queden 

obligados a asumir el depósito, la administración, intervención o peritación de los 

bienes embargados. En consecuencia, la primera solución que ofrece el legislador a 

las limitaciones económicas del trabajador ejecutante para instar la constitución de 

una administración o intervención judiciales es la de instituir la obligación de los 

entes públicos legitimados para que asuman el anticipo de la remuneración del 

auxiliar judicial, sin perjuicio de que puedan resarcirse del gasto asumido, conforme a 

la previsión del apartado 2 del mismo art. 253 LRJS. Por tanto, la primera opción a 

considerar para la remuneración de estos cargos judiciales es la colaboración 
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instrumental de los organismos públicos indicados37. Sin embargo, también hay que 

advertir al lector que la experiencia práctica demuestra que no siempre estos 

organismos públicos obligados legalmente a colaborar instrumentalmente en la 

ejecución están a la altura de las exigencias legales, de forma que su falta de 

colaboración efectiva puede frustrar el acertado propósito del legislador. 
 

La segunda fórmula legal para financiar la administración o intervención constituidas 

judicialmente es la que brinda el art. 268 LRJS. Ciertamente, el precepto fija como 

regla general sobre el orden de pagos en el proceso ejecutivo que: Las cantidades 

que se obtengan en favor de los ejecutantes se aplicarán, por su orden, al pago del 

principal, intereses y costas una vez liquidados aquéllos y tasadas éstas. Es decir, de la 

realización de los frutos y rentas afectas a la ejecución, el órgano ejecutante atenderá 

primero las deudas correspondientes al principal, posteriormente, a los intereses y, 

finalmente, a las costas causadas. No obstante, en el apartado 2 del art. 268 LRJS se 

establece una excepción a la regla general sobre orden de pagos: Si lo hubiere 

aprobado previamente el juez, el secretario judicial podrá anticipar al pago del 

principal el abono de los gastos que necesariamente hubiere requerido la propia 

ejecución y el de los acreditados por terceros obligados a prestar la colaboración 

judicialmente requerida.  O sea, que cuando las circunstancias lo aconsejen, el juez 

podrá autorizar una alteración en el orden de pagos tras la realización de bienes 

afectos a la ejecución, adelantando el pago de los gastos necesarios a terceros –

administrador o interventor- para que el procedimiento de apremio siga su curso. 

Pues bien, esta es la fórmula alternativa de la que dispone el órgano jurisdiccional 

para proceder a la remuneración del auxiliar judicial, cargo que ha sido nombrado no 

tan solo con finalidad conservativa de los bienes y derechos, frutos y rentas 

embargados, sino también con función satisfactoria del crédito reclamado. De esta 

forma, y con fundamento en el art. 268.2 LRJS, el auto por el que se constituye una 

administración o una intervención judiciales puede disponer la retención de la 

totalidad o parte de los frutos y rentas embargados, ordenando que un determinado 

porcentaje de las cantidades ingresadas en la cuenta judicial se destine a abonar la 

remuneración del administrador o interventor, aplicando el resto a atender el 

principal o, en su caso, intereses y costas restantes. Esta fórmula de financiación de 

las administraciones e intervenciones judiciales, sustentada en el art. 268 LRJS, es la 

que ha sido adoptada, con rotundo éxito, por los juzgados de lo social especiales de 

ejecuciones de la provincia de Barcelona.      

 

En último lugar, debe mencionarse una tercera posibilidad para remunerar los cargos 

de administradores o interventores judiciales que sean precisos para culminar 

exitosamente el procedimiento de apremio: el anticipo del pago de los profesionales 

nombrados a cargo de los órganos autonómicos o estatales de la Administración de 

justicia, sin perjuicio de su reintegro tras el cobro del principal e intereses por parte 

del ejecutante. El problema práctico que comporta esta opción tal vez sea la 

                                                 
37 MONTERO AROCA, J.: La ejecución dineraria en el proceso laboral. Op. cit. Págs. 336 y 337.  



 

 

 

dificultad de hallar profesionales dispuestos a asumir un cargo judicial a cambio de 

una escasa retribución, normalmente tarifada por la administración competente.      

 

 5) Responsabilidad, rendición de cuentas y cese del cargo judicial. 

 

Los administradores e interventores judiciales están sujetos a responsabilidad civil, 

exigible en el propio proceso de ejecución si del incumplimiento de sus obligaciones 

derivaran daños evaluables económicamente, pudiéndoseles, además, imponer 

multas coercitivas para obtener el cumplimiento de sus obligaciones, y ello en base a 

los art. 75.2 y 3 y 241.3 LRJS38.  

 

Precisamente por el hecho de que estos nombramientos judiciales pueden acarrear 

responsabilidades derivadas de su desempeño, en el apartado 3 del art. 256 LRJS se 

contempla la posibilidad de “exigencia o no de fianza” a dichos cargos. El 

administrador o el interventor pueden incurrir en responsabilidad si en su actuación 

se producen daños, que pueden ser irrogados tanto a la parte ejecutante como al 

ejecutado, por lo que se les podrá exigir fianza al inicio de su gestión39.  

 

Además, el apartado 4 del art. 256 LRJS dispone que el administrador o, en su caso, el 

interventor nombrado deberá rendir cuenta final de su gestión. Desde el primer 

momento en que la legislación procesal laboral reguló ambas figuras procesales, esta 

previsión fue incorporada al art. 253.3 LPL/1990, siendo posteriormente transpuesta 

al art. 633.2 y 3 LEC. 

 

La obligación de rendir cuenta final de la gestión es, como destaca Montero Aroca40, 

la única obligación para el administrador o interventor que cesan en sus funciones 

que está claramente establecida en la ley procesal laboral, aunque dicha norma no 

dice cómo se aprobarán. Es frente a esta laguna que es plausible aplicar 

supletoriamente41 la mayor parte de las reglas del art. 633.2 y 3 LEC, y ello con las 

imprescindibles adaptaciones al proceso social. De esta forma, de la cuenta final 

presentada se dará traslado a las partes, que podrán impugnarla. Y de mediar 

oposición, se resolverá por el letrado de la administración de justicia tras citar a los 

interesados de comparecencia, siendo el decreto que se dicte recurrible en revisión 

ante el juez o tribunal.  
 

                                                 
38 SALINAS MOLINA, F.: Comentarios a la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social. Op. cit. Pág. 979.  

 

39 VELÁZQUEZ MARTÍN, A.: La intervención judicial de bienes y empresas. Pág. 167. 

 

40 MONTERO AROCA, J.: La ejecución dineraria en el proceso laboral. Op. cit. Pág. 364.  

 

41 En lo referido a la rendición de cuentas, la mayoría de autores coinciden en la aplicabilidad supletoria del art. 633 

LEC. En este sentido, MEDINA CASTILLO, J.E.: Comentarios a la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social. 2ª edición. 

AA.VV. Ed. Lex Nova, Madrid, 2011. Pág. 1.444. Igualmente, CORDÓN MORENO, F.: “Administración e intervención 

judicial en el proceso laboral”. Op. cit. Pág. 582. Asimismo, VELÁZQUEZ MARTÍN, A.: La intervención judicial de 

bienes y empresas. Op. cit. Pág. 168. En el mismo sentido, SEMPERE NAVARRO, A.V.: Comentarios a la Ley de la 

Jurisdicción Social. AA.VV. Ed. Thomson Reuters, Cizur Menor, 2013. Pág. 1.498.   



 

 

 

Tras la culminación de la gestión encomendada y aprobada la cuenta final, el órgano 

que nombró al administrador o al interventor deberá dictar resolución por la que se 

le cese en el cargo. Sin embargo, el cese de estos cargos judiciales también puede 

venir justificada por otras razones, de entre las que cabe destacar la consunción de 

los frutos y rentas debido al cese de la actividad económica de la ejecutada, 

discrepancias con la gestión del administrador o del interventor, etc. En tales 

supuestos sobrevenidos, cabrá exigir igualmente al cargo judicial cesado la rendición 

de cuenta final de su gestión.  

 

Conclusiones.  

 

Las figuras del administrador y del interventor judiciales en el proceso de ejecución 

son poco conocidas en el ámbito de la jurisdicción social y ello a pesar de ser la 

jurisdicción pionera y la más avanzada en su regulación.   

 

El empleo de estas instituciones procesales en el procedimiento de apremio laboral 

tiene una efectividad indiscutible, sin embargo esta efectividad está sometida a una 

condición práctica fundamental: que la parte ejecutada continúe con su actividad 

económica y que sus frutos y rentas embargados eludan la traba acordada por el 

órgano ejecutante. En otras palabras, la utilidad de estas instituciones procesales se 

condiciona a que la parte deudora en el proceso ejecutivo continúe generando frutos 

y rentas que escapen al control del juzgado ejecutor. Sin actividad económica del 

apremiado, sin la generación de frutos y rentas, la administración y la intervención 

carecen de sentido y no ofrecen ventaja alguna a la ejecución judicial, salvo gastos 

inútiles. En consecuencia, tanto la parte instante como el órgano jurisdiccional 

deberán valorar si concurre en la ejecución esta elemental premisa fáctica.  

 

La remuneración de estos auxiliares del juez no debe constituir un obstáculo para su 

nombramiento, sobre todo teniendo en cuenta que existen vías legales alternativas 

para que el trabajador ejecutante no deba afrontar directamente y anticipar de su 

bolsillo la remuneración del profesional que sea nombrado, en cuyo caso nunca 

resultaría viable la constitución de tales cargos.  

 

En definitiva, la experiencia práctica pone en evidencia la notable efectividad de estos 

instrumentos procesales en ejecuciones en las que la parte obligada en el título 

ejecutivo logra eludir la acción del órgano jurisdiccional ejecutante a pesar de 

continuar con su actividad económica.  
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Extremadura 
 

Resolución de 29 de mayo de 2018, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 

ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo de 

la Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación del Acta, de 

fecha 22 de marzo de 2018, del "Convenio Colectivo para el personal que presta 

servicios en Cruz Roja Española de Cáceres" en la que se recogen los acuerdos para 

proceder a la modificación del artículo 2 del citado convenio. ir al texto  

 

Resolución de 29 de mayo de 2018, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 

ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo de 

la Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación del texto del 

Convenio Colectivo de Trabajo "Comercio textil de la provincia de Badajoz" ir al texto 

 

Resolución de 15 de junio de 2018, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 

ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo de 

la Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación del Acuerdo 

sobre la modificación del artículo 10 del Convenio Colectivo para el personal laboral al 

servicio de la Junta de Extremadura. ir al texto 
 

Galicia 
 

Cruz Roja Española en Pontevedra ir a texto 

 

Comercio de materiales de construcción y saneamiento ir a texto 

 

Madrid 
 

Resolución de 22 de mayo de 2018, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 

de Economía, Empleo y Hacienda, sobre registro, depósito y publicación del convenio 

colectivo del Sector Empresas Comercializadoras de Juegos Colectivos de Dinero y 

Azar, suscrito por patronales y sindicatos (código número 28005825011989) ir al texto 

 

Resolución de 22 de mayo de 2018, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 

de Economía, Empleo y Hacienda, sobre registro, depósito y publicación del convenio 

colectivo del Sector de Transitarios de Madrid, suscrito por patronal y sindicatos 

(código número 28010785011999) ir al texto 

 

Valencia 
 

Construcción y obras públicas ir a texto 
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http://doe.gobex.es/ultimosdoe/mostrardoe.php?fecha=20180619
http://doe.gobex.es/ultimosdoe/mostrardoe.php?fecha=20180620
http://www.boppo.depo.gal/web/boppo/detalle/-/boppo/2018/06/15/2018031439
http://www.boppo.depo.gal/web/boppo/detalle/-/boppo/2018/06/15/2018031434
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https://bop.dival.es/bop/drvisapi.dll?LO=00000001a6b7c8d9000000050000002000003044434ea567000000000001000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000000&type=application/pdf


 

 

 

JURISPRUDENCIA 
Tribunal Constitucional 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

DERECHO A LA PROTECCIÓN DE DATOS DE 
CARÁCTER PERSONAL 

STC 58/2018, de 4 de junio 

ir al texto 

 

Resumen: Recurso de amparo 2096-2016. Promovido por D.F.C. y M.F.C., respecto 

de la sentencia dictada por la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo en proceso por 

vulneración del derecho al honor, la intimidad y la propia imagen entablado frente 

a Ediciones El País, S.L. 

 

Vulneración de los derechos al honor, la intimidad y la protección de datos: 

ejercicio del denominado derecho al olvido respecto de datos veraces que figuran 

en una hemeroteca digital; prohibición de indexación de nombres y apellidos 

como medida limitativa de la libertad de información idónea. 

 

 

DECRETOS LEYES 

STC  61/2018, de 7 de junio 

ir al texto 

 

Resumen: Recurso de inconstitucionalidad 3688-2013. Interpuesto por más de 

cincuenta diputados del Grupo Parlamentario Socialista respecto del Real Decreto-

ley 5/2013, de 15 de marzo, de medidas para favorecer la continuidad de la vida 

laboral de los trabajadores de mayor edad y promover el envejecimiento activo. 
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Límites de los decretos-leyes: nulidad de diversas disposiciones para cuya 

aprobación no se ha acreditado la concurrencia del presupuesto habilitante de la 

extraordinaria y urgente necesidad. Voto particular. 

 

 

PROCEDIMIENTO ADMINISRATIVO 

STC  55/2018, de 24 de mayo.  

Procedimiento: Recurso de inconstitucionalidad 3628-2016 

 

Resumen: Interpuesto por el Gobierno de la Generalitat de Cataluña en relación 

con diversos preceptos de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento 

administrativo común de las administraciones públicas. 

 

Resumen: Procedimiento administrativo: Competencias sobre procedimiento 

administrativo: nulidad de diversos extremos de los preceptos relativos a los 

registros electrónicos de apoderamientos, los principios de buena regulación y que 

identifican los títulos competenciales habilitantes para la aprobación de la ley; 

inconstitucionalidad de distintos preceptos que regulan la iniciativa legislativa y la 

potestad reglamentaria; interpretación conforme de la disposición relativa a la 

adhesión de las administraciones territoriales a las plataformas y registros de la 

Administración General del Estado. Voto particular. 

 

 

 

JURISPRUDENCIA 
Tribunal Supremo 

 

 

 

 

 

 
 

 

ALTA DIRECCIÓN 

STS 16/05/2018 

 

Nº de Recurso: 2510/2016 

No de Resolución: 517/2018    
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Ponente: MILAGROS CALVO 

IBARLUCEA 

 

Resumen: Alta dirección: plazo de 

prescripción de las faltas cuando la 

sanción se impone a un trabajador 

que ostenta la condición de alto 

cargo, relación laboral especial 

regida por el Real Decreto 1382/19 

85 de 1 de agosto. Dicho régimen 

especial presenta peculiaridades 

entre las que se encuentra la 

formulación del plazo de 

prescripción en su artículo 13.1 que 

se eleva a doce meses, frente a la 

dicción del artículo 62.2 del Estatuto 

de los Trabajadores en el que se 

contempla la existencia de dos 

plazos, el denominado de 

prescripción "corta" de 60 días para 

las faltas muy graves y el de 

prescripción "larga" de seis meses, 

que no se aplica al caso.  

 

Reitera doctrina: STS de 22 de 

octubre de 2003 (RCUD 470/2003),  

 

 

CONDICIÓN MÁS 
BENEFICIOSA 

STS 16/05/2018 ir al texto 

 

Nº de Recurso: 1806/2016 

Nº de Resolución: 527/2018  

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 

PELLICER  

 

Resumen: Condición más 

beneficiosa: una determinada 

cantidad que se abona en 

cumplimiento del pliego de 

condiciones  no constituye una 

condición más beneficiosa que deba 

ser respetada y que no pueda ser 

compensada en aplicación del V 

Convenio Marco estatal de servicios 

de atención a personas 

dependientes.  

 

Reitera doctrina: ( SSTS de 21 de 

febrero de 2018, Rcud. 1322/2016 ), 

estableciendo que no hay una 

condición más beneficiosa 

consistente en el derecho 

consolidado a percibir dicho 

complemento salarial en su anterior 

cuantía, cuyo pago no obedecía a la 

voluntad de la empresa de otorgar 

un beneficio superior a las 

exigencias legales o convencionales 

sino que obedece al cumplimiento 

de la obligación impuesta por un 

tercero a través del pliego de 

condiciones que ha elaborado el 

empresario principal- en este caso la 

administración pública-, y al que 

debe someterse para su 

cumplimiento durante la ejecución 

de la contrata  

 

 

CONTRATO 
EVENTUAL 

STS 31/05/2018 ir al texto 

 

Nº de Recurso: 3528/2016 

Nº de Resolución: 582/2018  

Ponente: LUIS FERNANDO DE 

CASTRO FERNÁNDEZ  

 

Resumen: Contrato eventual: 

Correos y Telégrafos: el art. 47 del III 
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Convenio Colectivo de la «Sociedad 

Estatal Correos y Telégrafos , SA» es 

plenamente acorde al art. 15.1.b) ET 

, tanto en la concreta configuración 

que el precepto estatutario hace de 

la eventualidad [«Cuando las 

circunstancias del mercado, 

acumulación de tareas o exceso de 

pedidos así́ lo exigieran, aun 

tratándose de la actividad normal de 

la empresa»], cuanto a la remisión 

que hace para su posible desarrollo 

por la negociación colectiva [«Por 

convenio colectivo se podrán 

determinar las actividades en las que 

puedan contratarse trabajadores 

eventuales... »]. Y ello es así ́, porque 

la previsión convencional dispone -

para el «contrato eventual por 

circunstancias de la producción»- 

que este contrato «es el que se 

concierta para atender exigencias 

circunstanciales del mercado, 

depósitos masivos o acumulación de 

tareas, aún tratándose de la 

actividad normal de la empresa y 

siempre que se derive de 

circunstancias que respondan a 

necesidades no permanentes. Se 

considerarán como necesidades no 

permanentes, a título ilustrativo, las 

relativas a volumen de trabajo no 

previsto en campañas de elecciones, 

censos, catastros, notificaciones, 

campañas institucionales y trabajos 

por aumentos puntuales de la 

producción, y en general el exceso 

de trabajo que se produzca cuando 

la carga de trabajo supere la 

disponibilidad de los recursos del 

personal fijo y fijo-discontinuo». 

Prescripción que en manera alguna 

violenta las escuetas previsiones que 

contiene el relatado art. 15.1.b) ET, 

sino que se presenta como relato de 

simples especificaciones de 

supuestos con pleno encaje en la 

definición legal.  

(...) La masificación de las 

convocatorias en «Correos», aunque 

no justifique el defecto apreciado -

en la obligada expresión de la 

causa-, sí puede hacer más 

comprensible una cierta 

estandarización en las 

contrataciones y que se acuda a la 

inexpresiva indicación «tipo» de la 

concreta causa de la temporalidad 

del contrato; sobre todo cuando esa 

causa ha pasado por el tamiz de las 

comisiones paritarias de control a 

que antes nos hemos referido, y se 

trata de innúmeras plazas -miles, en 

todo el país- a cubrir. 

 

 

COSA JUZGADA 

STS 18/05/2018  ir al texto 

 

Nº de Recurso: 3552/2016  

Nº de Resolución: 550/2018    

Ponente: SEBASTIÁN MORALO 

GALLEGO  

 

Resumen: Cosa juzgada: no debe 

desplegar eficacia de cosa juzgada 

una anterior sentencia firme que se 

pronuncia sobre uno de los 

elementos de una determinada 

prestación de seguridad social, 

cuando se produce posteriormente 

un cambio en la doctrina 

jurisprudencial del que se desprende 

un mayor beneficio para el 

demandante.  
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Se entiende vulnerado el principio 

de igualdad cuando se aprecia la 

existencia de cosa juzgada en 

supuestos en que, debido a un 

cambio jurisprudencial, la 

Administración ha procedido a 

modificar el criterio de 

interpretación en vía administrativa, 

razón por la que ha de aplicarse el 

mismo criterio en vía judicial".  

 

La tesis tradicional de esta Sala del 

Tribunal Supremo, según la cual, 

reconocida una prestación con una 

concreta base reguladora en 

sentencia firme, esta decisión se 

convierte en inamovible por 

aplicación de los efectos de la cosa 

juzgada material de conformidad 

con lo dispuesto al respecto en el 

art. 222 de la Ley de Enjuiciamiento 

Civil ...", debe decaer cuando se 

produce una situación de 

enfrentamiento entre el principio de 

cosa juzgada y el derecho 

constitucional a la igualdad que 

pregona el art. 14 de la Constitución 

, porque "En esta situación la 

solución tradicional que debe 

permanecer como regla general, 

quiebra y ha de ceder ante el 

indicado derecho fundamental por 

cuanto del contenido esencial del 

principio de igualdad forma parte la 

necesidad de dar trato igual a 

situaciones iguales, sin que pueda 

aceptarse un trato desigual carente 

de justificación objetiva y razonable 

como viene diciendo el Tribunal 

Constitucional de forma reiterada 

desde sus primeras sentencias 

dictadas en interpretación del 

indicado precepto constitucional".  

Reitera doctrina: STS 25/10/2017, 

rcud.171/2016, STS 21/1/2010, 

rcud.57/2009, aplica la doctrina del 

Tribunal Constitucional contenida en 

la STC 307/2006.  

 

 

CONTRATO DE 
TRABAJO 

STS 18/05/2018  

 

Nº de Recurso: 3513/2016 

Nº de Resolución: 549/2018  

Ponente: SEBASTIÁN MORALO 

GALLEGO 

 

Resumen: Contrato de trabajo: la 

prestación de servicios de 

conducción de vehículos de 

transporte por carretera que 

desempeñaba el actor, se 

corresponde con un verdadero 

contrato de trabajo, y no se enmarca 

dentro de las previsiones del art. 1.3 

letra g) ET, que excluye del ámbito 

laboral a las personas que realizan 

esa actividad al amparo de 

autorizaciones administrativas de las 

que sean titulares y con vehículos 

comerciales cuya propiedad o poder 

directo de disposición ostentan.  

 

A la inexistencia de una 

infraestructura organizativa propia 

de la cooperativa se añade un 

elemento especial de singular 

relevancia, cual es la de que tan solo 

dispone de tres socios trabajadores, 

mientras que los restantes 115 

socios, entre ellos el actor, ostentan 

la condición de socios 



 

 

 

colaboradores en una muy anómala 

y desproporcionada relación de 

unos y otros.  

 

Y si bien es cierto que el art. 80.1 de 

la Ley 27/1999, de 16 de julio, de 

Cooperativas , admite que las 

cooperativas de trabajo asociado 

puedan contar con socios 

colaboradores, no lo es menos que 

la presencia tan absolutamente 

mayoritaria de esta figura es 

claramente reveladora de la 

utilización abusiva de la forma 

societaria, teniendo en cuenta que 

conforme al art. 14 de la Ley los 

socios colaboradores se definen en 

contraposición a los socios 

trabajadores, como las "personas 

físicas o jurídicas, que, sin poder 

desarrollar o participar en la 

actividad cooperativizada propia del 

objeto social de la cooperativa, 

pueden contribuir a su consecución" 

, tras lo que se establece que el 

socio colaborador no "podrá 

desarrollar actividades 

cooperativizadas en el seno de dicha 

sociedad".  

 

Definición de socio colaborador que 

choca frontalmente con la 

posibilidad de que puedan ostentar 

esta naturaleza quienes son los 

conductores de los vehículos de una 

cooperativa de trabajo asociado de 

transporte, en la que la actividad 

cooperativizada consiste justamente 

en prestar esa clase de servicios. 

 

 

DESEMPLEO 

STS 06/06/2018 ir al texto 

 

Nº de Recurso: 3045/2016  

Nº de Resolución: 598/2018   

Ponente: ROSA MARÍA VIROLES 

PIÑOL 

 

Resumen: Desempleo: Revisión de 

oficio de actos declarativos de 

derechos por el SPEE.  Lo acaecido 

(revocar un subsidio de desempleo 

por detectar que se ha obtenido sin 

suministrar datos exactos) se 

subsume en la excepción legal que 

permite a la Entidad Gestora (el 

SPEE en caso de desempleo) revisar 

sus propios actos sin necesidad de 

acudir a los Tribunales o de 

sujetarse al plazo de un año desde 

que se hubiera dictado la resolución 

reconociendo el derecho".  

 

Ninguna duda cabe que el SPEE 

estaba facultado para revisar sus 

propios actos acudiendo a los 

Tribunales por la vía del art. 146.1 

LRJS sin sujetarse al plazo de un año 

desde que se hubiera dictado la 

resolución reconociendo el derecho, 

al tratarse de un acto declarativo de 

derechos no susceptible de serlo por 

la propia administración; y habiendo 

accionado dentro del plazo de 

cuatro años que prevé ́ el art. 146.3 

LRJS, su actuación ha sido correcta 

Reitera doctrina. 10 de octubre de 

2017 (rcud. 4076/2016)  

 

 

DESPIDO 
OBJETIVO 
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STS 30/05/2018  ir al texto 

 

Nº de Recurso: 2329/2016 

Nº de Resolución: 576/2018 

Ponente: JESÚS GULLÓN 

RODRÍGUEZ 

   

Resumen: Despido objetivo: ante la 

concurrencia de causas 

organizativas y productivas, el 

empleador que por ese motivo no 

precisa de la totalidad de la jornada 

de un trabajador a tiempo completo, 

cuando éste se niega a aceptar la 

modificación del contrato en otro a 

tiempo parcial, puede llevar a cabo 

el despido objetivo con base en 

tales causas, al amparo del art. 52 c) 

ET, sin que deba llevar a cabo antes 

una modificación sustancial de las 

condiciones de trabajo del art. 41 ET 

La contratación de otro trabajador a 

tiempo parcial que se adaptase a 

esas necesidades de la empresa no 

supone fraude alguno, sino mera 

ejecución de las posibilidades 

legales que la propia negativa del 

trabajador propiciaba, teniendo en 

cuenta que la empresa en ningún 

caso podía aplicar el art. 41 ET para 

modificar la naturaleza del contrato 

de trabajo a tiempo completo en 

otro a tiempo parcial. 

 

 

FOGASA 

STS 16/05/2018 ir al texto 
 

Nº de Recurso: 124/2016 

Nº de Resolución: 516/2018 

Ponente: MARÍA LUZ GARCÍA 

PAREDES 

Resumen: FOGASA. Para que pueda 

abonarse a prorrata los créditos 

concurrentes de los trabajadores y 

FOGASA, no es necesario que éste 

comparezca como subrogado con 

anterioridad a la realización de los 

bienes del deudor.  

 

En el proceso ejecutivo seguido por 

los trabajadores lo que se está 

ejecutando es un título en el que se 

ha condenado al ejecutado al pago 

de unas cantidades. De estas 

cantidades FOGASA ha procedido al 

pago de una parte de esa condena, 

pasando a ostentar la condición de 

subrogado de los propios 

ejecutantes y por parte del crédito 

que figura en el título que se está 

ejecutando. Esto es, FOGASA no es 

un tercero que se suma o acumula a 

la ejecución, sino que se coloca 

como subrogado de los ejecutantes 

de forma que no se le exige ningún 

auto despachando ejecución sino, 

como hemos dicho anteriormente, 

un Decreto que le considere como 

ejecutante por subrogación y en las 

cantidades satisfechas en tal 

condición. No debemos olvidar que 

la subrogación no atribuye al 

subrogado un derecho de repetición 

o reembolso de lo abonado sino 

que, como recuerda la STS de 1 de 

febrero de 2000, rcud 619/1999 , "le 

transfiere "el crédito con todos los 

derechos a él anexos" como 

expresamente dispone el art. 1212 

del Código Civil , lo que se traduce 

en términos procesales en una 

transmisión de la propia acción 

ejecutiva como derecho anejo a la 

subrogación, dando lugar a un 
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supuesto de sucesión procesal 

producida dentro del proceso". Y 

esta sucesión en la persona del 

ejecutante y por la parte del crédito 

abonado no impide continuar el 

proceso de ejecución en sus propios 

términos  

 

 

JURISDICCIÓN 

STS 17/05/2018  Ir al texto 

 

Nº de Recurso: 3598/2016 

Nº de Resolución: 544/2018   

Ponente: MARÍA LOURDES ARASTEY 

SAHÚN 

 

Resumen: Jurisdicción: 

incompetencia de jurisdicción. La 

demanda origen de las actuaciones 

se presenta por quien ostenta la 

condición de personal estatutario 

del Servicio Canario de Salud y se 

articula como una acción de tutela 

de derechos fundamentales, 

suplicando que se declare la nulidad 

radical de la conducta -que se tilda 

de acoso-, se ordene el cese de la 

misma y se condene a los 

demandados al abono de una 

indemnización en concepto de 

daños y perjuicios -por distintos 

conceptos-  

 

Lo que aquí́ se dilucida no es la 

reclamación frente a la 

Administración empleadora por el 

incumplimiento de sus obligaciones 

en materia de prevención, como 

sucedía en el supuesto de esa 

sentencia de esta Sala (STS 10 abril 

2014 (Rec 67/12). En el presente 

caso el actor persigue la salvaguarda 

de un derecho fundamental cuyo 

ataque entiende producido en el 

marco de la relación de prestación 

de servicios que mantiene con la 

Administración demandada. No nos 

encontramos en marco del art. 2 e) 

LRJS, sino en el del art. 2 f) LRJS.  

 

 

STS 06/06/2018  ir al texto 

 

Nº de Recurso: 372/2016 

Nº de Resolución: 599/2018   

Ponente: ANTONIO VICENTE 

SEMPERE NAVARRO 

 

Resumen: Jurisdicción: reclamación 

de cantidad dirigida frente a 

empresa concursada, y otras 

empresas y administradores. 

Competencia de la jurisdicción social 

Cuando se quiere cuestionar la 

validez del despido acordado en el 

seno del concurso hay que accionar 

(individual o colectivamente) ante el 

Juzgado de lo Mercantil. Eso es así́ 

incluso si se desea plantear la 

existencia de un posible fenómeno 

empresarial de agrupación. Se trata 

de criterio acogido tanto antes 

cuanto después de las 

modificaciones introducidas en la LC 

que entraron en vigor a principio de 

enero de 2012.  

 

Pero si no se cuestiona la validez del 

despido concursal, sino que se 

reclama el abono de determinadas 

cantidades derivadas de la extinción 

contractual que comporta (sean 

indemnizatorias o retributivas) la 

solución debe ser la opuesta. La 
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competencia exclusiva del Juez 

Mercantil desaparece cuando se 

trata de una reclamación laboral 

dirigida frente a quienes no son 

sujetos concursados.  

La excepcionalidad de la atribución 

competencial en favor del Juez del 

Concurso juega en favor de la 

jurisdicción social cuando no 

aparezca una norma explícita que le 

asigne el conocimiento de 

determinado asunto.  

 

 

MODIFICACIÓN 
SUSTANCIAL DE 
LAS CONDICIONES 
DE TRABAJO 

STS 29/05/2018 ir al texto 

 

Nº de Recurso: 60/2017  

Nº de Resolución: 555/2018    

Ponente: MARÍA LUZ GARCÍA 

PAREDES 

 

Resumen: Modificación sustancial de 

las  condiciones de trabajo: 

inexistencia de caducidad de la 

acción. No hay caducidad en el 

ejercicio de la acción porque, para 

limitar el ejercicio de la acción 

ejercitada, no hay constancia de una 

notificación expresa a la 

representación legal de los 

trabajadores de la medida adoptada. 

Y ello porque, como se dice por la 

parte recurrente, no es lo mismo 

tener conocimiento de la medida 

que una expresa notificación a dicha 

representación de la decisión 

empresarial, que es lo que exige la 

norma, y menos que la 

comunicación remitida por el 

Comité de Madrid tenga la 

trascendencia que se le ha otorgado 

por la sentencia recurrida para cerrar 

el examen de la acción ejercitada.  

 

En efecto, la caducidad, como 

medida excepcional del 

ordenamiento jurídico, para 

proteger el interés derivado de una 

pronta estabilidad y dar certidumbre 

de las situaciones jurídicas 

pendientes de modificación, no 

puede ser objeto de 

interpretaciones extensivas que, en 

definitiva, impidan todo posible 

examen del derecho material y la 

consiguiente decadencia de 

determinados derechos.  

 

Con ese alcance es con el que se 

debe analizar el problema que se 

plantea entorno a la caducidad y el 

día inicial de plazo para su cómputo. 

Al respecto y en relación con las 

acciones en materia de modificación 

sustancial de las condiciones 

laborales, esta Sala ha señalado, con 

cita de la STS 21 mayo 2013 (rec. 

23/2012 ), que "la importancia de 

esa notificación como garantía de 

seguridad jurídica para aplicar un 

plazo perentorio de caducidad tan 

breve e impeditivo del ejercicio de la 

acción, razón por la que no cabe 

aplicar el plazo de caducidad de 20 

días previsto en la norma, al no 

darse el presupuesto para el inicio 

del cómputo". 
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STS 07/06/2018 ir al texto 

 

Nº de Recurso: 95/2017 

Nº de Resolución: 600/2018   

Ponente: ÁNGEL ANTONIO BLASCO 

PELLICER 

 

Resumen: Modificación sustancial de 

las condiciones de trabajo: las 

causas económicas definidas en la 

DA 16 ET para el sector público en 

caso de despido colectivo no son de 

aplicación en las MSCT. Sostiene la 

recurrente que, en relación a la 

configuración de las causas 

económicas en el sector público, la 

referida Disposición Adicional del 

Estatuto de los Trabajadores sería 

omnicomprensiva y serviría para 

configurar la causa económica no 

sólo en supuestos de despidos sino 

en el resto de medidas que la norma 

estatutaria prevé que tengan su 

fundamento en la referida causa. Sin 

embargo, tal tesis no puede 

admitirse debido fundamentalmente 

a dos razones distintas: la primera 

literal, habida cuenta de que la 

configuración de causa económica 

que para el sector público realiza la 

referida Disposición Adicional del ET 

esta ́ limitada por su enunciado y 

contenido a supuestos de despido y 

no a otros; y, en segundo lugar, 

porque el artículo 41 ET realiza una 

configuración de causa económica 

exclusivamente vinculada a la 

competitividad de la empresa que 

resulta diferente de la que el artículo 

51.1 ET establece para supuestos de 

despido, por lo que de tal diferencia 

resulta lógico concluir que, habida 

cuenta de que la D.A. 16a ET no 

contiene ninguna referencia a la 

modificación sustancial de 

condiciones de trabajo, ello 

obedece, precisamente, a que el 

legislador no quiso establecerla en 

ningún caso y, en consecuencia, la 

configuración causal del artículo 41 

ET resulta de aplicación, también, en 

el ámbito del sector público. 

 

Existencia de causas económicas 

para la MSCT: las (...) circunstancias 

económicas y su agravación, el 

hecho de que las medidas a adoptar 

sean temporales y el dato de que ya 

habían sido pactadas con los 

trabajadores para un largo periodo, 

conduce a la Sala a considerar que 

las medidas propuestas por la 

empresa resultaban adecuadas y 

razonables a los fines previstos por 

la norma, por lo que entendemos 

que la sentencia recurrida ha 

infringido el artículo 41 ET 

denunciado en lo relativo a la 

apreciación de las causas y a su 

vinculación con las medidas 

propuestas y los fines de 

reequilibrar la situación económica 

de la empresa, elemento 

imprescindible para la mejora de la 

competitividad, en los términos 

exigidos por el reiterado artículo 41 

ET ; razón por la que cabe estimar el 

recurso de la empresa.  

 

 

RECARGO DE 
PRESTACIONES 

STS 25/04/2018 ir al texto 
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Nº de Recurso: 711/2016 

Nº de Resolución: 443/2018   

Ponente: JOSÉ MANUEL LÓPEZ 

GARCÍA DE LA SERRANA 

Resumen: Recargo de prestaciones: 

sentencia firme en proceso de 

impugnación de sanción 

administrativa que anula la sanción 

por inexistencia de infracción 

administrativa y que es aportada al 

proceso de recargo de prestaciones 

una vez dictada sentencia en 

instancia y en suplicación. Efectos de 

cosa juzgada de la sentencia 

aportada al proceso de recargo, a 

los efectos del art.222.4 LEC, para 

revocar el recargo y  concluir que el 

accidente laboral en el que se vio 

involucrado se produjo sin mediar 

infracción alguna por parte de la 

empresa referida a los equipos de 

trabajo. 

 

 

RECURSO DE 
SUPLICACIÓN  

STS 18/05/2018  ir al texto 

 

Nº de Recurso: 381/2017  

Nº de Resolución: 551/2018    

Ponente: MARÍA LUISA SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

 

Resumen: Recurso de suplicación: es 

recurrible una sentencia en la que se 

resuelve la impugnación de una 

sanción impuesta a la empresa, por 

falta grave, en materia de 

prevención de riesgos laborales, 

consistente en una sanción de 2.406 

E, -no recurrible en suplicación a 

tenor de lo establecido en el artículo 

191.3 g) de la LRJS - en el supuesto 

de que en la demanda impugnando 

la sanción se invoque también la 

vulneración de un derecho 

fundamental, el derecho a la 

presunción de inocencia. 

 

 

SALARIOS DE 
TRAMITACIÓN 

STS 25/04/2018  ir al texto 

 

Nº de Recurso: 2152/2016 

Nº de Resolución: 438/2018  

Ponente: SEBASTIÁN MORALO 

GALLEGO  

 

Resumen: Salarios de tramitación: 

declarado nulo el despido de un 

trabajador en situación de reducción 

de jornada por cuidado de hijos 

menores al amparo de lo prevenido 

en el art. 37.5 ET, los salarios de 

tramitación no deben  computarse 

teniendo en cuenta esta jornada 

reducida, sino la jornada sin 

reducción,  dada su naturaleza 

indemnizatoria conforme a la 

doctrina constante del TS; lo que 

disponen el art.37, apartados 4bis, 5 

y 7   DA 19 ET;  y la doctrina del 

TJUE, STJUE de 27 febrero 2014 C-

588/12 el Tribunal de Justicia (Sala 

Tercera). 

 

 

SUBROGACIÓN 
CONVENCIONAL 
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STS 08/05/2018  ir al texto 

 

Nº de Recurso: 3484/2016  

Nº de Resolución: 466/2018    

Ponente: JOSÉ MANUEL LÓPEZ 

GARCÍA DE LA SERRANA 

 

Resumen: Subrogación 

convencional: la empresa de 

seguridad a la que se adjudica la 

nueva contrata de vigilancia de unas 

dependencias viene obligada a 

subrogarse en los contratos de los 

empleados por la anterior 

contratista, cuando se reduce el 

volumen de los servicios a prestar en 

virtud de la contrata.  

 

Las nuevas adjudicatarias del 

servicio venían obligadas a 

subrogarse en el contrato de trabajo 

del actor, sin que se puedan estimar 

las alegaciones relativas a que la 

reducción del volumen de la 

contrata, y la minoración de las 

horas de vigilancia que se les 

adjudicaban, justificaban que la 

subrogación solo procediera 

respecto de los contratos de los 

trabajadores necesarios para llevar a 

cabo el servicio de vigilancia que se 

le adjudicaba.  

 

 

SUCESIÓN DE 
EMPRESA 

STS 05/06/2018  ir al texto 

 

Nº de Recurso: 471/2017 

Nº de Resolución: 594/2018  

Ponente: MARÍA LUISA SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

 

Resumen: Sucesión de empresas: 

existe sucesión de empresa y, por 

tanto subrogación de la adquirente 

en los derechos y obligaciones de la 

empresa transmitente con sus 

trabajadores, en el supuesto en el 

que una unidad productiva 

perteneciente a una empresa en 

situación de concurso, sea adquirida, 

en fase de liquidación, por una 

tercera empresa, cuando en el auto 

de adjudicación se consigna 

expresamente que no existe 

sucesión de empresa entre la 

concursada y la adjudicataria de los 

bienes.  

 

1) El orden jurisdiccional social es el 

competente para resolver si se 

produce transmisión de empresa en 

un supuesto en el que una empresa 

adquiere una unidad productiva en 

virtud de la liquidación efectuada en 

el seno de un procedimiento 

concursal.  

 

2) En el presente supuesto ha 

quedado acreditado que el 

adquirente se ha hecho cargo de 

una unidad productiva autónoma 

por lo que, en virtud de lo 

establecido en el artículo 44.1 y 2 

del Estatuto de los Trabajadores, 

existe sucesión de empresa, lo que, 

en principio, acarrea las 

consecuencias previstas en el 

apartado 3 del precitado artículo 44 

en orden a la responsabilidad de 

cedente y cesionario respecto a las 
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obligaciones laborales nacidas con 

anterioridad a la cesión.  

 

3) Resta por dilucidar si, cuando la 

adquisición de una unidad 

productiva se produce en virtud de 

la adjudicación que el Juez Mercantil 

efectúa en la fase de liquidación del 

concurso, nos encontramos ante el 

fenómeno de la sucesión de 

empresa regulado por el artículo 44 

del Estatuto de los Trabajadores.  

 

La clave para la solución del 

supuesto aparece en el apartado 4 

del propio artículo 148, que dispone: 

"En el caso de que las operaciones 

previstas en el plan de liquidación 

supongan la modificación sustancial 

de las condiciones de trabajo de 

carácter colectivo, incluidos los 

traslados colectivos, o la suspensión 

o extinción colectivas de las 

relaciones laborales, previamente a 

la aprobación del plan, deberá darse 

cumplimiento a lo dispuesto en el 

artículo 64" -procedimiento para la 

modificación sustancial de 

condiciones de trabajo de carácter 

colectivo, incluidos los traslados 

colectivos y de suspensión o 

extinción colectivas de las relaciones 

laborales, una vez declarado el 

concurso-. Tal exigencia obedece a 

que se trata de evitar que la 

totalidad de los trabajadores de la 

empleadora, con las condiciones de 

trabajo que tenían, pasen a la 

adjudicataria con todos sus 

derechos. Si la adquisición de una 

unidad productiva autónoma en el 

seno del concurso no supusiera que 

existe sucesión de empresa, esta 

previsión normativa sería superflua, 

ya que la adquisición de la unidad 

productiva autónoma no conllevaría 

la asunción de los trabajadores de la 

empleadora, por lo que el plan de 

liquidación habría de limitarse a 

contemplar las condiciones de la 

realización de bienes y derechos del 

concursado, pero sin previsión 

alguna respecto a la situación de los 

trabajadores. Si del precepto 

resultare que no hay sucesión de 

empresa sería única y 

exclusivamente la empleadora la 

responsable de adoptar las medidas 

legales para la modificación 

sustancial de condiciones de trabajo, 

extinciones colectivas... de sus 

trabajadores, pero estas medidas no 

tendrían que aparecer ligadas a la 

aprobación del plan de liquidación 

de los bienes de la masa activa ya 

que la adquirente sería por 

completo ajena a la suerte de los 

trabajadores de la empleadora.  

 

La dicción del apartado 4 del 

artículo 148 de la Ley Concursal nos 

conduce a la conclusión de que la 

norma no ha excluido que la 

adquisición de una unidad 

productiva en el seno del concurso 

suponga sucesión de empresa sino, 

al contrario, de forma indirecta esta ́ 

admitiendo que en dicho supuesto 

se produce sucesión de empresa.  

Por otra parte hay que señalar que 

en el preámbulo de la Ley 38/2011, 

de 10 de octubre, de reforma de la 

Ley 22/2003, concursal, se consigna:  

«En definitiva, esta ley aporta al 

instituto del concurso una mayor 

seguridad jurídica, la apertura de 



 

 

 

nuevas vías alternativas que buscan 

el equilibrio entre la viabilidad de la 

empresa y la necesaria garantía 

judicial, el impulso de los medios 

electrónicos, así como la 

simplificación y la agilización 

procesal, sin olvidarse de efectuar 

una notable mejora de la posición 

de los trabajadores».  

 

La finalidad de la reforma es, por 

tanto, mejorar la posición de los 

trabajadores en el concurso, 

finalidad que se consigue aplicando 

la subrogación en los supuestos de 

adjudicación de una unidad 

productiva en los términos 

anteriormente consignados.  

 

3.- No se opone a la anterior 

conclusión que el apartado 2 del 

precitado artículo 148 disponga que 

"...el juez, según estime conveniente 

para el interés del concurso, 

resolverá mediante auto aprobar el 

plan en los términos.  

 

(...)La Sala considera que la 

interpretación que procede hacer 

del precepto cuestionado ha de ser 

la misma que ya fue tradicional en 

nuestro derecho histórico, o sea, la 

que entiende que el legislador 

español, yendo más allá del 

comunitario, ha establecido que, en 

caso de sucesión empresarial no 

solo se produce la subrogación de la 

nueva en los derechos y 

obligaciones del anterior respecto 

de los trabajadores cedidos, sino 

que ha mantenido la 

responsabilidad solidaria de ambas 

empresas respecto de las deudas 

laborales que la empresa cedente 

tuviera pendientes de abonar». 
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JURISPRUDENCIA 
Tribunales Superiores de Justicia 

 

SUCESIÓN DE EMPRESAS 

Sentencia del TSJ de País Vasco. Sala de lo Social. ir al texto 

Ponente: Juan Carlos Iturri Gárate 

 

Resumen: Sucesión de empresas. Administración Púbica. Reversión de servicio de 

grúa municipal. 

 

Limitaciones públicas de contratación de personal nuevo por Ley Presupuestaria. 

Falta de infracción de tal normativa, que prevé supuestos excepcionales y por 

ende, porque hay opción empresarial entre indemnizar o readmitir en despido 

improcedente y por tanto, la sentencia recurrida no infringe esa obligación. 

 

No cabe trocar la relación indefinida que se mantiene con una empresa en 

contrato laboral indefinido no fijo de la Administración Pública si opera la 

subrogación en caso de reversión.  

 

 

DESPIDO 

Sentencia del TSJ de Galicia. Sala de lo Social. ir al texto 

Ponente: María Teresa Conde-Pumpido Tourón 

 

Resumen: Contrato de relevo temporal. Preferencia en contratación de familiares. 

Valor de la costumbre.  

 

Indemnización por fin de contrato temporal. Doctrina de Diego Porras. Aplicación 

directa de la sentencia TJUE Grupo Norte Facility, SA. 
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JURISPRIDENCIA 
Juzgados de lo Social 

 
 

DESPIDO VERBAL 

Juzgado de lo Social nº 2 de Málaga ir al texto 

 

Resumen: Despido verbal. Alteración sustancial de la demanda. Desistimiento de la 

misma. Caducidad de la acción. Apreciación de oficio.  
 

 

ACTO DE CONCILIACIÓN ADMINISTRATIVO 

Juzgado de lo Social nº 2 de Málaga ir al texto 

 

Resumen: Acto de conciliación administrativo. Impugnación laboral del acto de 

conciliación: objeto restringido. Defectuosa citación de la requirente para la 

asistencia al mismo: cauce para reclamar frente a la Administración que gestiona el 

servicio. Falta de acción. Inadecuación de procedimiento. Caducidad.  
 

 

DESPIDO IMPROCEDENTE 

Juzgado de lo Social nº 3 de Sevilla ir al texto 

 

Resumen: Despido improcedente. Administración Pública. Contrato de interinidad 

por vacante.  

 

Falta de acción: suscripción contrato temporal posterior tras cese.  

Superación del plazo de tres años sin cubrirse la vacante: efectos.  
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Contratación laboral temporal: indeterminación de la fecha concreta de 

terminación y duración inusualmente larga. Doctrina del Tribunal de Justicia de la 

Unión Europea. 

 

Obligación de convenio colectivo de recolocar caso de cobertura de plaza. Efectos 

del incumplimiento.  
 

 

DESPIDO  

Juzgado de lo Social nº 42 de Madrid ir al texto 

 

Resumen: Despido. Alegación de ataque a la libertad sindical. Despido motivado 

en transmitir información de la empresa a trabajadores de la misma por su 

representante legal. 

 

Medidas cautelares. Reposición en todas las funciones de representante legal de 

los trabajadores durante el trámite del proceso.  

 

Levantamiento de la medida de retirada de la tarjeta de autorización de acceso a la 

empresa como medida cautelar, de la clave de acceso informático y de sus 

funciones también en el comité de empresa europeo. Competencia. Falta de 

legitimación pasiva.  
 

 

PENSIÓN DE ORFANDAD 

Juzgado de lo Social nº 2 de Toledo ir al texto 

 

Resumen: Pensión de orfandad. Persona con discapacidad que viene cobrando 

pensión de orfandad simple por la muerte de su madre, hasta que muere su padre, 

tutor de esa persona.  

 

Iniciado el trámite de nombramiento de un nuevo tutor, el finalmente nombrado 

solicita de forma inmediata a asumir el cargo la pensión de orfandad absoluta –por 

la muerte de los dos progenitores- en nombre de la persona con diversidad 

funcional.  

 

No existe discusión sobre su procedencia y si sobre la fecha de efectos: si ha de ser 

desde los tres meses anteriores a la petición realizada por el nuevo tutor o desde 

el mes siguiente a la muerte del padre.  

El Juzgado asume esta segunda opción con base a una sentencia del Tribunal 

Supremo.   
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JURISPRIDENCIA 
 

 

Tribunal de 
Justicia de la 
Unión 
Europea 

 
 

COOPERACIÓN 
JUDICIAL 

 

STJUE 21/06/2018 
 

«Procedimiento prejudicial — 

Cooperación judicial en materia 

civil — Reglamento (CE) 

nº 44/2001 — Competencia en 

materia de contratos individuales de 

trabajo — Artículo 20, apartado 2 — 

Empresario demandado ante los 

tribunales del Estado miembro de su 

domicilio — Reconvención del 

empresario — Determinación del 

órgano jurisdiccional competente» 

 

En el asunto C-1/17, que tiene por 

objeto una petición de decisión 

prejudicial planteada, con arreglo al 

artículo 267 TFUE, por la Corte 

d’appello di Torino (Tribunal de 

Apelación de Turín, Italia), mediante 

resolución de 21 de diciembre de 

2016, recibida en el Tribunal de 

Justicia el 2 de enero de 2017, en el 

procedimiento entre Petronas 

Lubricants Italy SpA y Livio Guida, el 

Tribunal de Justicia (Sala Tercera) 

declara: 

 

El artículo 20, apartado 2, del 

Reglamento (CE) n.º 44/2001 del 

Consejo, de 22 de diciembre de 

2000, relativo a la competencia 

judicial, el reconocimiento y la 

ejecución de resoluciones judiciales 

en materia civil y mercantil, debe 

interpretarse en el sentido de que, 

en una situación como la 

controvertida en el litigio principal, 

confiere al empresario el derecho de 

presentar, ante el tribunal que 

conoce de la demanda principal 

interpuesta válidamente ante él por 

un trabajador, una reconvención 

basada en un contrato de cesión de 

crédito celebrado entre el 

empresario y el titular inicial del 

crédito en una fecha posterior a la 

interposición de la demanda 

principal. 
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IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN 

 

STJUE 26/06/2018  ir al texto 

 
 

«Procedimiento prejudicial — 

Directiva 79/7/CEE — Igualdad de 

trato entre hombres y mujeres en 

materia de seguridad social — 

Régimen nacional de pensiones del 

Estado — Requisitos para el 

reconocimiento del cambio 

de sexo — Normativa nacional que 

supedita este reconocimiento a la 

anulación de un matrimonio anterior 

al cambio de sexo — Denegación de 

una pensión estatal de jubilación a 

una persona que ha cambiado de 

sexo a partir de la edad de 

jubilación de las personas del sexo 

adquirido — Discriminación directa 

por razón de sexo» 

 

En el asunto C-451/16, que tiene por 

objeto una petición de decisión 

prejudicial planteada, con arreglo al 

artículo 267 TFUE, por la Supreme 

Court of the United Kingdom 

(Tribunal Supremo del Reino Unido), 

mediante resolución de 10 de 

agosto de 2016, recibida en el 

Tribunal de Justicia el 12 de agosto 

de 2016, en el procedimiento entre 

MB y Secretary of State for Work 

and Pensions, 

 

El Tribunal de Justicia (Gran Sala) 

declara: 

 

La Directiva 79/7/CEE del Consejo, 

de 19 de diciembre de 1978, relativa 

a la aplicación progresiva del 

principio de igualdad de trato entre 

hombres y mujeres en materia de 

seguridad social, en particular su 

artículo 4, apartado 1, primer guion, 

en relación con sus artículos 3, 

apartado 1, letra a), tercer guion, y 7, 

apartado 1, letra a), debe 

interpretarse en el sentido de que se 

opone a una normativa nacional que 

exige que una persona que ha 

cambiado de sexo cumpla no solo 

criterios de carácter físico, social y 

psicológico, sino también el 

requisito de no estar casada con una 

persona del sexo que ha adquirido a 

raíz del cambio de sexo, para poder 

optar a una pensión estatal de 

jubilación a partir de la edad legal 

de jubilación de las personas del 

sexo adquirido. 

 

 

PROTECCIÓN DE 
DATOS DE 
CARÁCTER 
PERSONAL 

 

STJUE 05/06/2018  

«Procedimiento prejudicial — 

Directiva 95/46/CE — Datos 

personales — Protección de las 

personas físicas en lo que respecta 

al tratamiento de estos datos — 

Orden por la que se solicita la 

desactivación de una página de 

Facebook (fan page) que permite 

recoger y tratar determinados datos 

vinculados a los visitantes de esa 

página — Artículo 2, letra d) — 

Responsable del tratamiento de 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=203337&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=926237


 

 

 

datos personales — Artículo 4 — 

Derecho nacional aplicable — 

Artículo 28 —Autoridades 

nacionales de control — Poderes de 

intervención de esas autoridades» 

 

En el asunto C-210/16, que tiene por 

objeto una petición de decisión 

prejudicial planteada, con arreglo al 

artículo 267 TFUE, por el 

Bundesverwaltungsgericht (Tribunal 

Supremo de lo Contencioso-

Administrativo, Alemania), mediante 

resolución de 25 de febrero de 2016, 

recibida en el Tribunal de Justicia el 

14 de abril de 2016, en el 

procedimiento entre Unabhängiges 

Landeszentrum für Datenschutz 

Schleswig-Holstein y 

Wirtschaftsakademie Schleswig-

Holstein GmbH, con intervención de: 

Facebook Ireland Ltd, Vertreter des 

Bundesinteresses beim 

Bundesverwaltungsgericht, 

 

El Tribunal de Justicia (Gran Sala) 

declara: 

 

1)  El artículo 2, letra d), de la 

Directiva 95/46/CE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 24 de 

octubre de 1995, relativa a la 

protección de las personas físicas en 

lo que respecta al tratamiento de 

datos personales y a la libre 

circulación de estos datos, debe 

interpretarse en el sentido de que el 

concepto de «responsable del 

tratamiento», en el sentido de esa 

disposición, comprende al 

administrador de una página de fans 

alojada en una red social. 

 

2)  Los artículos 4 y 28 de la 

Directiva 95/46 deben interpretarse 

en el sentido de que, cuando una 

empresa establecida fuera de la 

Unión dispone de varios 

establecimientos en diversos 

Estados miembros, la autoridad de 

control de un Estado miembro está 

facultada para ejercer los poderes 

que le confiere el artículo 28, 

apartado 3, de la mencionada 

Directiva respecto a un 

establecimiento de esa empresa 

situado en el territorio de ese Estado 

miembro, aun cuando, en virtud del 

reparto de funciones dentro del 

grupo, por un lado, este 

establecimiento únicamente se 

encarga de la venta de espacios 

publicitarios y de otras actividades 

de marketing en el territorio de 

dicho Estado miembro y, por otro 

lado, la responsabilidad exclusiva de 

la recogida y del tratamiento de los 

datos personales incumbe, para 

todo el territorio de la Unión, a un 

establecimiento situado en otro 

Estado miembro. 

 

3)  El artículo 4, apartado 1, letra a), 

y el artículo 28, apartados 3 y 6, de 

la Directiva 95/46 deben 

interpretarse en el sentido de que, 

cuando la autoridad de control de 

un Estado miembro pretende ejercer 

frente a una entidad establecida en 

el territorio de ese Estado miembro 

los poderes de intervención 

contemplados en el artículo 28, 

apartado 3, de la referida Directiva 

debido a infracciones de las normas 

relativas a la protección de datos 

personales cometidas por un tercero 



 

 

 

responsable del tratamiento de esos 

datos que tiene su domicilio en otro 

Estado miembro, dicha autoridad de 

control es competente para apreciar, 

de manera autónoma respecto de la 

autoridad de control de este último 

Estado miembro, la legalidad del 

referido tratamiento de datos y 

puede ejercer sus poderes de 

intervención frente a la entidad 

establecida en su territorio sin instar 

previamente la intervención de la 

autoridad de control del otro Estado 

miembro. 

 

 

PROTECCIÓN DE 
TRABAJADORES 
EN CASO DE 
INSOLVENCIA 

 

STJUE 28/06/2018  ir al texto 

 

«Procedimiento prejudicial — 

Política social — Protección de los 

trabajadores asalariados en caso de 

insolvencia del empresario — 

Directiva 2008/94/CE — Artículo 3, 

párrafo primero — Pago asumido 

por la institución de garantía — 

Indemnizaciones debidas al término 

de la relación laboral — Traslado del 

lugar de trabajo que exige un 

cambio de residencia del 

trabajador — Modificación de un 

elemento esencial del contrato de 

trabajo — Extinción del contrato de 

trabajo por voluntad del 

trabajador — Principio de igualdad y 

no discriminación» 

 

En el asunto C-57/17, que tiene por 

objeto una petición de decisión 

prejudicial planteada, con arreglo al 

artículo 267 TFUE, por el Tribunal 

Superior de Justicia de la 

Comunidad Valenciana, mediante 

auto de 19 de enero de 2017, 

recibido en el Tribunal de Justicia el 

3 de febrero de 2017, en el 

procedimiento entre Eva Soraya 

Checa Honrado y Fondo de Garantía 

Salarial, el Tribunal de Justicia (Sala 

Séptima) declara: 

 

El artículo 3, párrafo primero, de la 

Directiva 2008/94/CE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 22 de 

octubre de 2008, relativa a la 

protección de los trabajadores 

asalariados en caso de insolvencia 

del empresario, debe interpretarse 

en el sentido de que cuando, según 

la normativa nacional de que se 

trate, determinadas indemnizaciones 

legales debidas por la extinción del 

contrato de trabajo por voluntad del 

trabajador y las debidas en caso de 

despido por causas objetivas, como 

las contempladas por el órgano 

jurisdiccional remitente, estén 

comprendidas en el concepto de 

«indemnizaciones debidas al 

término de la relación laboral» en el 

sentido de la referida disposición, 

las indemnizaciones legales debidas 

como consecuencia de la extinción 

del contrato de trabajo por voluntad 

del trabajador a causa del traslado 

del lugar de trabajo por decisión del 

empresario, traslado que obliga al 

trabajador a cambiar su lugar de 

residencia, también deben incluirse 

en dicho concepto.  

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=203427&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=926479


 

 

 

SEGURIDAD 
SOCIAL DE 
TRABAJADORES 
MIGRANTES 

 

STJUE 28/06/2018  ir al texto 

 

«Procedimiento prejudicial — 

Acuerdo sobre la libre circulación de 

personas entre la Comunidad 

Europea y sus Estados miembros, 

por una parte, y la Confederación 

Suiza, por otra — Seguridad social 

de los trabajadores migrantes — 

Reglamento (CE) n.º 883/2004 — 

Anexo XI, rúbrica “España”, 

punto 2 — Pensión de jubilación — 

Modo de cálculo — Importe 

teórico — Base de cotización 

pertinente — Convenio especial — 

Elección de la base de cotización — 

Normativa nacional que obliga al 

trabajador a cotizar con arreglo a la 

base mínima de cotización» 

En el asunto C-2/17, que tiene por 

objeto una petición de decisión 

prejudicial planteada, con arreglo al 

artículo 267 TFUE, por el Tribunal 

Superior de Justicia de Galicia, 

mediante auto de 13 de diciembre 

de 2016, recibido en el Tribunal de 

Justicia el 2 de enero de 2017, en el 

procedimiento entre Instituto 

Nacional de la Seguridad Social 

(INSS) y Jesús Crespo Rey, con 

intervención de: 

Tesorería General de la Seguridad 

Social, el Tribunal de Justicia (Sala 

Décima) declara: 

 

El Acuerdo sobre la libre circulación 

de personas entre la Comunidad 

Europea y sus Estados miembros, 

por una parte, y la Confederación 

Suiza, por otra, rubricado en 

Luxemburgo el 21 de junio de 1999, 

debe interpretarse en el sentido de 

que se opone a una normativa de 

un Estado miembro, como la 

analizada en el litigio principal, que 

obliga al trabajador migrante que 

suscribe un convenio especial con la 

seguridad social de ese Estado 

miembro a cotizar con arreglo a la 

base mínima de cotización, de forma 

que, al calcular el importe teórico de 

su pensión de jubilación, la 

institución competente de dicho 

Estado miembro equipara el período 

cubierto por este convenio a un 

período realizado en ese mismo 

Estado miembro y solo toma en 

consideración, a efectos de ese 

cálculo, las cuotas abonadas en el 

marco de dicho convenio, incluso 

cuando, antes de ejercer su derecho 

a la libre circulación, dicho 

trabajador hubiera cotizado en el 

Estado miembro en cuestión con 

arreglo a bases superiores a la base 

mínima de cotización y cuando un 

trabajador sedentario que no hizo 

uso de su derecho a la libre 

circulación y que suscribe tal 

convenio dispone de la facultad de 

cotizar con arreglo a bases 

superiores a la base mínima de 

cotización. 

 

 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=203425&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=926479


 

 

 

TRABAJO DE 
DURACIÓN 
DETERMINADA 

 

ATJUE 22/03/2018  ir al texto 

 

«Procedimiento prejudicial  Caso 

Pilar Centeno Meléndez  c. 

Universidad Zaragoza. (petición de 

decisión prejudicial planteada por el 

Juzgado de lo Contencioso-

Administrativo n.o 2 de Zaragoza) — 

Pilar Centeno Meléndez / 

Universidad de Zaragoza 

(Asunto C-315/17) (1) 

((Procedimiento prejudicial - 

Directiva 1999/70/CE - Acuerdo 

Marco de la CES, la UNICE y el CEEP 

sobre el trabajo de duración 

determinada - Cláusula 4 - Principio 

de no discriminación - Sistema de 

carrera profesional horizontal - 

Concesión de un complemento 

retributivo - Norma nacional que 

excluye a los funcionarios interinos - 

Conceptos de «condiciones de 

trabajo» y de «razones objetivas»)) 

(2018/C 190/03) 

 

Fallo 

 

La cláusula 4, apartado 1, del 

Acuerdo Marco sobre el trabajo de 

duración determinada, celebrado el 

18 de marzo de 1999, que figura en 

el anexo de la Directiva 1999/70/CE 

del Consejo, de 28 de junio de 1999, 

relativa al Acuerdo Marco de la CES, 

la UNICE y el CEEP sobre el trabajo 

de duración determinada, debe 

interpretarse en el sentido de que se 

opone a una norma nacional como 

la controvertida en el litigio 

principal, que reserva la 

participación en el sistema de 

carrera profesional horizontal del 

personal administrativo y de 

servicios de la Universidad de 

Zaragoza y, en consecuencia, el 

derecho al complemento retributivo 

derivado de dicha participación, a 

los funcionarios de carrera y al 

personal laboral fijo, excluyendo, en 

particular, a los funcionarios 

interinos. 

 

 

STJUE 5/06/2018 ir al texto 

 

«Procedimiento prejudicial — 

Política social — Directiva 

1999/70/CE — Acuerdo Marco de la 

CES, la UNICE y el CEEP sobre el 

trabajo de duración determinada — 

Cláusula 4 — Principio de no 

discriminación – Concepto de 

“condiciones de trabajo” — 

Comparabilidad de las 

situaciones — Justificación — 

Concepto de “razones objetivas” —

Indemnización en el supuesto de 

extinción de un contrato fijo por 

concurrir una causa objetiva — 

Inexistencia de indemnización al 

finalizar un contrato de interinidad» 

En el asunto C-677/16, que tiene por 

objeto una petición de decisión 

prejudicial planteada, con arreglo al 

artículo 267 TFUE, por el Juzgado de 

lo Social nº 33 de Madrid, mediante 

auto de 21 de diciembre de 2016, 

recibido en el Tribunal de Justicia el 

29 de diciembre de 2016, en el 

procedimiento entre Lucía Montero 

Mateos y Agencia Madrileña de 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=201161&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1173499
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2018.190.01.0003.01.SPA&toc=OJ:C:2018:190:TOC#ntr1-C_2018190ES.01000301-E0001
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=202546&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1173499


 

 

 

Atención Social de la Consejería de 

Políticas Sociales y Familia de la 

Comunidad Autónoma de Madrid, 

En virtud de todo lo expuesto, el 

Tribunal de Justicia (Gran Sala) 

declara: 

 

La cláusula 4, apartado 1, del 

Acuerdo Marco sobre el trabajo de 

duración determinada, celebrado el 

18 de marzo de 1999, que figura en 

el anexo de la Directiva 1999/70/CE 

del Consejo, de 28 de junio de 1999, 

relativa al Acuerdo Marco de la CES, 

la UNICE y el CEEP sobre el trabajo 

de duración determinada, debe 

interpretarse en el sentido de que 

no se opone a una normativa 

nacional que no prevé el abono de 

indemnización alguna a los 

trabajadores con contratos de 

duración determinada celebrados 

para cubrir temporalmente un 

puesto de trabajo durante el 

proceso de selección o promoción 

para la cobertura definitiva del 

mencionado puesto, como el 

contrato de interinidad de que se 

trata en el litigio principal, al vencer 

el término por el que estos 

contratos se celebraron, mientras 

que se concede indemnización a los 

trabajadores fijos con motivo de la 

extinción de su contrato de trabajo 

por una causa objetiva. 

 

STJUE 05/06/2018  ir al texto 

 

«Procedimiento prejudicial — 

Política social — Directiva 

1999/70/CE — Acuerdo Marco de la 

CES, la UNICE y el CEEP sobre el 

trabajo de duración determinada — 

Cláusula 4 — Principio de no 

discriminación — Concepto de 

“condiciones de trabajo” — 

Comparabilidad de las 

situaciones — Justificación — 

Concepto de “razones objetivas” — 

Indemnización en el supuesto de 

extinción de un contrato fijo por 

concurrir una causa objetiva — 

Indemnización de menor cuantía 

abonada al finalizar un contrato de 

relevo de duración determinada» 

En el asunto C-574/16, que tiene por 

objeto una petición de decisión 

prejudicial planteada, con arreglo al 

artículo 267 TFUE, por el Tribunal 

Superior de Justicia de Galicia 

mediante auto de 7 de noviembre 

de 2016, recibido en el Tribunal de 

Justicia el 14 de noviembre de 2016, 

en el procedimiento entre Grupo 

Norte Facility, S.A., y Ángel Manuel 

Moreira Gómez, el Tribunal de 

Justicia (Gran Sala) declara: 

 

La cláusula 4, apartado 1, del 

Acuerdo Marco sobre el trabajo de 

duración determinada, celebrado el 

18 de marzo de 1999, que figura en 

el anexo de la Directiva 1999/70/CE 

del Consejo, de 28 de junio de 1999, 

relativa al Acuerdo Marco de la CES, 

la UNICE y el CEEP sobre el trabajo 

de duración determinada, debe 

interpretarse en el sentido de que 

no se opone a una normativa 

nacional según la cual la 

indemnización abonada a los 

trabajadores con contratos de 

duración determinada celebrados 

para cubrir la jornada de trabajo 

dejada vacante por un trabajador 

que se jubila parcialmente, como el 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=202544&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1173499


 

 

 

contrato de relevo controvertido en 

el litigio principal, al vencer el 

término por el que estos contratos 

se celebraron, es inferior a la 

indemnización concedida a los 

trabajadores con contrato de 

duración indefinida con motivo de la 

extinción de su contrato de trabajo 

por una causa objetiva. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JURISPRUDENCIA 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
 
 

DERECHO A UN PROCESO JUSTO 

STEDH 26/06/2018. Caso Mirkovic y otros c. Serbia  ir al texto 

  

Resumen: Derecho a un proceso justo (art.6 CEDH). Violación existente.  

 

El caso trata sobre las sentencias contradictorias recaídas en última instancia a 

propósito de ciertas prestaciones vinculadas al empleo de los agentes penitenciarios 

de Serbia. Los recurrentes son serbios empleados en instituciones penitenciarias. De 

2011 a 2013, los recurrente, al igual que alguno de sus compañeros, entablaron 

acciones civiles contra el Estado, pidiendo la indemnización derivada de que durante 

un período de cuatro años  habían percibido una indemnización inferior a la que en 

derecho les correspondía.  
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Algunos de los recurrentes ganaron el pleito en primera instancia, pero se les 

desestimó a todos la pretensión en segunda instancia. En cambio, algunos de sus 

compañeros ganaron la causa en segunda instancia y obtuvieron la indemnización 

que habían solicitado. Los recurrentes acudieron al Tribunal constitucional, ante el 

que se quejaron de la adopción de sentencias contradictorias frente a hechos 

similares, lo que atentaría a la seguridad jurídica y al derecho a un proceso justo. El 

TC rechazó su demanda.  

 

El TEDH considera que existe vulneración del derecho a un proceso justo del art.6.2 

CEDH. 

 

 
DERECHO A LA VIDA PRIVADA 

STEDH 28/06/2018. Caso ML y XX c. Alemania  ir al texto 

  

Resumen: Derecho a la vida privada: protección de datos (art.8 CEDH). Violación 

inexistente.  

 

El caso se refiere a la negativa del Tribunal Federal de Justicia a prohibir tres medios 

diferentes de mantener el acceso a los archivos de prensa sobre la condena de los 

solicitantes por asesinato de un actor conocido, siendo mencionados por sus 

nombres completos. 

 

El Tribunal está de acuerdo con la conclusión del Tribunal Federal alemán de que los 

medios de comunicación tienen por misión de participar en la formación de la 

opinión democrática poniendo a disposición de información antigua pública 

almacenada en sus archivos. 

 

La Corte recuerda que la manera de tratar un tema es una cuestión de libertad 

periodística y que el artículo 10 de la Convención deja a los periodistas decidir qué 

detalles deberían ser publicados con la condición de que estas elecciones cumplan 

con los estándares éticos y deontológicos de la profesión. La inclusión en un informe 

de elementos individualizados, como el nombre completo del afectado, es un 

aspecto importante del trabajo de la prensa, especialmente cuando se trata de 

procedimientos penales que han dado lugar a un interés público considerable que el 

paso del tiempo no ha no eliminado. 

 

La Corte observa que, durante su última solicitud para la revisión del juicio en 2004, el 

Sr. L. y W.W. son ellos mismos dirigidos a la prensa a la que han transmitido una serie 

de documentos mientras lo invita a mantener informado al público. Esta actitud 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"],"itemid":["001-184438"]}


 

 

 

relativiza su esperanza de obtener la anonimización de los informes en cuestión o un 

derecho al olvido digital. 

 

En conclusión, dado el margen de apreciación de las autoridades nacionales cuando 

equilibrio de intereses divergentes, la importancia de mantener el acceso a los 

informes de noticias aceptado como legal y el comportamiento de los solicitantes 

frente a la prensa, el Tribunal considera que no hay razones serias para sustituir su 

opinión por la del Tribunal Federal de Justicia. 

 

 

 

DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO 

STEDH 19/06/2018. Caso Hülya Ebru Bemirel c. Turquía ir al texto 

 

Resumen: discriminación por razón de género: la denegación de empleo como 

guardia de seguridad por razón de sexo es discriminatorio.  

 

El TEDH considera por unanimidad que ha habido una violación del artículo 14 

(derecho a la no discriminación) junto con el artículo 8 (derecho a la privacidad) y 

vida familiar) del Convenio Europeo de Derechos Humanos y, por una mayoría, que 

había habido: una violación del Artículo 6 § 1 (derecho a un juicio justo) del Convenio 

Europeo a causa de la ausencia de un razonamiento adecuado en la decisión del 

Tribunal Administrativo Supremo, y ninguna violación del Artículo 6 § 1 del Convenio 

Europeo a causa de las decisiones contradictorias dictadas por el Tribunal 

Administrativo Supremo. 

 

El caso se refería a la alegación de discriminación sexual de la demandante porque se 

le denegó un trabajo como oficial de seguridad en una empresa estatal de 

distribución de electricidad. 

 

La demandante denunció que las decisiones de las autoridades administrativas y los 

tribunales habían constituido discriminación sexual. También se quejó de que los 

tribunales nacionales habían dictado decisiones contradictorias en casos idénticos y 

que el Tribunal Administrativo Supremo no había examinado sus pretensiones. 

 

El TEDH considera que las decisiones de las autoridades nacionales supusieron la 

existencia de trato discriminatorio, ya que no habían proporcionado ninguna otra 

razón que el sexo de la solicitante para que ella no  hubiera sido seleccionada para el 

puesto en cuestión. Concluye  además el TEDH, que el Tribunal Administrativo 

Supremo  no cumplió su obligación de proporcionar un razonamiento adecuado para 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"],"itemid":["001-183862"]}


 

 

 

desestimar la solicitud de rectificación de la demandante dado que sus argumentos 

sobre la prohibición de la discriminación entre hombres y mujeres no fue revisada en 

ningún momento ante los tribunales. 

 

 

 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN 

STEDH 19/06/2018. Caso Kula c Turquía ir al texto 

  

Resumen: Libertad de expresión: profesor de universidad sancionado por haber 

participado sin autorización en un programa fuera de su ciudad de residencia: 

violación del derecho a la libertad de expresión . El TEDH dice, por unanimidad, que 

ha habido: Violación del artículo 10 (libertad de expresión) del Convenio Europeo de 

Derechos Humanos. El caso se refiere a una sanción disciplinaria impuesta a Kula, un 

profesor universitario, por haber participado en un programa de televisión en una 

ciudad que no sea la de su residencia sin la autorización de su universidad. El Tribunal 

considera en particular que:  

- la sanción disciplinaria impuesta al Sr. Kula constituye una injerencia en su derecho 

a libertad de expresión;  

- la decisión de sanción no fue respaldada por ningún razonamiento, excepto por una 

simple referencia al disposición legal invocada;  

- el tribunal administrativo se ha limitado a examinar la verificación fáctica de la salida 

de El Sr. Kula fuera de su ciudad de residencia sin autorización y  no consideró la 

necesidad de esta sanción con respecto a la libertad académica invocada por el Sr. 

Kula.  

 

Finalmente, el Tribunal considera que, en ausencia de razones pertinentes y 

suficientes por parte de los tribunales autoridades nacionales para justificar la 

interferencia en cuestión, esta última no puede considerarse aplicando normas 

compatibles con los principios consagrados en el artículo 10 del Convenio. 

 

 
 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"itemid":["001-183948"]}
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OIT NEWS 
 

 

Es indispensable la cooperación en materia de política económica para 

hacer frente a los desafíos mundiales. ir al texto 

 

Ofrecer a los trabajadores domésticos infantiles de Madagascar una 

segunda oportunidad. ir al texto 

 

Seguridad y salud en el trabajo: ¿por qué los jóvenes están expuestos 

a riesgos? ir al texto 

 

El futuro que queremos depende de políticas innovadoras, una 

conducta empresarial responsable y tecnologías centradas en las 

personas. ir a texto 

 

¿Contratación equitativa? ¡Es posible! El Programa integrado sobre 

contratación equitativa de la OIT ayuda a los trabajadores migrantes 

de Nepal a buscar un empleo en el exterior de manera equitativa y 

segura. ir al texto 

 

La OIT insta a que se adopten medidas urgentes para prevenir la 

inminente crisis mundial de los cuidados a la persona. 

 

Un nuevo informe de la OIT pone de manifiesto la insuficiencia de las 

respuestas políticas a la creciente demanda y cuantifica la extensión de 

la carga de cuidados que recae sobre las mujeres. ir al texto 
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http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/lang--es/index.htm
http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_632183/lang--es/index.htm
http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/multimedia/video/video-news-releases/WCMS_632228/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/infostories/es-ES/Stories/safety-health/youth#intro
http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_632460/lang--es/index.htm
http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/features/WCMS_631165/lang--es/index.htm
http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_633165/lang--es/index.htm


 

 

 

ADMINISTRACIÓN 
DEL TRABAJO Y 
SEGURIDAD SOCIAL 

 
 

 

MINISTERIO EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL 
 

 

La Seguridad Social alcanza los 18.915.668 afiliados en el mejor mes de 

mayo de la serie histórica. 

 

La afiliación media a la Seguridad Social alcanzó 18.915.668 ocupados 

en mayo, tras ascender en 237.207 personas (el 1,27%), se trata del 

mejor registro de la serie histórica en este mes. El dato 

desestacionalizado (que avanza en 70.898) acumula ya 43 meses en 

positivo. 

 

El paro registrado se reduce en 83.738 personas en el mes de mayo. 

 

El número de parados registrados en las oficinas de los Servicios 

Públicos de Empleo ha bajado en mayo en 83.738 personas en relación 

con el mes anterior. En términos desestacionalizados el paro también 

ha descendido, en 3.236 personas. ir al texto 

 

La variación salarial media pactada en convenio hasta mayo se sitúa en 

el 1,59%. ir al texto 

 

Nombramientos del Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad 

Social. ir al texto 

 

El Gobierno establece el procedimiento para autorizar la residencia 

temporal en España de menores saharauis en el marco del programa 

“Vacaciones en Paz 2018”. ir al texto 

 

El Gobierno aprueba la concesión de un préstamo de 10.192 millones 

a la Seguridad Social para el pago de la nómina de junio. ir al texto 
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http://www.empleo.gob.es/es/index.htm
http://www.empleo.gob.es/es/index.htm
http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/inicio
http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/noticias/laboral/detalle/3297
http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/noticias/ministro/detalle/3301
http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/noticias/inmigracionemigracion/detalle/3300
http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/noticias/seguridadsocial/detalle/3299


 

 

 

El Gobierno aprueba la convocatoria de subvenciones para 

actuaciones de interés general en materia de extranjería. ir al texto 

 

 

CALENDARIO ESTADÍSTICO 
 

Índices de Producción Industrial (IPI). Base 2015. ir al texto  

 

La variación mensual del Índice de Producción Industrial es del −1,8% 

si se eliminan los efectos estacionales y de calendario. 

  

La tasa anual del Índice de Producción Industrial se sitúa en el 1,9% en 

la serie corregida de efectos estacionales y de calendario, y en el 

11,0% en la serie original.  

 

Coste laboral por hora trabajada. ir a texto 

 

Encuesta de población activa. ir a texto 

 

Índices de precios del sector servicios. ir a texto 

 

Estadísticas del Movimiento Natural de la Población (Nacimientos, 

Defunciones y Matrimonios) Primer semestre de 2017. ir al texto 

 

El número de nacimientos se redujo un 6,3% en el primer semestre de 

2017, mientras que el de defunciones aumento ́ un 4,5%. 

  

El crecimiento vegetativo de la población presenta un saldo negativo 

de 32.132 personas durante la primera mitad del año. 

  

El número de matrimonios disminuyo ́ un 6,2% respecto al mismo 

periodo de 2016.  

 

Encuesta de Presupuestos Familiares  Año 2016. ir al texto 

 

El gasto medio por hogar en términos corrientes aumento ́ un 2,6% en 

2016 y se situó en 28.200 euros. En términos constantes creció un 

3,5%. 

  

El gasto total de los hogares, en términos corrientes, se incrementó un 

3,0%. Su variación en términos constantes fue del 3,9%. 

  

http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/inicio
http://www.ine.es/daco/daco41/calen.htm
http://www.ine.es/daco/daco42/daco422/ipi0418.pdf
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736053992&menu=ultiDatos&idp=1254735976596
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176918&menu=resultados&secc=1254736195124&idp=1254735976595
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176864&menu=resultados&idp=1254735576778
http://www.ine.es/prensa/mnp_1s2017_p.pdf
http://www.ine.es/prensa/epf_2016.pdf


 

 

 

El gasto medio por persona alcanzo ́ los 11.312 euros, un 3,0% más que 

en el año anterior. En términos constantes la tasa fue del 3,9%.  

 

Indices de Precios Industriales Ir a texto 

 

Cifras de población. Datos provisionales Ir a texto 

 

Estadística de migraciones. Datos provisionales Ir a texto 

 

Encuesta Trimestral de Coste Laboral (ETCL) ir al texto 

 

Primer trimestre de 2018  

 

 El coste laboral de las empresas se sitúa en 2.497,91 euros por 

trabajador y mes en el primer trimestre de 2018, con una variación 

del 0,7% respecto al mismo periodo de 2017.  

 El coste salarial por trabajador y mes aumenta un 0,8% y alcanza 

los 1.844,24 euros de media. Por su parte, los otros costes crecen 

un 0,2%, hasta 653,67 euros por trabajador y mes.  

 Durante el primer trimestre de 2018 la jornada semanal media 

pactada, considerando conjuntamente tiempo completo y tiempo 

parcial, es de 34,2 horas. De estas, se pierden 4,1 horas a la 

semana, de las cuales 2,4 son por vacaciones y fiestas disfrutadas.  

 El coste laboral por hora efectiva sube un 3,8% en tasa anual, como 

consecuencia del menor número de horas trabajadas, debido a que 

la Semana Santa ha tenido lugar este año en el primer trimestre 

mientras que en 2017 se celebró en el segundo.  

 En tasa trimestral, y con datos corregidos de calendario y 

desestacionalizados, el coste laboral por trabajador no varía 

respecto al trimestre anterior. El coste por hora efectiva se 

incrementa un 0,2%.  

 Con resultados corregidos de calendario y desestacionalizados, el 

coste laboral por trabajador aumenta un 0,6% en el primer 

trimestre de 2018 respecto al mismo periodo de 2017. El coste 

laboral por hora efectiva crece un 0,8%.  

 El número de vacantes es de 101.512 en el primer trimestre de 

2018. El 87,8% se encuentra en el sector Servicios.  

 

Estadística estructural de empresas: sector servicios. Datos definitivos. 

ir a texto 

 

 

http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736147699&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736147699&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736147699&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176951&menu=ultiDatos&idp=1254735572981
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176951&menu=ultiDatos&idp=1254735572981
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177000&menu=ultiDatos&idp=1254735573002
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177000&menu=ultiDatos&idp=1254735573002
http://www.ine.es/daco/daco42/etcl/etcl0118.pdf
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176865&menu=ultiDatos&idp=1254735576778

